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RESUMEN 

 

La investigación tuvo como objetivo general, determinar la calidad de las sentencias 

de primera y segunda instancia sobre Cumplimiento de Acto Administrativo de 

Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio según los parámetros normativos, doctrinarios 

y jurisprudenciales pertinentes, en el expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01 del 

Distrito Judicial de Sullana - Sullana, 2018. Es de tipo, cuantitativo cualitativo, 

nivel exploratorio descriptivo, y diseño no experimental, retrospectivo y 

transversal. La recolección de datos se realizó, de un expediente seleccionado 

mediante muestreo por conveniencia, utilizando las técnicas de la observación, y el 

análisis de contenido, y una lista de cotejo, validado mediante juicio de expertos. 

Los resultados revelaron que la calidad de la parte expositiva, considerativa y 

resolutiva, pertenecientes a: la sentencia de primera instancia fueron de rango: muy 

alta, muy alta y muy alta; y de la sentencia de segunda instancia: muy alta, muy alta y 

muy alta. Se concluyó, que la calidad de las sentencias de primera y de segunda 

instancia, fueron de rango muy alta y muy alta, respectivamente. 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Palabras clave: Calidad, motivación, nulidad, resolución y sentencia. 
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SUMMARY 

 

The general purpose of the investigation was to determine the quality of the sentences 

of first and second instance on Compliance with the Administrative Act of Subsidy 

for Mourning and Expenses of Sepelio according to the relevant normative, doctrine 

and jurisprudential parameters, in the file N ° 1377-2011- 0-3101-JR-CI-01 of the 

Judicial District of Sullana - Sullana, 2018. It is of type, qualitative quantitative, 

descriptive exploratory level, and non-experimental, retrospective and transversal 

design. The data collection was carried out, from a file selected by sampling for 

convenience, using the techniques of observation, and content analysis, and a 

checklist, validated by expert judgment. The results revealed that the quality of the 

expository part, considerative and decisive, pertaining to: the sentence of first 

instance was of rank: very high, very high and very high; and the second instance 

sentence: very high, very high and very high. It was concluded that the quality of the 

sentences of first and second instance were of very high and very high rank, 

respectively. 

 

 

 

 

 

 

 

Keywords: Quality, motivation, annulment, resolution and judgment 
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I. INTRODUCCIÓN. 
 

La administración de justicia es un tema muy preocupante a nivel mundial, basta ver 

los diarios cada día, para darnos cuenta como la corrupción ha invadido y se ha 

enquistado en todos los sectores de la población. 

 

Las mediciones de las ONG y Encuestadoras dedicadas a estos cálculos nos dan 

indicadores  de que la corrupción invade cada día más el aparato estatal, y se agrava  

el problema, seguido de altos índices de delincuencia, y la inseguridad ciudadana.  

Mientras tanto El Ministerio Público y las fiscalías, sostienen una doble lucha: contra 

la corrupción, contra la presión del  poder económico detrás del poder político. 

 

De Windt (2013): 

Desarrollar la actividad de aprender el conocimiento del derecho y de 

acrecentarlo en la clase profesional nuestra, se logra a través de la difusión 

de manera didáctica de las sentencias de los Tribunales conocida como la 

jurisprudencia de un País. La Jurisprudencia constituye la compilación de 

las decisiones que dictan los Tribunales dela República en su función de 

decir el derecho y mantener  la unidad del criterio asumido, impartiendo 

justicia. Dichas decisiones no tienen la fuerza y los efectos,  más que de 

legalidad en razón de que no son vinculantes erga omnes. Mas, frente a los 

Tribunales inferiores, ella traza las huellas del camino y ejerce la misión de 

la unidad de jurisdicción (decir el derecho) que no es más que unificar, el 

criterio adoptado para la solución  de cada caso en cada materia. (P. s/n) 

 

En el contexto internacional: 

 

La Administración de Justicia no está presente solo en el Perú, en América Latina, 

en nuestro Hemisferio, sino también en el planeta tierra entero, siendo que 

debe ser estudiada para la contribución al conocimiento y la reflexión sobre los 

fenómenos sociales y políticos. Así mismo complementar y aportar a la 

comunidad académica que son un apoyo importante para la comprensión y el 

análisis de los cambios que vive el mundo en materia de legislación y estructuras 

(Silva, 2010). 
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Agüero (2008), precisa que la justicia local en México un tema que paradójicamente 

a pesar de su transcendencia para el funcionamiento del Estado, ha estado casi 

olvidado. A pesar de que se trata de una de las áreas que ha sufrido directamente el 

menosprecio y la subordinación institucional, mediante los efectos de un régimen 

caracterizado por la centralización y el autoritarismo, los Poderes Judiciales 

locales continúan siendo espacios vitales de vinculación entre algunos sectores de 

la sociedad y el Estado, así como mecanismos de legitimidad de un régimen 

formalmente fundado en el derecho. 

 

En relación al Perú: 
 

Rueda (2012) sostiene que la problemática por la que atraviesa la Administración de 

Justicia en el Perú, es de precisar que fue siempre un tema que ocupó y 

preocupó desde hace muchos años a distintos juristas especializados en materia 

constitucional, dicha problemática empezó a ser abordada con mayor realce en 

la década de los sesenta y esto fue gracias a la existencia de una Comisión de 

Reforma Judicial establecida al interior de la Corte Suprema de dicha época, lo 

cual nos sirve de ejemplo a seguir en la actualidad. 

 

Siguiendo a Agüero (2008) en el Perú nuestras instituciones jurídicas desempeñan 

labores importantes, como la resolución de problemas que son presentados por 

personas comunes los cuales interponen demandas, iniciando un proceso que 

será revisado, interpretado, fundamentado y resuelto por una autoridad 

jurisdiccional a través de una sentencia que dará por concluido dicho problema. 

 

En el ámbito local: 
 

Corante (2012) refiere que dentro de la problemática de la administración de justicia 

en Piura se busca como objetivos estratégicos: Brindar Seguridad jurídica, la 

confianza ciudadana y la Modernización de la Administración. 

 

Por su parte, desde la perspectiva de los Colegios de Abogados, también, hay 

actividades orientadas a evaluar la actividad jurisdiccional, denominados 

referéndums, cuyos resultados dan cuenta, que algunos magistrados cumplen su 
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labor, dentro de las expectativas de los profesionales del derecho; pero también, 

hay quienes no alcanzan la aprobación de ésta consulta, cabe precisar que el 

referéndum comprende a jueces y fiscales, de un determinado distrito judicial; sin 

embargo es poco sabido cuál es la finalidad, y mucho menos la utilidad de estos 

hallazgos; puesto que, se publican los resultados, pero no se sabe de su aplicación 

o implicancia práctica en el contexto que ocupa a la presente investigación. 

 

Por su parte, en el ámbito universitario los hechos expuestos, sirvieron de base para 

la formulación de la línea de investigación de la carrera de derecho que se 

denominó “Análisis de Sentencias de Procesos Culminados en los Distritos 

Judiciales del Perú, en Función de la Mejora Continua de la Calidad de las 

Decisiones Judiciales” (ULADECH, 2011). 

 

Es así, que en el marco de ejecución de la línea de investigación referida, 

cada estudiante, en concordancia con otros lineamientos internos, elaboran 

proyectos e informes de investigación, cuyos resultados tienen como base 

documental un expediente judicial, tomando como objeto de estudio a las 

sentencias emitidas en un proceso judicial específico; el propósito es, determinar su 

calidad ceñida a las exigencias de forma; asegurando de esta manera, la no 

intromisión, en el fondo de las decisiones judiciales, no sólo por las limitaciones y 

dificultades que probablemente surgirían; sino también, por la naturaleza compleja 

de su contenido, conforme afirma Pásara (2003), pero que se debe realizar, porque 

existen muy pocos estudios acerca de la calidad de las sentencias judiciales; no 

obstante ser una tarea pendiente y útil, en los procesos de reforma judicial. 

 

Por lo expuesto, se seleccionó el expediente judicial N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-

01, perteneciente al Juzgado Mixto de la ciudad de Sullana , del Distrito Judicial de 

Sullana, que comprende un proceso sobre Cumplimiento de Acto Administrativo de 

Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio; donde se observó que la sentencia de 

primera instancia declaró fundada la demanda; sin embargo al haberse interpuesto 

recurso de apelación motivó la expedición de una sentencia de segunda instancia, 

donde se resolvió confirmar la sentencia apelada y se declaró fundada la demanda. 
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Por estas razones, se formuló el siguiente problema de investigación: 
 

¿Cuál es la calidad de las sentencias de primera y segunda instancia sobre 

Cumplimiento de Acto Administrativo de Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio, 

según los parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, en 

el expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, del Distrito Judicial de Sullana – 

Sullana; 2018? 

 

Se ha formulado un objetivo general: 
 

Determinar la calidad de las sentencias de primera y segunda instancia sobre 

Cumplimiento de Acto Administrativo de Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio, 

según los parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, en 

el expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, del Distrito Judicial de Sullana – 

Sullana; 2018. 

 

Para alcanzar el objetivo general se traza objetivos específicos 
 

Respecto a la sentencia de primera instancia 

1. Determinar la calidad de la parte expositiva de la sentencia de primera 

instancia, con énfasis en la introducción y la postura de la partes. 

2. Determinar la calidad de la parte considerativa de la sentencia de primera 

instancia, con énfasis en la motivación de los hechos y del derecho. 

3. Determinar la calidad de la parte resolutiva de la sentencia de primera 

instancia, con énfasis en la aplicación del principio de congruencia y la 

descripción de la decisión. 

 

Respecto a la sentencia de segunda instancia 

4. Determinar la calidad de la parte expositiva de la sentencia de primera 

instancia, con énfasis en la introducción y la postura de la partes. 

5. Determinar la calidad de la parte considerativa de la sentencia de primera 

instancia, con énfasis en la motivación de los hechos y del derecho. 

6. Determinar la calidad de la parte resolutiva de la sentencia de primera 

instancia, con énfasis en la aplicación del principio de congruencia y la 

descripción de la decisión. 
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Finalmente, la presente investigación se justifica, porque el estudio obtenido 

evidencia que la Administración de Justicia continúa siendo uno de los temas 

que provocaba mayores protestas por parte de la opinión pública, en cuanto a su 

manejo y su actuar. Se trata de un modesto trabajo que se desprende de una 

propuesta de investigación diseñada en la Universidad Católica Los Ángeles de 

Chimbote, la cual evidencia el desempeño institucional que nos comprende. 

 

Asimismo, es pertinente su realización, porque generara beneficios a personas 

comunes y  autoridades jurisdiccionales a fin de mejorar la calidad, el análisis y 

estudio de las sentencias emitidas sobre estos procesos. 

 

Esta investigación por otra parte generara reflexión y discusión sobre el 

conocimiento de estos procesos y dentro del ámbito de las ciencias políticas. 

Asimismo está generando la aplicación de un nuevo método de investigación 

para generar conocimientos válidos y confiables. 

 

Finalmente pongo en manifiesto los conocimientos adquiridos durante el tiempo 

que se llevó a cabo dicha investigación, lo cual permitirá sentar las bases para 

otros estudios que surjan partiendo de la problemática aquí especificada. 

 

Respecto a la metodología, se trata de un estudio de caso, basado en parámetros de 

calidad extraídos de la revisión de la literatura que serán desarrollados en el marco 

teórico conceptual del trabajo; el nivel de la investigación es exploratorio 

descriptivo; porque el estudio aborda contextos poco frecuentados; la fuente de 

información es el expediente N° 01377-2011-0-3101-JR-CI-01, que es elegido 

mediante muestreo no probabilístico llamado técnica por conveniencia, los criterios 

de inclusión son: proceso concluido con interacción de ambas partes y con sentencias 

de primera y segunda instancia; para la recolección de datos está previsto aplicar las 

técnicas de la observación, el análisis de contenido y una lista de cotejo, validado 

mediante juicio de expertos, donde se observan cinco parámetros o estándares de 

calidad, para cada sub dimensión de la variable (Ver operacionalización de la 

variable en el anexo 1) el análisis de los resultados será por etapas: a) abierta y 
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exploratoria; b) sistematizada, en términos de recolección de datos, y c) análisis 

sistemático. Para presentar los resultados está previsto, seguir los procedimientos 

establecidos en el Anexo 2.  
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II. REVISIÓN DE LA LITERATURA 

 

2.1. ANTECEDENTES 

Espinoza (2008), en Ecuador, investigó “Motivación de las Resoluciones 

Judiciales de Casación Civil y Laboral dentro del Debido Proceso”, y sus 

conclusiones fueron:  

1) De manera general, la doctrina clasifica a los actos procesales, desde el 

punto de vista de su importancia y grado de incidencia, en sentencias y 

autos de mero trámite e interlocutorios. Nuestra legislación, aunque difiere, 

especialmente desde el punto de vista formal y en la denominación de las 

providencias; en el fondo, sigue los mismos criterios de clasificación. Así 

reconoce: sentencias, autos y decretos, pero se considera que, deben ser 

motivados, solo las sentencias y los autos (interlocutorios) mas no los 

decretos, ni aun los que tienen fuerza de auto (autos de trámite o 

sustanciación). 2) Si bien Fernando de la Rúa distingue requisitos en cuanto 

a la forma exterior que debe revestir la sentencia como la documentación, 

publicidad y comunicación con los que tienen que ver su forma interna o 

estructura formal, que tienen que ver con la individualización de los sujetos 

procesales, la enunciación de las pretensiones, la motivación y la parte 

resolutiva. Sin embargo, cabe destacar, que a nuestro criterio, consideramos 

que tanto la motivación como la resolución o conclusión fundamental del 

fallo deben ser considerados no solo como requisitos de forma externa de la 

sentencia, como lo ubica dicho autor, sino también de contenido. 3) La 

sentencia como un acto complejo realizado por el juez involucra tanto 

elementos de carácter volitivo como una operación de carácter crítico. Sin 

embargo, consideramos que este proceso no está exento de una operación 

lógica fundamental, aunque ésta por sí sola no es suficiente, ni tampoco se 

limita a la aplicación de un silogismo. En otras palabras, coincidimos en 

que la mera aplicación del silogismo jurídico no alcanza a explicar todo el 

proceso intelectual que debe realizar el juez para elaborar la sentencia, pero 

ello no significa que no sea indispensable un proceso lógico igualmente 

complejo denominado “razonamiento sólido” que le dote de coherencia 

formal e incluso material a la providencia. Adicionalmente, las reglas 

lógicas tienen que ser complementadas por las máximas de la experiencia. 

4) En los países que siguen la tendencia del civil law, entre ellos Ecuador, 

resulta indispensable la exigencia de la motivación como garantía de 

defensa, justicia y publicidad en la conducta de los jueces y el control del 

pueblo sobre el desempeño de sus funciones. Por ello, de manera acertada, 

se le ha reconocido incluso jerarquía constitucional y la actual Constitución 

del 1993, adicionalmente, prevé la nulidad, como consecuencia de su 
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omisión, lo cual concuerda con el nuevo paradigma de “estado 

constitucional de derechos y justicia social” que establece nuestra nueva 

Carta Magna. 5) A lo largo de la tesis hemos afirmado que, entre los 

requisitos de la motivación: expresa, clara, completa, legítima y lógica, y la 

motivación debida, existe una relación lógica de implicación material, 

donde cada uno de dichos requisitos constituyen condiciones necesarias, 

pero ninguno de ellos, suficiente por sí mismos, para justificar la decisión. 

Por lo tanto, la verificación de una motivación correcta pasa por la 

concurrencia de todos y cada uno de los requisitos señalados. 6) De igual 

manera, debemos recordar que una manera efectiva e idónea para conocer 

el ordenamiento jurídico de nuestro país y, en este caso, centrarnos en el 

estudio de la motivación, es comparándolo con otros ordenamientos, pero a 

partir de un método adecuado, pues si bien, una comparación basada en 

normas puede resultar útil entre países de la misma orientación, pueden, por 

otro lado, ser muy superficiales cuando se analiza otros sistemas como los 

del common law. En este sentido, puede resultarnos de suma utilidad el 

modelo funcionalista como principio metodológico básico. 7) 

Adicionalmente, resultaría bastante interesante que, en lugar de que se 

coteje normas o reglas jurídicas, se construyan modelos o tipos ideales de 

diversa amplitud y dimensión y contenido, como por ejemplo, los 

establecidos por Damaska, pues parecerían bastante adecuados para 

representar los rasgos esenciales de los ordenamientos que fueron objeto de 

comparación en el presente trabajo. 8) Vale recordar que en el ámbito del 

derecho comparado, los parámetros con los cuales se evaluaban las 

diferencias que existían antes entre common law y civil law, actualmente 

parecerían haber perdido su vigor y, por tanto, resulte más deseable analizar 

otros problemas, pues en estos últimos años, han ocurrido variaciones 

importantes en los dos sistemas procesales principales, los cuales han ido 

perdiendo ciertas características tradicionales y han adquirido otras nuevas, 

por lo que, no resultaría del todo extraño que en ciertas ocasiones no 

solamente encontremos diferencias entre estos modelos sino semejanzas 

que incluso podrían facilitar la interpretación del derecho interno, su 

armonización e incluso unificación a la luz de las modernas corrientes. 9) 

En el Ecuador, siguiendo la línea del civil law, consideramos que las 

decisiones judiciales deben ser debidamente motivadas. Ahora bien, ello no 

significa un desacuerdo con la falta de fundamentación de la mayoría de las 

resoluciones dictadas en el common law y, específicamente, en la 

legislación norteamericana, pues las tradiciones y culturas son distintas y 

parten de premisas diferentes, que tienen relación con la confianza y 

credibilidad que tienen los ciudadanos de Estados Unidos en las 



9 
 

resoluciones que dictan sus órganos encargados de administrar justicia. Pág. 

(s/n) 

 

Gonzáles, J. (2006), en Chile, investigo: La fundamentación de las sentencias 

y la sana crítica, y sus conclusiones fueron: 

 a) La sana crítica en el ordenamiento jurídico Chileno, ha pasado de ser un 

sistema residual de valoración de la prueba a uno que se ha abierto paso en 

muchas e importantes materias, y; que, seguramente pasará a ser la regla 

general cuando se apruebe el nuevo Código Procesal Civil. b) Que, sus 

elementos esenciales son los principios de la lógica, las máximas de la 

experiencia, los conocimientos científicamente afianzados y la 

fundamentación de las decisiones. c) La forma en que la sana crítica se ha 

empleado por los tribunales no puede continuar ya que desgraciadamente 

muchos jueces amparados en este sistema no cumplen con su deber 

ineludible de fundamentar adecuadamente sus sentencias. Las 

consecuencias de esta práctica socavan el sistema judicial mismo desde que, 

entre otros aspectos, no prestigia a los jueces, estos se ven más expuestos a 

la crítica interesada y fácil de la parte perdedora y, además, muchas veces 

produce la indefensión de las partes pues estas no sabrán cómo fundamentar 

sus recursos ante instancias superiores al no conocer los razonamientos del 

sentenciador. 

 

2.2. BASES TEÓRICAS 
 

2.2.1. Desarrollo del contenido de instituciones jurídicas procesales 

relacionadas con las sentencias en estudio 

2.2.1.1. Acción 

2.2.1.1.1. Definición 

Zumaeta (2008) nos enseña que la acción proviene del latín “actio”, que significa 

movimiento, actividad o acusación, dicho vocablo tiene un carácter procesal. La 

acción procesal es concebida como el poder jurídico de provocar la actividad de 

juzgamiento de un órgano que decida los litigios de intereses jurídicos. 

 

Palacios (1979), afirma que la acción procesal es el poder jurídico que tiene todo 

sujeto de derecho, consistente en la facultad de acudir ante los órganos de 

jurisdicción, exponiendo sus pretensiones y formulando la petición que afirma 

como correspondiente a su derecho vulnerado. 
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La acción es el poder de reclamar la intervención de la justicia frente a la 

vulneración de un derecho en particular. La pretensión es la concreción de esa 

potestad. La demanda es el instrumento material que plasma el poder abstracto (la 

acción) y el derecho concreto (la pretensión). La demanda es la pretensión escrita 

de esos dos aspectos ante órgano jurisdiccional. 

 

Sagástegui (1982), sostiene que la acción Civil es la que posibilita la jurisdicción, 

pues es la que inicia el proceso judicial, que no puede hacerse de oficio, pues están 

en juego intereses particulares, a diferencia de lo que sucede con la acción penal. 

La acción civil es un poder del actor (sujeto activo) que se sustenta en la Ley, para 

efectuar un reclamo frente a un adversario (sujeto pasivo), cuando el proceso es 

contradictorio o que pretende se le otorgue un derecho. El Juez debe resolver la 

cuestión en la sentencia, dentro de los límites de lo peticionado en la acción. 

 

Molina (2009) define la acción como el poder jurídico de acudir ante los órganos 

jurisdiccionales del Estado, a fin de obtener la solución de un conflicto de intereses 

o el castigo de los hechos punibles. Consiste en un derecho subjetivo público frente 

al Estado que tienen los habitantes de la Republica. 

 

2.2.1.1.2. Características del derecho de acción. 
 

Siguiendo a Avilés (2011) encontramos las siguientes características La acción es 

un derecho subjetivo que genera una obligación, el derecho potestad se concreta a 

solicitar del Estado la prestación de la actividad jurisdiccional y esta se 

encuentra obligada a brindar la misma mediante el proceso. 

 

Es de carácter público, en sentido que su finalidad es la satisfacción del interés 

general sobre el particular, mediante la composición de los pleitos y el 

mantenimiento del orden y paz social, evitando la justicia por la propia mano del 

hombre. 

 

Tiene por objeto que se realice el proceso, por el cual busca que el Estado brinde 

su jurisdicción mediante un proceso y no habrá tal proceso sin una previa acción 

ejercida por el ciudadano que busque la tutela que brinda el Estado. 
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Zumaeta (2008), en su investigación nos precisa las siguientes características: La 

acción es el derecho para activar la jurisdicción, que se materializa mediante actos 

procesales. Es un medio indirecto de protección jurídica. Es indirecto porque supone 

la intervención de un tercero, que es el Juez. 

 

2.2.1.1.3. Materialización de la acción 
 

Couture (2002), precisa que por el derecho de acción, todo sujeto en ejercicio de 

su derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, en forma directa o a través de 

representante legal o apoderado, puede recurrir al órgano jurisdiccional, pidiendo 

la solución de un conflicto de intereses intersubjetivo o la dilucidación de una 

incertidumbre jurídica. 

 

Carrión (2007), nos enseña que el Código Procesal Civil, conceptúa la acción 

procesal civil, como un medio para poner en movimiento el órgano jurisdiccional 

para hacer valer una pretensión procesal, con la aspiración de que ella sea 

amparada por el órgano judicial. En otras palabras, el Código distingue la acción 

como derecho procesal autónomo del derecho material y subjetivo (pretensión 

procesal) que se hace valer precisamente con la acción y haciendo uso de la 

demanda. 

 

De acuerdo al principio nemo judex sine actore, no hay Juez sin actor; dicho en otros 

términos, no habrá ejercicio de la actividad jurisdiccional por parte del Estado, si el 

particular interesado no motiva su participación. De ésta manera, la petición formal 

realizada por el particular ante el órgano jurisdiccional recibe el nombre de demanda; 

este a su vez, es un escrito formal, una solicitud, un elemento tangible, perceptible 

por los sentidos, que se caracteriza; porque tiene un orden, una estructura, que está 

regulada en la norma procesal, en el cual es observable la pretensión del particular. 

Por las razones expuestas y por extensión, se utiliza el término demanda para 

denominar el medio material que usa el particular para ejercer el derecho de acción.  

De ahí, la siguiente afirmación: la demanda, es la expresión material del derecho de 

acción o, el derecho de acción se materializa en la demanda (Ticona, 1994). 

2.2.1.2. Jurisdicción 
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2.2.1.2.1. Definiciones 
 

Monroy (2009), define la jurisdicción como el poder o autoridad que tiene alguno 

para gobernar y poner en ejecución las leyes y especialmente, la potestad de que 

se hayan revestido los jueces para administrar justicia. Es la potestad conferida a 

los órganos del Estado para administrar justicia en los casos litigiosos. 

 

Hinostroza (2006), sostiene que el estudio de la jurisdicción comprende todo lo 

relativo a la función de aplicar la Ley y administrar justicia, abarcando las 

atribuciones de Poder Judicial, la organización y funcionamiento de los 

tribunales, la competencia de los jueces para entender en un caso determinado, los 

deberes y facultades de jueces, etcétera. 

 

Rioja (2011) define como “el poder-deber que tiene el Estado a través de una 

autoridad, dotada de ciertas atribuciones para administrar justicia de manera 

independiente e imparcial” (p. 21). 

 

La jurisdicción es la función pública, realizada por órganos competentes del Estado, 

con las formas requeridas por ley, en virtud de la cual, por acto de juicio, se 

determina el derecho de las partes, con el objeto de dirimir sus conflictos y 

controversias de relevancia jurídica, mediante decisiones con autoridad de cosa 

juzgada, eventualmente factibles de ejecución. (Bautista, 2007). 

 

La jurisdicción como la función pública realizada por órgano competente del 

Estado, con las formas requeridas por ley, en virtud del cual, por acto de juicio y la 

participación de sujetos procesales, se determina el derecho de partes, con el 

objeto de dirimir sus conflictos de relevancia jurídica, mediante decisiones con 

autoridad de cosa juzgada, eventualmente factibles de ejecución. (Couture, 2002). 

 

2.2.1.2.2. Elementos de la Jurisdicción 
 

a) La notio es la facultad del juez de conocer en un litigio determinado; 

después de apreciar si es competente y si las partes son capaces, examinará los 

elementos de juicio necesarios para informarse y finalmente dictará la sentencia 

conforme a las pruebas reunidas. 
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b) La vocatio es el derecho del juez de obligar a las partes para comparecer 

ante el tribunal en un término dado, bajo pena de seguir el juicio en rebeldía, tanto 

de los actos como del demandado. 

 

c) La coertio es otra facultad del magistrado, de compeler coactivamente al 

cumplimiento de las medidas que ha ordenado en el proceso, a fin de que éste 

pueda desenvolverse con toda regularidad; por ejemplo, la detención de un 

testigo que se resiste a comparecer, el secuestro de la cosa en litigio, las medidas 

precautorias, etc. 

 

d) El judicium es el acto más importante de la función jurisdiccional, ya que 

es la facultad de dictar sentencia, o sea, de poner fin al litigio. 

 

e) La executio implica el auxilio de la fuerza pública para hacer ejecutar las 

resoluciones judiciales, complemento indispensable para que las sentencias no 

queden libradas a la voluntad de las partes y no sea inocua la función jurisdiccional. 

 

2.2.1.2.3. Principios constitucionales aplicables a la función jurisdiccional 
 

A. El Principio de la Observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional. 

Igartúa (2009) indica que si bien es cierto que el derecho de acción y contradicción 

no tienen limitaciones ni restricciones, también es cierto que dichos derechos 

tienen que ejercitarse con sujeción a un debido proceso conforme lo señala el 

artículo I del Título Preliminar del Código Procesal Civil, que dice que toda persona 

tiene derecho a la tutela jurisdiccional efectiva para el ejercicio o defensa de sus 

derechos o intereses con sujeción a un debido proceso. 

 

Bustamante (2001) indica: 
 

El debido proceso formal, proceso justo o simplemente debido proceso, es 

un derecho fundamental que tiene toda persona que le faculta a exigir del 

Estado un juzgamiento imparcial y justo, ante un juez responsable, 

competente e independiente. Es un derecho complejo de carácter procesal, 

porque está conformada por un conjunto de derechos esenciales que impiden 

que la libertad y los derechos de los individuos sucumban ante la ausencia 

o insuficiencia de un proceso o procedimiento, o se vean afectados por 

cualquier sujeto de derecho, inclusive el Estado, que pretenda hacer uso 

abusivo de éstos. (p. 212) 
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Según Fairen (1992) es el conjunto de garantías que protegen a los ciudadanos 

sometidos a cualquier cuestión litigiosa, con el fin de asegurarles una cumplida y 

recta administración de justicia, en orden de procurarles seguridad jurídica y al 

hecho que las decisiones se pronuncien conforme a derecho. 

 

Un Juez debe ser responsable, porque su actuación tiene niveles de responsabilidad 

y, si actúa arbitrariamente pueden sobrevenirle responsabilidades penales, civiles y 

aún administrativas. El freno a la libertad es la responsabilidad, de ahí que existan 

denuncias por responsabilidad funcional de los jueces. Asimismo, el Juez será 

competente en la medida que ejerce la función jurisdiccional en la forma 

establecida en la Constitución y las leyes, de acuerdo a las reglas de la competencia 

y lo previsto en la Ley Orgánica del Poder Judicial. En el Perú está reconocido en la 

Constitución del Perú, numeral 139 inciso 2 que se ocupa de la independencia  en el 

ejercicio de la función jurisdiccional  (Gaceta Jurídica, 2005). 

 

B. El Principio de la Motivación escrita de las resoluciones judiciales. 
 

El artículo 139 inciso 5 de la Constitución Política del Estado, consagra como 

principio y derecho de la función jurisdiccional, la motivación escrita de las 

Resoluciones Judiciales en todas las instancias excepto los decretos de mero 

trámite con mención expresa de la Ley aplicable, y los fundamentos de hecho 

en que sustenten (Torres, 2008). 

 

Conforme la doctrina el principio a la motivación de los hechos, que no es otra cosa 

que un instrumento para erradicar la Arbitrariedad del Poder y Fortalecer el 

Estado Democrático de Derecho. (Ticona, 1999). 

 

La motivación tendrá como finalidad la justificación de la Decisión Judicial, que 

es la conclusión de un Silogismo, que muestra la corrección del Razonamiento 

Lógico que conduce a la premisa mayor conformada por la norma y a la 

menor, por el hecho histórico, a la Conclusión (Cabrera, s.f.). 

 

De producirse una correcta Motivación con una Argumentación suficiente y 

coherente, se tendrá resoluciones justas y de calidad, que pueden pasar airosas 

cualquier examen y crítica a las resoluciones judiciales realizadas por los 
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ciudadanos en ejercicio de sus derechos constitucionales. (Zamudio, 2001). 

 

La idea estructurada que tiene la doctrina sobre una sentencia, que en primer lugar 

debe tener un Encabezamiento, con fecha, órgano judicial, lugar y otros; luego una 

narración de los hechos, dividida por Hechos Procesales y Hechos Probados, 

después los Fundamentos de Derecho y una parte Dispositiva, claro cada uno 

debidamente argumentado. (Montero, 2004). 
 

C. El Principio de la Pluralidad de Instancia. 
 

El principio de pluralidad de instancia se relaciona con las impugnaciones son una 

suerte de garantía de las garantías, en buena cuenta una garantía del debido 

proceso mismo, porque son el más efectivo vehículo para, por un lado, evitar el 

ejercicio arbitrario del poder por parte del juez a quo y, por el otro, para permitir 

corregir (lo antes posible) los errores del mismo. (Cabrera, s.f.). 

 

Se puede corregir los errores o arbitrariedades judiciales, son bastante relativas, pues 

no son garantía de una mejor justicia un proceso en el que se reconozcan dos 

instancias o en sistemas, como el nuestro, en el que se consagra una pluralidad de 

instancias. (Montero, 2004). 

 

La doble instancia no es una garantía de la corrección de los errores o arbitrariedades 

de las resoluciones. Por el contrario, si tuviéramos esa garantía se podría entender la 

naturaleza fundamental de dicho derecho, a pesar de la demora de los procesos, 

siempre y cuando tuviéramos la probabilidad cierta de tener un fallo más correcto 

o más justo. (Cajas, 2008). 

 

Fairen (1992) indica que este principio presta seguridad y garantía a los litigantes, 

para evitar errores judiciales y las conductas dolosas o culposas de los jueces 

de primera instancia, en la emisión de las resoluciones judiciales y así mismo, 

se arguye que la revisión por el superior concede la posibilidad concreta de 

subsanar los errores procesales. 

 

La doble instancia de jurisdicción, la cual es al mismo tiempo una garantía de 

legalidad y una garantía de responsabilidad contra la arbitrariedad; que siendo los 

jueces independientes, aunque sometidos a la ley, la principal garantía contra la 

arbitrariedad, el abuso o el error es la impugnación del juicio y su reexamen. 
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(Carrión, 2000). 

 

D. El Principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún 

estado del proceso. 

Este es un derecho, también forma parte del debido proceso; es decir la 

asistencia y defensa por un letrado, el derecho a ser informado de la acusación o 

pretensión formulada, el uso del propio idioma, la publicidad del proceso, su 

duración razonable entre otros. (Cajas, 2008). 

 

Esta descripción concuerda con la prescripción del artículo I del Título Preliminar 

del Código Procesal Civil: que establece que toda persona tiene derecho a la tutela 

jurisdiccional efectiva para el ejercicio o defensa de sus derechos o intereses, pero 

en todo caso con sujeción a un debido proceso. (Carrión, 2000). 

 

El derecho de defensa, tiene estrecha relación con los principios fundamentales 

que garantizan la seguridad y la igualdad ante la ley, principios que se 

encuentran consagrados en los textos constitucionales democráticos. (Zamudio, 

2001). 

 

El Derecho de Defensa pretende, de alguna forma, buscar un equilibrio entre las 

partes de un proceso. Asimismo, es una garantía mínima, el derecho de toda 

persona a la asistencia jurídica gratuita, si careciere de medios suficientes para 

pagarlo. (Ticona, 1999). 

 

Toda persona acusada de un delito tiene la garantía mínima de disponer del tiempo y 

de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a comunicarse con un 

defensor de su elección. (Ferrero, 1988). 

 

2.2.1.3. La Competencia 
 

2.2.1.3.1. Definiciones 
 

Davis (1984), nos enseña que la competencia es la suma de facultades que la 

ley le otorga al juzgador, para ejercer la jurisdicción en determinado tipo de 

litigios o conflictos. El juzgador, por el solo hecho de serlo, es titular de la función 

jurisdiccional, pero no la puede ejercer en cualquier tipo de litigio, sino sólo en 
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aquellos para los que está facultado por ley. 

 

Carrión (2007), precisa que en el supuesto de que el demandado comparezca 

en el proceso sin hacer reserva o deja transcurrir el plazo sin alegar la 

incompetencia, se habrá producido una prórroga tácita. Luego, no podrá invocar la 

incompetencia como causal de nulidad por no haber sido propuesta oportuna y 

debidamente. De hacerlo, el Juez deberá rechazarla de plano por extemporánea. 

 

Fairen (1992) afirma que “la competencia es la capacidad o aptitud de ejercer la 

función jurisdiccional en determinados conflictos; la jurisdicción y la competencia 

se determinan en función a los elementos de la relación sustantiva, tales como la 

ciudadanía de las partes, su domicilio, el valor económico de las partes” (p. 38). 

 

Según Cajas (2008) la competencia se determina por la situación de hecho 

existente al momento de la interposición de la demanda o solicitud y no podrá ser 

modificada por los cambios de hecho o de derecho que ocurran posteriormente, 

salvo que la ley disponga expresamente lo contrario. 

 

Se entiende jurídicamente por competencia la atribución de funciones que 

excluyente o concurrentemente otorgan la ley o la convención a ciertas 

personas determinadas o indeterminadas que actúan como particulares. (Ferrero, 

1988). 

 

2.2.1.3.2. Regulación de la competencia 
 

Hinostroza (2006), sostiene que la competencia de los órganos jurisdiccionales 

en el Perú se rige por el Principio de Legalidad, está prevista en la Ley Orgánica 

del Poder Judicial y demás ordenamientos de carácter procesal. 

 

Cansaya (2013), nos enseña que la competencia es regulada de diversa manera y 

recurriendo a variados criterios en las distintas legislaciones, de acuerdo a la 

organización judicial correspondiente. En otras palabras, hay jueces competentes 

en determinados asuntos y que no son competentes en otros. Como lo señalamos 

precedentemente, la competencia es el elemento para distribuir los asuntos 

justiciables entre los distintos jueces, para lo cual se recurre a una serie de criterios. 
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Carrión (2007), precisa que la competencia se determina por la situación de 

hecho existente al momento de la interposición de la demanda o solicitud y no 

podrá ser modificada por los cambios de hecho o de derecho que ocurran 

posteriormente, salvo que la Ley disponga expresamente lo contrario. 

 

2.2.1.3.3. Determinación de la competencia en el proceso judicial en estudio 
 

En el presente caso materia de estudio, consideramos que la competencia está 

determinada por razón de la materia, de acuerdo a la naturaleza y complejidad de la 

pretensión demandada, considerando el Juez atendible su tramitación vía proceso de 

Cumplimiento, de acuerdo a lo establecido en el  Art. 66º del Código Procesal 

Constitucional; en éste sentido, por tratarse de un proceso de cumplimiento, su 

trámite es de competencia de un Juzgado Civil. 

 

Así mismo, la competencia está determinada por razón del territorio, siendo que, en 

el caso materia de estudio se demanda a personas naturales domiciliadas en la 

ciudad de Sullana, por lo que, de acuerdo a lo establecido en el Art. 14º del Código 

Procesal civil, es competente el Juez del lugar del domicilio de los demandados, 

esto es, el Juez Civil de Sullana. 

 

2.2.1.4. La pretensión 
 

2.2.1.4.1. Definiciones 
 

Rioja (2011) menciona que el vocablo pretensión viene a ser aquel deseo o intención 

que tiene una persona de conseguir una cosa. Procesalmente la pretensión bien a 

constituir la declaración hecha por el sujeto ante el juez aún de que esta le haga 

valer frente a su contraparte, el reconocimiento o la protección o declaración de un 

derecho. Viene a ser el contenido de la acción, esta ya no se dirige contra el estado 

como lo es con la acción, sino contra el adversario. 

 

Según Couture (2002), la pretensión es la afirmación de un sujeto de derecho de 

merecer la tutela jurídica y, por supuesto, la aspiración concreta de que ésta se haga 

efectiva, en otras palabras aclara el procesalista uruguayo la auto atribución de un 

derecho por parte de un sujeto que invocándolo pide concretamente que se haga 

efectiva a su respecto la tutela jurídica. 
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Para Rosermberg (s.f.), partes en el proceso civil son aquellas personas que 

solicitan y contra las que se solicita, en nombre propio, la tutela jurídica estatal, 

en particular la sentencia y la ejecución forzosa. Este concepto del derecho 

procesal alemán (único decisivo) es independiente de la estructura del derecho 

material y de la posición jurídica extraprocesal de los interesados. 

 

La pretensión procesal es la petición dirigida a obtener una declaración de 

autoridad susceptible de ser cosa juzgada que se caracteriza por la solicitud 

presentada y, en cuanto sea necesaria, por las consecuencias de hecho y propuestas 

para fundamentar" 

 

2.2.1.5. El Proceso 
 

2.2.1.5.1. Definiciones 
 

Bautista (2007) asegura que atendiendo al antecedente terminológico de proceso 

manifiesta que la palabra proceso es de uso relativamente moderno, pues antes se 

usaba la de juicio, que tiene su origen en el derecho romano y viene de “iudicare”, 

declarar el derecho. 

 

El término proceso es más amplio, porque comprende todos los actos que realizan 

las partes y el juez, cualquiera sea la causa que los origine, en tanto que juicio 

supone una controversia, es decir, una especie dentro del género. Por otra parte, este 

segundo concepto excluye la ejecución forzada, que no requiere de una declaración 

y constituye sin embargo, uno de los modos del ejercicio de la función 

jurisdiccional. (Zavaleta, 2002). 

 

Igartúa (2009) manifiesta que el proceso siempre supone una litis o litigio o 

conflicto, entendido éste no sólo como efectiva oposición de intereses o desacuerdo 

respecto de la tutela que la ley establece, sino a la situación contrapuesta de dos 

partes respecto de una relación jurídica cualquiera cuya solución sólo puede 

conseguirse con intervención del Juez. 

 

Rioja (2011) menciona que “proceso es la totalidad, es la sucesión de esos actos 

hacia la totalidad de esa cosa, con el objeto de resolver, mediante un juicio de 
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autoridad, el conflicto sometido a su decisión” (p. 121). 

 

“El proceso es propio de la función judicial, se inicia a solicitud de parte, requieren 

de la actuación probatoria, tiene reglas rígidas, es dirigido por un juez imparcial 

que hace las veces de árbitro, concluyendo con una sentencia debidamente 

motivada” (Huanes, 2005, pp. 3-4). 

 

2.2.1.5.2. Funciones del proceso 
 

A. Interés individual e interés social en el proceso. 
 

Rioja (2011) afirma que el proceso tiene un fin de naturaleza privada pero también 

de naturaleza pública, pues más allá de la satisfacción personal del individuo, 

persigue la realización del derecho y el afianzamiento de la paz social. 

 

El debido proceso es una garantía constitucional y así lo recoge nuestra 

constitución al establecer que nadie podrá ser condenado, ni privado de sus 

derechos, sin haber sido citado, oído y vencido en proceso legal ante juez o tribunal 

competente y preestablecido. (Castillo y Sánchez, 2006). 

 

En este sentido, el proceso, tiende a satisfacer las aspiraciones del individuo, que 

tiene la seguridad de que en el orden existe un instrumento idóneo para darle 

razón cuando la tiene y hacerle justicia cuando le falta. (Bautista, 2007). 

 

El interés individual e interés social en el proceso, el proceso es necesariamente 

teleológica, su existencia sólo se explica por su fin, que es dirimir el conflicto 

de intereses sometido a los órganos de la jurisdicción, tiende a satisfacer las 

aspiraciones del individuo. (Espinoza, 2003). 

 

Los ciudadanos acuden al Estado en busca de tutela jurídica que en ocasiones 

concluye con una sentencia, tiende a satisfacer las aspiraciones del individuo, que 

tiene la seguridad de que en el orden existe un instrumento idóneo para darle 

razón cuando la tiene y hacerle justicia cuando le falta. (Ticona, 1999). 

 

B. Función pública del proceso. 
 

Zavaleta (2002) indica, “mientras el fin particular del proceso es que se haga justicia 

con una connotación de proyección social, el proceso cumple una función pública, 



21 
 

por medio de la cual se busca prevalecer el sentido del derecho” (p. 113). 

 

A su vez, sostiene que además de la función individual que tiene el proceso, la 

cual se manifiesta con la búsqueda de la solución a un conflicto de intereses o 

controversia que se presenta entre las partes, la función pública viene representada 

con la administración de justicia para llegar a lograr la paz social. (Ticona, 1999). 

 

Finalmente, indica Davis (1984) que servir de ámbito adecuado, para el desarrollo 

de la actividad jurisdiccional viene a representar el fin público del proceso, ya que a 

través de las resoluciones judiciales que emiten los órganos jurisdiccionales que 

ponen fin a un proceso, se refuerza la continuación del derecho. 

 

La función pública del proceso, como un medio idóneo para asegurar la continuidad 

del derecho; ya que a través del proceso el derecho se materializa, mediante 

sentencia, su fin social, proviene de la suma de los fines individuales. (Alca, 2006). 

 

Según Oliveros (2010): 
 

El proceso se observa como un conjunto de actos cuyos autores son las partes en 

conflicto y el Estado, representado por el Juez, quienes aseguran su participación 

siguiendo el orden establecido en el sistema dentro de un escenario al que se 

denomina proceso, porque tiene un inicio y un fin, que se genera cuando en el 

mundo real se manifiesta un desorden con relevancia jurídica 

 

2.2.1.5.3. El proceso como tutela y garantía constitucional 

La determinación del concepto del Debido Proceso Legal como Garantía 

Constitucional de la Administración de Justicia parecería ser un problema del 

Derecho Constitucional. El hecho de estar ubicada sistemáticamente dentro del texto 

y la normatividad constitucional, al mismo tiempo que en las Cartas Internacionales 

de protección de Derechos Humanos, parecería darle partida de nacimiento 

dentro de la especialidad del Derecho Constitucional Procesal. (Alca, 2006). 

 

Según Oliveros (2010): 
 

El debido proceso es una garantía y un derecho fundamental de todos los 

justiciables que les permitirá, una vez ejercitado el derecho de acción 

pueden, efectivamente, acceder a un proceso que reúna los requisitos 
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mínimos que lleven a la autoridad encargada de resolverlo a pronunciarse de 

manera justa, equitativa e imparcial. Es decir, aquellos elementos mínimos 

que resultan exigibles por los justiciables para que el proceso que se 

desarrolle -cualquiera que este sea-pueda permitirle acceder a la cuota 

mínima de justicia a la que este debe llevarle (p. 241). 
 

De esta manera, el proceso se constituirá en el vehículo que proporciona y asegura a 

los justiciables el acceso a la justicia, entendida esta como valor fundamental de la 

vida en sociedad. (Bustamante, 2001). 

 

La expresión “garantías constitucionales del debido proceso”, significa que el 

Estado debe crear un mecanismo, un medio y/o un instrumento que garantice al 

ciudadano la defensa de sus derechos fundamentales, siendo así, la existencia 

del proceso en un Estado Moderno. (Oliveros, 2010) 

 

Actualmente desde el propio Estado se alienta la autocomposición del conflicto, 

en el entendido que la solución adoptada por los propios actores es mejor que la 

decidida por un tercero, y se reserva a las personas que acudan a los órganos 

jurisdiccionales del Estado, generalmente en última instancia, para resolver un 

conflicto de intereses o eliminar una incertidumbre, ambas con relevancia jurídica. 

(Davis, 1984). 

 

2.2.1.5.4. El debido proceso formal 

 

A. Definición 

 

Martel (2003) indica que el debido proceso formal, proceso justo o simplemente 

debido proceso, es un derecho fundamental que tiene toda persona que le faculta 

a exigir del Estado un juzgamiento imparcial y justo, ante un juez responsable, 

competente e independiente. 

Es un derecho complejo de carácter procesal, porque está conformada por un 

conjunto de derechos esenciales que impiden que la libertad y los derechos de 

los individuos sucumban ante la ausencia o insuficiencia de un proceso o 

procedimiento, o se vean afectados por cualquier sujeto de derecho, inclusive el 

Estado, que pretenda hacer uso abusivo de éstos. (Herrera, 2001). 
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Rodríguez (2006) establece que el Estado no sólo está obligado a proveer la 

prestación jurisdiccional sino a proveerla bajo determinadas garantías mínimas que 

le aseguren tal juzgamiento imparcial y justo; por consiguiente es un derecho 

esencial que tiene no solamente un contenido procesal y constitucional, sino 

también un contenido humano de acceder libre y permanentemente a un sistema 

judicial imparcial. 

 

Zumaeta (2008) establece que el Estado no sólo está obligado a proveer la 

prestación jurisdiccional sino a proveerla bajo determinadas garantías mínimas que 

le aseguren tal juzgamiento imparcial y justo; por consiguiente es un derecho 

esencial que tiene no solamente un contenido procesal y constitucional, sino 

también un contenido humano de acceder libre y permanentemente a un sistema 

judicial imparcial. 

 

Rioja (2011) respecto a la tutela jurisdiccional efectiva, es aquel por el cual una 

persona como integrante de la sociedad, puede acceder a los órganos 

jurisdiccionales para el ejercicio o la defensa de sus derechos intereses, con sujeción 

a que sea atendida a través de un proceso que le ofrezca las garantías mínimas para 

su efectiva realización. 

 

B. Elementos del debido proceso 

 

Ticona (2009), sostiene que el debido proceso formal es un conjunto de condiciones 

que deben cumplirse para asegurar la adecuada defensa cuyos derechos u 

obligaciones están bajo consideración judicial. 

 

Es el derecho que tiene toda persona a que se ventile y se resuelva su causa con 

justicia respetando las necesarias garantías legales. El Estado no sólo está obligado 

a proveer la prestación jurisdiccional sino a proveerla bajo determinadas garantías 

mínimas que le aseguren tal juzgamiento imparcial y justo; por consiguiente es un 

derecho esencial que tiene no solamente un contenido procesal y constitucional, 

sino también un contenido humano de acceder libre y permanentemente a un 
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sistema judicial imparcial 

 

Portocarrero (2005), sostiene que el debido proceso formal es toda aquella estructura 

de principios y derechos que corresponden a las partes durante la escuela de un 

proceso determinado. 

 

Cansaya (2013), precisa que el debido proceso formal es muy utilizado a nivel de 

las decisiones, deben aplicarse en todos los órganos estatales o privados, que 

ejerzan funciones materialmente jurisdiccionales. 

 

La protección o garantía que brinda este aspecto de debido proceso se manifiesta 

en el iter procesal, es decir cuando interactúan los actores del proceso. La 

heterocomposición representa el ultimo estado en los sistemas de resolución de 

conflictos, el sometimiento de las partes al juez, quien representa al Estado 

representa el reconocimiento del deber que tiene este para con ellos, así el 

debido proceso es el eje sobre el cual gira la heterocomposición. 

 

Alzamora (1981), nos dice que el debido proceso formal, proceso justo o 

simplemente debido proceso, es un derecho fundamental que tiene toda persona que 

le faculta a exigir del Estado un juzgamiento imparcial y justo, ante un juez 

responsable, competente e independiente. Es un derecho complejo de carácter 

procesal, porque está conformada por un conjunto de derechos esenciales que 

impiden que la libertad y los derechos de los individuos sucumban ante la 

ausencia o insuficiencia de un proceso o procedimiento, o se vean afectados por 

cualquier sujeto de derecho, inclusive el Estado, que pretenda hacer uso abusivo 

de éstos. 

 

2.2.1.6. El proceso Constitucional. 

 

2.2.1.6.1. Definiciones. 
 

Denominamos procesos constitucionales a aquellos instrumentos que el 

ordenamiento jurídico provee para garantizar el principio de supremacía jurídica de 

la Constitución y la vigencia efectiva de los derechos constitucionales del país del 
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que se trate, la competencia para resolver este tipo de procesos puede recaer en el 

Poder Judicial, en el Tribunal Constitucional o en ambos (Abad Yupanqui, 2008) 

Doctrinariamente, los procesos constitucionales han sido clasificados de distintas 

maneras, por ejemplo, Fernández Rodríguez (2007), señala que pueden ser típicos o 

atípicos. Así, desde esta perspectiva, los procesos constitucionales típicos serían 

aquellos que están conectados estrechamente con la naturaleza de la justicia 

constitucional, tal y como se ha ido perfilando históricamente. 

Dependiendo, por tanto entrarían en esta clasificación los procesos orientados a 

examinar la adecuación a la Constitución de las normas jurídicas de inferior jerarquía 

(ya sea que el control sea abstracto o concreto, a priori o a posteriori), los procesos 

que tiene por objeto la defensa de los derechos fundamentales y, finalmente, los 

procesos que garantizan la distribución vertical y horizontal del poder (Fernández 

Rodríguez, 2007) 

Bustamante Reynaldo (2009) sostiene que el derecho fundamental es un proceso 

justo, supone la vigencia efectiva de los derechos al debido proceso adjetivo procesal 

conjuntamente con el denominado debido proceso sustancial o sustantivo, pues sólo 

la concurrencia de ambos otorga a los justiciables una verdadera oportunidad para 

formular sus pretensiones, exponer su defensa, impugnar, probar y obtener una 

decisión justa en forma oportuna, efectiva y diferenciada dentro de un plazo 

razonable, criterio con el cual compartimos. 

 

Proceso Constitucional es la expresión usada, en la doctrina constitucional, para 

referirse al proceso instituido por la misma Constitución de un estado, cuya finalidad 

es defender la efectiva vigencia de los derechos fundamentales o garantías 

constitucionales que este texto reconoce o protege, haciendo efectiva la estructura 

jerárquica normativa establecida. (Abad, S. 1994). 

El Proceso Constitucional puede concebirse como una secuencia de actuaciones, 

diligencias y trámites ordenados en etapas sucesivas bajo la dirección de un juez o 

tribunal, cuyo objetivo consiste en procurar el conocimiento de los hechos y 

pretensiones jurídicas, posibilitar la producción de las pruebas, resolver 

acertadamente la cuestión sometida a la decisión jurisdiccional y, en su caso, velar 

por la ejecución de lo resuelto. En este sentido, es fácil advertir la unidad del proceso 
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.No obstante la diversidad de instancias, procedimientos y recursos que en él se den 

cita y su carácter  de instrumento necesario para el ejercicio de la función 

jurisdiccional. (Ríos, L. s/f) 

En lo que respecta, el debido proceso Calamandrei Piero (2009) señala: 
 

De acuerdo como venimos advirtiendo, para que sea efectiva la tutela 

jurisdiccional, se requiere de un proceso con garantías mínimas. Esta 

necesidad no lleva a buscar y postular un modelo procesal que responda a 

estas exigencias, pues sería vano reconocer derechos en la Constitución 

cuando ellos no pueden hacerse efectivos en un proceso jurisdiccional; 

por mucha razón nos recordaba con preocupación: todas las libertades son 

vanas sino se les puede reivindicar y defender en proceso, si el individuo 

no encuentra ante sí jueces independientes, responsables y capaces. Este 

modelo procesal, diseñado sólo en sus líneas cardinales, debe ser 

formulado y reconocido en la Constitución 

 

2.2.1.7. La Acción de Cumplimento   

 

2.2.1.7.1. Concepto   

El inciso 6 del artículo 200 de la constitución Política del Perú, introduce en nuestro 

sistema de justicia constitucional la acción de cumplimiento “que procede contra 

cualquier autoridad o funcionario renuente a acatar una norma legal o un acto 

administrativo, sin perjuicio de las responsabilidades de ley”. Este instituto otorga a 

los particulares la garantía jurisdiccional de poder reaccionar contra la inactividad o 

la conducta omisiva de los entes estatales. 

Como ha dicho el tribunal constitucional, la acción de cumplimiento es un proceso 

constitucionalizado que, prime facie, no tiene por objeto la protección de un derecho 

o principio constitucional, sino la de derechos legales y de orden administrativo, 

mediante el control de la inacción administrativa. Se trata, por tanto, de un proceso 

constitucionalizado, como, a su vez, lo es el contencioso-administrativo, y no es 

estricto de un proceso constitucional, toda vez que en su seno no se resuelven 

controversias que versen sobre materia constitucional, aun cuando éste haya sido 

creado directamente por la constitución. (Tribunal Constitucional. 26 de septiembre 
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de 2003). 

 

2.2.1.7.2. Clases de Acción de Cumplimiento. 

Del Artículo Nº 66 del Código Procesal Constitucional se desprende la existencia de 

dos clases de proceso: 

Proceso de cumplimiento para atacar la inactividad material: El concepto de 

inactividad formal deriva de la clasificación, ya clásica, que realizó Alejandro Nieto 

en los años setenta respecto a las formas que puede revestir “la constatación de una 

omisión por la administración de toda actividad, jurídica o material, legalmente 

debida y materialmente posible. (Wong, s.f.) 

Proceso de cumplimiento para atacar la inactividad formal: la inactividad material es 

‘una pasividad, un no hacer de la administración en el marco de sus competencias 

ordinarias. La inactividad formal se refiere, por su parte, a la pasividad de la 

Administración dentro de un procedimiento, es la simple no contestación a una 

petición de los particulares. (Wong, s.f.) 

 

2.2.1.7.3. Caso de Procedencia. 

Citando a Ferrero (2004) La acción de cumplimiento se interpone contra “cualquier 

autoridad o funcionario” resistente a cumplir “una norma legal o un acto 

administrativo”. Al respecto cabe plantearse algunas interrogante: ¿Procede dicha 

garantía contra autoridades judiciales?, de ser afirmativa la respuesta ¿en qué casos?, 

¿contra juez o tribunal que está tramitando un procedimiento para que al momento de 

fallar aplique una determinada norma? Asimismo, ¿podrá considerarse dentro de la 

categoría de “autoridad” al congreso? ¿Sería posible interponer una acción de 

cumplimiento contra el parlamento alegando que ha omitido la regulación legislativa 

de una norma constitucional? 

 

Compartiendo el mismo criterio que el autor precitado en el párrafo anterior la 

respuesta a la primera de las interrogantes debe ser negativa, no obstante que una 

interpretación literal de la expresión “autoridad o funcionario” nos conduciría a 

reconocer comprendidos a los miembros de la judicatura, que es como se entendió 
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idéntica expresión con respecto al amparo contra resoluciones judiciales durante la 

vigencia de la carta de 1979. 

 

2.2.1.7.3. Causales de Improcedencia. 

De acuerdo a lo prescrito en el Art. 70 de la Ley No 28237; no procede el proceso 

de cumplimiento: 

a) Contra las resoluciones dictadas por el Poder Judicial, Tribunal 

Constitucional y Jurado Nacional de Elecciones; 

b) Contra el Congreso de la República para exigir la aprobación o la 

insistencia de una ley; 

c) Para la protección de derechos que puedan ser garantizados mediante 

los procesos de amparo, hábeas data y hábeas corpus; 

d) Cuando se interpone con la exclusiva finalidad de impugnar la 

validez de un acto administrativo; 

e) Cuando se demanda el ejercicio de potestades expresamente 

calificadas por la ley como discrecionales por parte de una autoridad o 

funcionario; 

f) En los supuestos en los que proceda interponer el proceso 

competencial; 

g) Cuando no se cumplió con el requisito especial de la demanda 

previsto por el artículo 69 del presente Código; y, 

h) Si la demanda se interpuso luego de vencido el plazo de sesenta días 

contados desde la fecha de recepción de la notificación notarial. 

 

2.2.1.7. Los puntos controvertidos  

2.2.1.8.1. Definición  

Son supuestos de hecho sustanciales de la pretensión procesal. Es el acto jurídico 
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procesal del Juez, operación de confrontación entre cada uno de los hechos 

expuesto en la demanda, con los de la contestación de la demanda; y se 

enumeran los hechos en donde las partes no se han puesto de acuerdo o existe 

contradicción”. (Cajas, 2008). 

 

Los puntos controvertidos se señalan cuando existe contradicción o controversia en 

todo o en parte de los fundamentos hechos (demanda) y contestación de los 

hechos (Contestación de la demanda), de la reconvención y la contestación de la 

reconvención. (Davis, 1984). 

 

2.2.1.8.2. Los puntos controvertidos en el expediente bajo estudio 
 

De lo expuesto en los considerandos precedentes se colige que las Resoluciones 

Directorales precitadas, en el Expediente N° 01377-2011-0-3101-JR-CI-1 ha 

determinado en forma cierta, clara e indubitable el monto del Subsidio por Luto y 

Gastos de Sepelio que le corresponde al actor; esto es, un mandato vigente que no 

está sujeto a controversia, cuyo cumplimiento es ineludible y obligatorio, por cuanto 

no está sujeto a condiciones. 

 

2.2.1.8. Los Sujetos del proceso 

 

2.2.1.9.1. El Juez 

 

San Martin (2003), nos dice en su Vocabulario jurídico, que, el Juez es el 

magistrado encargado de administrar la justicia. En sentido amplio el juez es 

todo miembro del poder judicial, encargado de juzgar los asuntos sometidos a 

su jurisdicción, y están obligados al cumplimiento de su función de acuerdo con la 

constitución y las leyes, con las responsabilidades que aquella y estas determinan. 

 

Sánchez (2006) define que es la autoridad judicial con facultades 

jurisdiccionales y exclusiva de administrar justicia, se rige por la Constitución 

Política, su Ley Orgánica y las normas de procedimiento, así como las 

disposiciones administrativas que nacen de esta última. 
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A la hora de juzgar, los jueces solo están sometidos al imperio de la ley y el 

derecho, lo que significa que para determinar si se otorga o no la tutela pedida, 

deben proceder ateniéndose a las normas del Derecho objetivo, pero también 

deberán aplicar su raciocinio y la máximas de la experiencia. 

 

2.2.1.9.2. La parte procesal 

 

Las partes son el demandante y el demandado. El demandante es la persona 

natural o jurídica que presenta una demanda contra otra persona en el juzgado en 

reclamación de un derecho; mientras que el demandado, es la persona contra 

quien se presenta la demanda, igualmente natural o jurídica (Poder Judicial, 2013). 

 

Es parte procesal todo sujeto de la relación jurídica procesal hasta hace un tiempo 

se consideraba que únicamente era parte procesal el demandante y demandado, 

pero la doctrina actual ha llegado a la conclusión de que la parte procesal es 

todo sujeto del proceso, aunque no sea ni demandante ni demandado 

 

2.2.1.10. La demanda y la contestación de la demanda 

 

2.2.1.10.1. La demanda 

 

Flores (1988), menciona que la palabra demanda proviene del latín “Demandare” 

que significa: Confiar, habiendo tomado el sentido de “pedir”, en sentido general, 

es el hecho de dirigirse a un juez o tribunal para que reconozca la existencia 

de un derecho. En su acepción procesal, es el escrito o recurso con que se inicia 

un juicio exponiéndose las pretensiones del autor; sus fundamentos de hecho 

(Relación detallada de los hechos o acontecimientos o negocios que motivan la 

reclamación), los fundamentos de derecho, es decir, las leyes o reglamentos que 

amparan su pretensión y la petición concreta sobre la que debe pronunciarse el juez. 

 

Urteaga (1992) indica que la demanda es el acto procesal de una persona física 

o moral, denominada actor o demandante, en virtud del cual, en forma, escrita o 

verbal, solicita la intervención del órgano estatal jurisdiccional o del órgano 
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arbitral jurisdiccional para que intervenga en un proceso controvertido que se 

dirige a otra persona física, moral, denominada demandado o reo, para forzar a esta 

última persona a las prestaciones que se reclamen. 

 

Por su parte, Echandía (1985) indica que la demanda es un acto de declaración 

de voluntad, introductiva y de postulación, que sirve de instrumento para el 

ejercicio de la acción y la formulación de la pretensión, con el fin de obtener 

la aplicación de la voluntad concreta de la ley, por una sentencia favorable y 

mediante un proceso, en un caso determinado. 

 

Por su parte, Palacio (1977) indica que la demanda constituye una petición 

encaminada a lograr la iniciación de un proceso, a cuyo efecto quien la formula 

ejerce y agota el derecho de acción que le compete 

 

2.2.1.10.2. La contestación de la demanda 

 

Urteaga (1992) indica que la contestación es un acto procesal de la parte 

demandada consistente en una respuesta que da a la pretensión contenida en la 

demanda del actor, oponiendo, si las tuviera, las excepciones que hubiere lugar, o 

negando o aceptando, si la tuviera, las excepciones que hubiere lugar, o negando o 

aceptando la causa de la acción o en último caso, la contradicción. 

 

Por su parte Cabrera (s.f.) indica que es la gestión o diligencia que 

corresponde cumplir al demandado dentro del término de emplazamiento, a fin de 

rechazar o aceptar las pretensiones deducidas por el actor. Puede ser expresa o tácita. 

Monroy (1996), quien señala el derecho de contradicción carece de libertad en su 

ejercicio, esto es, puedo ejercitar mi derecho de acción cuando yo quiera, en 

cambio, solo puedo emplear el derecho de contradicción cuando alguien exija al 

Estado tutela jurídica y a través de tal plantee una exigencia concreta dirigida contra 

mí. 

 

La Contestación es un acto procesal de la parte demandada consistente en una 
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respuesta que da a la pretensión contenida en la demanda del actor, oponiendo, si 

las tuviera, las excepciones que hubiere lugar, o negando o aceptando la causa de la 

acción o en último caso, contrademandando. 

 

2.2.1.11. La Prueba. 

 

2.2.1.11.1. En sentido común y jurídico 

 

Fairen (1992) sostiene que es la razón, argumento, instrumento u otro medio con 

que se pretende mostrar y hacer patente la verdad o falsedad de algo. Examen que 

se hace para demostrar o comprobar los conocimientos o aptitudes de alguien. 

 

Zumaeta (2008) indica que técnicamente, el medio probatorio es la manifestación 

formal del hecho a probar; es la descripción, designación o representación mental de 

un hecho. 

 

Los medios son los instrumentos procesales que son susceptibles de proporcionar 

un dato demostrativo de la existencia de uno o más hechos, que nos sirven para 

reconstruir los acontecimientos y mediante los cuales se manifiestan las fuentes de 

prueba sobre el conocimiento o registro de los hechos. Son medios: la 

experticia, la documental, la testimonial, etc. (Montero, 2001). 

 

Falcón (1978) indica que en el proceso civil, las partes alegan hechos y deben 

probarlos, por tanto no se trata de una comprobación cualquiera, sino de una 

comprobación que se hace ante el Juez y por ello es judicial; no se hace de 

cualquier manera, sino por los medios y por la forma que la ley autoriza. No se 

prueban todos los hechos alegados por las partes, sino solamente aquellos que son 

controvertidos. Su finalidad es acreditar la verdad del hecho o hechos 

controvertidos, lo cual adquiere importancia, porque de ellos depende el derecho 

materia de la pretensión. 

 

“La prueba es la comprobación judicial, por los medios que la ley establece, de la 
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verdad de un hecho controvertido del cual depende el derecho que se pretende”. 

(Pallares, 1999, p 172). 

 

2.2.1.11.2. En sentido jurídico procesal 

Cruzado (2006) al Juez no le interesan los medios probatorios como objetos; 

sino la conclusión a que pueda llegar con la actuación de ellos: si han cumplido 

o no con su objetivo; para él los medios probatorios deben estar en relación con la 

pretensión y con el titular del objeto o hecho controvertido. 

 

En el proceso los justiciables están interesados en demostrar la verdad de sus 

afirmaciones; sin embargo este interés particular, hasta de conveniencia se podría 

decir, no lo tiene el Juez. (Monroy, 1997). 

 

Para el Juez, la prueba es la comprobación de la verdad de los hechos controvertidos, 

ya sea que su interés sea encontrar la verdad de los hechos controvertidos, o la 

verdad para optar por una decisión acertada en la sentencia. (Devis, 1984) 

 

El objetivo de la prueba, en la esfera jurídica, es convencer al juzgador sobre la 

existencia o verdad del hecho que constituye el objeto de derecho en la 

controversia. Mientras que al Juez le interesa en cuanto al resultado, porque en 

cuanto al proceso probatorio, debe atenerse a lo dispuesto por la ley procesal; y a 

las partes le importa en la medida que responda a sus intereses y a la necesidad de 

probar. (Palacios, 2013). 

 

Finalmente, para Hernández (2004) el objetivo de la prueba, en la esfera jurídica, 

es convencer al juzgador sobre la existencia o verdad del hecho que constituye el 

objeto de derecho en la controversia. Mientras que al Juez le interesa en cuanto 

resultado, porque en cuanto a proceso probatorio debe atenerse a lo dispuesto por 

la ley procesal; a las partes le importa en la medida que responsa a sus intereses y a 

la necesidad de probar. 
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2.2.1.11.3. Diferencia entre prueba y medio probatorio 

Couture (2002), sostiene que se entiende por medio probatorio, el instrumento, 

cosa o circunstancia en los que el Juez encuentra los motivos de su convicción. 

La prueba se produce por algunos de los medios que la Ley admite y así es 

motivo de prueba la declaración por un testigo veraz del hecho por él presenciado. 

Desde ello resulta evidente la diferencia entre medio de prueba y prueba misma. 

 

Ticona (2009), refiere que la prueba se manifiesta a través de los medios; este 

último se entiende como la actividad del Juez o la partes, orientada a lograr en 

el juzgador el conocimiento de los hechos en el proceso a través de la percepción y 

deducción, es decir a través de estos medios el Juez conoce la fuente de la prueba y 

de este deduce el hecho que se va a probar, por lo que la fuente so nos muestra 

como hechos percibidos por el Juez y que requieren de una operación deductiva, en 

tanto que los medios no se conciben como hechos, sino como actividad o en su 

defecto como el instrumento, cosa o circunstancia en los que el Juez encuentra el 

fundamento de su convicción. Así, en un juicio, donde una de las partes promueve 

uno o varios testigos para demostrar la existencia de la posesión, el testimonio de 

estos seria el medio, en tanto que la fuente serían los hechos descritos o narrados. 

 

Carrión (2007), sostiene que la necesidad de recrear hechos históricos obliga al 

Juez a recurrir a diversas fórmulas de concreción de la realidad. Es así que esa 

labor no se limita a conocer y aplicar normas jurídicas, sino que es necesario 

abordar el estado de las situaciones fácticas a las que esas normas deberán 

aplicarse, de esta manera antes de la aplicación del derecho deberá determinar la 

veracidad de los hechos expuestos por las partes en el proceso, de tal manera 

que tal verificación se puede dar respecto de los hechos mismos, así como, s 

estos se han producido de una determinada manera. Es así que el Juez, con el 

auxilio de la instrucción probatoria, intenta formarse un juicio acertado sobre el 

estado de los hechos. 

 

2.2.1.11.4. Concepto de prueba para el Juez 
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Fairen (1992) sostiene que es la razón, argumento, instrumento u otro medio con 

que se pretende mostrar y hacer patente la verdad o falsedad de algo. Examen que 

se hace para demostrar o comprobar los conocimientos o aptitudes de alguien. 

 

Zumaeta (2008) indica que técnicamente, el medio probatorio es la manifestación 

formal del hecho a probar; es la descripción, designación o representación mental de 

un hecho. 

 

Los medios son los instrumentos procesales que son susceptibles de proporcionar 

un dato demostrativo de la existencia de uno o más hechos, que nos sirven para 

reconstruir los acontecimientos y mediante los cuales se manifiestan las fuentes de 

prueba sobre el conocimiento o registro de los hechos. Son medios: la 

experticia, la documental, la testimonial, etc. (Montero, 2001). 

 

Falcón (1978) indica que en el proceso civil, las partes alegan hechos y deben 

probarlos, por tanto no se trata de una comprobación cualquiera, sino de una 

comprobación que se hace ante el Juez y por ello es judicial; no se hace de 

cualquier manera, sino por los medios y por la forma que la ley autoriza. No se 

prueban todos los hechos alegados por las partes, sino solamente aquellos que son 

controvertidos. Su finalidad es acreditar la verdad del hecho o hechos 

controvertidos, lo cual adquiere importancia, porque de ellos depende el derecho 

materia de la pretensión. 

 

“La prueba es la comprobación judicial, por los medios que la ley establece, de la 

verdad de un hecho controvertido del cual depende el derecho que se pretende” 

(Pallares, 1999, p. 172). 

 

2.2.1.11.5. El objeto de la prueba 

Rodríguez (1995) sostiene que en sentido técnico estricto, cuando se habla de objeto 

de la prueba se está haciendo referencia a las realidades que en general pueden ser 
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probadas, con lo que se incluye, primero y principalmente, todo lo que las 

normas jurídicas pueden establecer como supuesto fáctico del que se deriva un 

mandato o regla, es decir, una consecuencia asimismo jurídica, pero también deben 

incluirse las normas mismas por cuanto nada impide que sobre ellas pueda recaer la 

actividad probatoria. 

“El objeto de la prueba es todo aquello sobre lo cual puede recaer, deviniendo en 

algo completamente objetivo y abstracto, extendiéndose tanto a los hechos del 

mundo interno como del externo, con tal que sean de importancia para el 

dictamen” (Cajas, 2008, p. 254). 

 

Entonces, indica Monroy (2009) el objeto de la prueba viene a ser una noción 

objetiva, porque no se contempla en ella la persona o parte que debe suministrar la 

prueba de esos hechos o de alguno de ellos, sino el panorama general probatorio del 

proceso, que recae sobre hechos determinados, sobre los cuales versa el debate o la 

cuestión voluntariamente planteada y que debe probarse, por constituir el 

presupuesto de los efectos jurídicos perseguidos por ambas partes, sin cuyo 

conocimiento el Juez no puede decidir. 

 

Es objeto de la prueba todo aquello sobre lo que puede ella recaer., esta es una 

concepción objetiva y abstracta que no se reduce a los casos específicos que se 

pueden presentar dentro de una Litis, ni a las pretensiones de los sujetos 

procesales. (Cajas, 2008). 

 

“Es susceptible de demostración ante el respectivo órgano jurisdiccional, para 

cumplir con los fines del proceso” (Hinostroza, 2003, p.174). 

 

2.2.1.11.6. La Carga de la prueba 

 

Para la Real Academia de la Lengua Española (2001), una de las acepciones del 

término cargar es, imponer a alguien o a algo un gravamen, carga u obligación. 
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Jurídicamente, Rodríguez (1995) expone que la palabra carga no tiene un origen 

definido, se introduce en el proceso judicial con un significado similar al que tiene 

en el uso cotidiano, como obligación. La carga, entonces es un accionar 

voluntario en el proceso para alcanzar algún beneficio, que el accionante considera 

en realidad como un derecho. 

 

Precisa Romo (2008) que el concepto de carga, une dos principios procesales: el 

principio dispositivo e inquisitivo, el primero por corresponder a las partes disponer 

de los actos del proceso; el segundo, que deriva del interés público preservado 

por el Estado. Si bien la parte interviene voluntariamente en el proceso, es de su 

cargo aportar a la búsqueda de lo que pide; caso contrario se atendrá a las 

consecuencias, que le pueden ser desfavorables. 

 

Mendoza (2002) indica que puede renunciar o desistirse de su petición que puso 

en movimiento el proceso, o bien puede dejarlo en abandono, no, precisamente, por 

intervención extraña ni por coacción, sino porque es de su propio interés 

abandonarlo o impulsar el proceso para conseguir lo que ha pedido. 

 

Urquizo (1984) indica que este interés propio lo hace titular de la carga de la prueba 

de todo lo que puede serle favorable, en cambio su desinterés no da lugar a sanción 

jurídica, de ahí que se excluye del concepto de carga la obligación, porque no hay 

tutela de un interés ajeno, sino el propio. 

 

2.2.1.11.7. Principio de la carga de la prueba 
 

Zavaleta (2002) manifiesta: 
 

La carga de la prueba es una noción procesal que contiene la regla del juicio, por 

medio de la cual se le indica al Juez como debe fallar cuando no encuentre en el 

proceso pruebas que le den certeza sobre hechos en los que debe fundamentar su 

decisión e indirectamente establecer a cuál de las partes le interesa la prueba de 

tales hechos para evitarse consecuencias negativas. (p. 351). 

 

Para Bautista (2007) la carga de la prueba determina lo que cada parte tiene interés 
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en probar para obtener el éxito en el proceso, es decir, lo que sirve de 

fundamento a sus pretensiones. Así, la carga de la prueba no determina quién debe 

probar cada hecho, sino únicamente quien tiene interés jurídico en probar los 

hechos. Quien sufre la carga de la prueba no está obligado a probar el hecho, objeto 

de la misma opción, que puede realizar la contra parte o el Juez, con lo que queda 

satisfecha la carga. 

Al Juez no le basta la mera enunciación de las partes para sentenciar la 

controversia, porque ello sería tanto como permitirles sacar beneficio del 

discurso persuasivo que presentan; por ende, la ley impone a cada extremo del 

litigio la tarea de traer al juicio de manera oportuna y conforme a las ritualidades del 

caso, los elementos probatorios destinado a verificar que los hechos alegados 

efectivamente sucedieron, o que son del modo como se presentaron, todo con 

miras a que se surta la consecuencia jurídica de las normas sustanciales que se 

invocan. (Cajas, 2011). 

 

La carga procesal es el deber que tienen las partes de ejecutar ciertos actos 

procesales para obtener los beneficios o evitar los perjuicios que de tales actos se 

derivan. No es una obligación por consiguiente no genera derechos correlativos. 

 

El Código procesal civil se refiere a la carga de la prueba en el artículo 196° 

conforme a la cual, salvo disposición legal diferente, la carga u obligación de 

probar corresponde a quien afirma hechos que configuran su pretensión, o a quién 

los contradice, afirmando nuevos hechos. En atención a esta norma la carga de 

la prueba corresponde tanto al demandante como al demandado. 

 

2.2.1.11.8. Valoración y apreciación de la prueba 

 

Zavaleta (2002), el fin de la valoración de la prueba se relaciona con el fin de la 

prueba misma, no hay duda alguna que el fin consiste en llevarle al Juez el 

convencimiento sobre los hechos a los que debe aplicar las normas jurídicas que 

los regulan, o, dicho de otra manera, la certeza de que conoce la verdad sobre 

ellos. Se busca la comprobación de los hechos, que será real o formal, según el 
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sistema que la rija; pero una y otra se consigue cuando el Juez adquiere el 

convencimiento sobre ellos. Sin embargo, precisa Rodríguez (1995), se debe 

tenerse en cuenta que si a pesar de los medios allegados al proceso, no puede el 

Juez adquirir el convencimiento de los hechos, el resultado de la prueba será 

negativo, no se habrá conseguido el fin que en abstracto le corresponde, no 

obstante que la actividad valorativa haya cumplido plenamente su función. 

 

Se precisa, que la valoración que hacen los Jueces respecto de los medios 

probatorios, tiene que estar necesariamente contenida en la sentencia, conforme lo 

previsto por el Código Procesal Civil; caso contrario ésta contendrá un vicio de 

nulidad. (Monroy, 2009). 

 

Por su parte, Bustamante (2001) sostiene: 

 

El Código Procesal Peruano, sigue la doctrina moderna en materia de valoración de 

la prueba tasada por el de la valoración razonada. No es solamente de un 

artículo sino de un sistema, ya que para hacer viable la valoración razonada, el 

Código ha establecido los principios de oralidad, inmediación y concentración, así 

como ha designado al Juez como el verdadero director del proceso y ha 

eliminado el numerus clausus en materia de medios probatorios. (p. 281). 

 

Fairen (1992) indica que se quiere realizar un examen completo, imparcial y correcto 

de la prueba, es indispensable un continuo acto de voluntad, para no dejarse llevar 

por las primeras impresiones preconcebidas, antipatía o simpatía por las personas o 

sus tesis y conclusiones, ni aplicar un criterio rigurosamente personal y aislado de 

la realidad social, en fin, para tener la decisión de suponer las muchas 

posibilidades de error y tomarse el trabajo de someterlas a una crítica severa. 

 

2.2.1.11.9. Sistemas de valoración de la prueba 

En este sistema la ley establece el valor de cada medio de prueba actuado en el 

proceso. El Juez admite las pruebas legales ofrecidas, dispone su actuación y las 

toma con el valor que la ley le da cada una de ellas en relación con los hechos 
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cuya verdad se pretende demostrar. Su labor se reduce a una recepción y 

calificación de la prueba mediante un patrón legal. Por este sistema el valor de la 

prueba no lo da el Juez, sino la ley (Rodríguez, 1995). 

 

En opinión de Taruffo (2002) la prueba legal consiste en la producción de reglas 

que predeterminan, de forma general y abstracta, el valor que debe atribuirse a cada 

tipo de prueba. 

 

En opinión de Rodríguez (1995) en este sistema corresponde al Juez valorar la 

prueba, mejor dicho apreciarla. Apreciar es formar juicios para estimar los méritos 

de una cosa u objeto. Si el valor de la prueba lo da el Juez, ese valor resulta 

subjetivo, por el contrario en el sistema legal lo da la ley. La tarea del Juez es 

evaluativa con sujeción a su deber. Este es un sistema de valoración de la prueba 

de jueces y tribunales de conciencia y de sabiduría. 

 

Según Taruffo (2002), de la prueba libre o de la libre convicción, como le 

denomina, supone ausencia de reglas e implica que la eficacia de cada prueba para la 

determinación del hecho sea establecida caso a caso, siguiendo los criterios no 

predeterminados, sino discrecionales y flexibles, basados en los presupuestos de la 

razón. 

 

2.2.1.11.10. Operaciones mentales en la valoración de la prueba 

 

Zumaeta (2008) señala como operaciones mentales en la valoración de la prueba 

los siguientes: 

 

a) El conocimiento en la valoración y apreciación de los medios de prueba: El 

conocimiento y la preparación del Juez es necesario para captar el valor de un 

medio probatorio, sea objeto o cosa, ofrecido como prueba. Sin el conocimiento 

previo no se llegaría a la esencia del medio de prueba. 

 

b) La apreciación razonada del Juez: Rodríguez (1997) precisa que el Juez 

aplica la apreciación razonada cuando analiza los medios probatorios para 
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valorarlos, con las facultades que le otorga la ley y en base a la doctrina. El 

razonamiento debe responder no sólo a un orden lógico de carácter formal, sino 

también a la aplicación de sus conocimientos psicológicos, sociológicos y 

científicos, porque apreciará tanto documentos, objetos y personas (partes, testigos) 

y peritos. 

 

Couture (2002), refiere que la apreciación razonada se convierte, por exigencia de 

su objetivo, en un método de valoración, de apreciación y determinación o decisión 

fundamentada. 

 

2.2.1.11.11. Finalidad y fiabilidad de las pruebas 

 

Rodríguez (2005), sostiene que la prueba tiene por finalidad producir certeza de 

la existencia o inexistencia de los hechos afirmados por las partes, para lo cual se 

sirve de los medios probatorios y las presunciones. Los medios de prueba tienen 

por finalidad acreditar los hechos expuestos por las partes, producir certeza en el 

Juez respecto de los puntos controvertidos y fundamentar sus decisiones. 

Barreto (1994), nos dice que la prueba es la que produce certeza en el juzgador. 

Asimismo, la finalidad de la prueba, es la de obtener afirmaciones instrumentales 

depuradas para poder compararlas con las afirmaciones fácticas de las partes. 

 

Por finalidad se entiende que la prueba sirve para establecer la verdad de uno o 

más hechos relevantes para la decisión. Un dato común y recurrente en las diversas 

culturas jurídicas, el objeto de la prueba o su finalidad fundamental es el hecho, en 

el sentido de que es lo que es probado en el proceso. 

 

Sagástegui (1982), En cuanto a la fiabilidad, precisa en primer lugar el Juez 

examina la fiabilidad de cada medio de prueba empleado en la reconstrucción de 

los hechos que ha de juzgar, es decir el punto de partida del razonamiento judicial 

en el examen probatorio consiste en establecer si la prueba practicada en la 

causa puede ser considerada una posible fuente de conocimiento de los hechos de 

la causa. Es así que el juzgador debe analizar y verificar la concurrencia de todos 

los requisitos formales y materiales que los medios de prueba deben tener para ser 
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válidos mecanismos de transmisión de un concreto hecho. Esto no acaba en la 

verificación, sino que también requiere la aplicación de la correspondiente máxima 

de la experiencia al concreto medio probatorio, para que de este modo el juez 

pueda alcanzar un una opinión sobre la capacidad de dicho medio para dar a 

conocer un concreto hecho. 

 

Arias (2008), precisa que la valoración conjunta de la prueba consiste en tener en 

cuenta que el material probatorio ha de ser apreciado en su conjunto mediante la 

concordancia o discordancia que ofrezcan los diversos elementos de convicción 

arrimados a los autos, única manera de crear la certeza moral necesaria para dictar 

el pronunciamiento judicial definitivo. 

 

Couture (2002), sostiene que los diversos medios aportados deben apreciarse como 

un todo, en conjunto, sin que importe que su resultado sea adverso a quien la aportó, 

porque no existe un derecho sobre su valor de convicción. 

Barreto (1994), nos dice que para una correcta apreciación no basta tener en cuenta 

cada medio aisladamente, ni siquiera darle el sentido y alcance que en realidad 

le corresponda, porque la prueba es el resultado de los múltiples elementos 

probatorios en el proceso, tomados en su conjunto, como una masa de pruebas. 

 

2.2.1.11.12. Pruebas y la sentencia 

 

Carrión (2007), nos enseña que luego de valorar las pruebas y vencido el 

término probatorio el Juez debe resolver mediante una resolución. 

 

Esta resolución viene a ser la sentencia que deberá expresar los fundamentos en 

que se apoya para admitir o rechazar cada una de las conclusiones formuladas por 

las partes; por eso es aunque la ley procesal exija una sola prueba como es el caso 

del matrimonio que se prueba con la respectiva partida del registro civil, debe 

entenderse que en la controversia pueden presentarse otras pruebas que el Juez 

debe valorar previo análisis; así por ejemplo, la parte que contradice el 

matrimonio puede ofrecer y presentar otros medios probatorios con la finalidad de 
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enervar los de la afirmación y que el juzgador no puede dejar de lado. 

 

Hinostroza (2006), refiere que según el resultado de la valoración de la prueba, el 

Juez pronunciará su decisión declarando el derecho controvertido y condenado o 

absolviendo la demanda, en todo o en parte. Pues todos los medios probatorios 

deben ser valorados por el Juez en forma conjunta utilizando su apreciación 

razonada. 

 

2.2.1.10.14. Los medios de prueba actuadas en el proceso judicial en estudio 

 

A. Documentos 

 

a) Definición 

 

Por documento se entiende toda representación objetiva de un pensamiento, la que 

puede ser material o literal. Son documentos materiales, entre otros, los equipos, las 

tarjas, las marcas, los signos, las contraseñas, etc. Documentos literales son las 

escrituras destinadas a constatar una relación jurídica y para los cuales se reserva 

el nombre de instrumentos. (Castillo y Sánchez, 2006). 

 

Zumaeta (2008) indica que el documento es aquella representación de un hecho o 

aquel signo que permite el conocimiento de un hecho que se concreta en la 

escritura por parte de un ser humano; pero no es menos documento, una fotografía o 

una cinematografía, un calco, un relieve, una tarja (o muesca) de contraseña. 

 

Rioja (2011), sostiene que los documentos son todos los escritos u objetos que 

sirven para acreditar un hecho. Se clasifican en declarativos y representativos. De 

otro lado, los documentos públicos vienen a ser una sub-clasificación de un 

documento declarativo que serán otorgados o autorizados por funcionarios públicos 

o por quien tiene las facultades de depositario de la fe pública. 

 

Finalmente, Huertas (2007) manifiesta que los documentos son uno de los medios 

disponibles para demostrar la veracidad de un hecho alegado, es por cuanto la 
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información que consta en documentos o escritos puede ser valorada por un juez 

como muestra veraz de la autenticidad de un hecho. 

 

b) Clases de Documentos 

 

Indica Cajas (2011) que de conformidad con lo previsto en Código Procesal Civil 

se distinguen dos tipos de documentos: público y privado. 

 

Son públicos el otorgado por funcionario público en ejercicio de sus atribuciones; 

y 2. La escritura pública y demás documentos otorgados ante o por notario público, 

según la ley de la materia. La copia del documento público tiene el mismo valor 

que el original, si está certificada por Auxiliar jurisdiccional respectivo, notario 

público o fedatario, según corresponda. (Penagos (2007) 

Son privados aquellos que no tienen las características del documento público. La 

norma procesal precisa en la parte final del artículo 236 del Código Procesal 

Civil, que la legalización o certificación de un documento privado no lo convierte 

en Público. (Hinostroza, 1998). 

 

2.2.1.11. Las resoluciones judiciales 

2.2.1.11.1. Definición 

Carrión (2001) indica que los actos procesales del Juez están referidos 

fundamentalmente a las resoluciones que emiten en el proceso; pero también realiza 

las llamadas actuaciones judiciales, las audiencias, inspección judicial, entre otras 

propias de la actividad procesal. 
 

Para Couture (2002) estas resoluciones son actos procesales de decisión, y las 

decisiones que acuerda el juez con ocasión del proceso, mediante las cuales el Juez 

cumple con un deber jurisdiccional que le impone el derecho de acción y el de 

contradicción. 

 

Rioja (2011), afirma que “la resolución judicial es todo acto que emana del juez 

destinado a sustentar o a resolver las pretensiones puestas en su conocimiento. 

Constituye también la actuación judicial, pues al ser un acto solemne que se realiza 

en el desarrollo del proceso en el cual se plasma la decisión jurisdiccional debe 

cumplir con determinados requisitos, como lo es el hecho de no emplear 
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abreviaturas, las fecha y cantidades se escriben con letras, las referencias a 

disposiciones legales y a documentos legales pueden escribirse en números.”(Pág. 

154) 

 

En definitiva la resolución judicial es todo acto que emana del tribunal 

destinada a sustanciar o a fallar la controversia materia del juicio. Siendo todas 

aquellas decisiones, providencias por medio de las cuales el juzgador decide 

sobre las peticiones y las resistencias de las partes en un proceso jurisdiccional 

se encuentran reguladas por el artículo 120º del Código Procesal Civil. 

 

2.2.1.11.2. Clases de resoluciones judiciales 

 

A. Decretos 

 

Bacre (1992) señala que “las providencias simples (decretos) son las órdenes, 

mandatos decretos, etc. Por medio de las cuales el juez desarrolla su facultad de 

dirigir el procedimiento y realizar los actos de ejecución auxiliares y necesarios 

para llenar su función primordial, así pues no deciden controversia alguna, y en 

consecuencia no requieren de sustentación”. (p. 390). 

 

Rioja (2011) mencionase tiene por ejemplo “aquellas resoluciones que disponen: 

téngase presente, agréguese a los autos, téngase por variado el domicilio procesal, 

autorícese al letrado a la lectura del expediente, etc. y toda cuanta resolución no 

requiera de mayor análisis ni resuelva una controversia, sino más bien que estimulan 

al proceso”. (p. 155) 
 

Para Urquizo (1996) existe consenso en la doctrina al señalar que son resoluciones 

de mera sustanciación del proceso, porque no inciden sobre ninguna cuestión de 

fondo de la controversia sino meramente formalidades propias para impulsar el 

proceso. Son resoluciones de carácter breve e interlocutorio, mediante el cual se 

impulsa el proceso aplicando apenas la norma procesal y sobre todo no requieren 

de reflexión por parte del juez ya que no son fundamentadas. 

 

Los decretos son actos procesales de mero trámite, mediante los cuales el Juez 

impulsa el desarrollo del proceso, y como señala la ley no requieren de 
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fundamentación, no son apelables y solo procede contra ellos el Recurso de 

Reposición ante el Juez o Sala que conoce el proceso, son expedidos por los 

Auxiliares Jurisdiccionales respectivos (Secretarios de las Cortes Supremas, 

Superiores y Juzgados) y los suscribe con su firma completa, salvo que se expidan 

por el juez dentro de la audiencia (Landa, 2002). 

 

A través de los decretos se impulsa el desarrollo del proceso, disponiendo actos 

procesales de simple trámite. Son actos procesales que se hallan a cargo del juez a 

través de los cuales resuelven las peticiones de las partes o autoriza u ordena el 

cumplimiento de determinadas medidas, se encuentran reguladas por el artículo 121º 

del Código Procesal Civil. 

 

B. Autos 

 

De la Oliva y Fernández (1990) afirman que “los autos son las resoluciones que 

se dictan para resolver cuestiones de importancia, afectantes a intereses de los 

litigantes dignos de protección, pero distintas de cuestión principal o de fondo, 

distintas, por tanto del objeto principal y necesario del proceso. 

 

Los autos son las resoluciones con las que, salvo que se indiquen expresamente 

que deben solventarse mediante sentencia, se decidan las denominadas cuestiones 

incidentales, pero no pongan fin al proceso. 

 

Rioja (2011) menciona o siguiente: Al constituir un acto mediante el cual se 

resuelve cuestiones incidentales , la norma procesal en su artículo 121° segundo 

párrafo, ha señalado aquellas situaciones que el juez deberá resolver mediante 

autos, ello sin perjuicio de otros actos procesales que requieren de motivación para 

su pronunciamiento y se encuentran dentro de esta categoría. 

 

Ticona (1994) sobre los autos simples indica que son aquellas resoluciones que 

admiten o rechazan resolviendo algún trámite o entredicho de los Justiciables dentro 

de la secuela del proceso sin poner fin a la controversia demandada, y los autos 

resolutivos, son aquellos que cobran importancia porque ponen fin a una cuestión 
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incidental o de fondo que se promueve antes de la sentencia o que repercute en esta. 

 

Para Monroy (1990) la diferencia entre Decreto y Auto se encuentra en que esta 

última es el producto de una elaboración lógico - jurídica por parte del Juez, 

quien además, destaca la importancia que los Autos tienen en el proceso y si 

bien no son los que motivan el proceso, salvo excepciones, con estas 

resoluciones se resuelven incidencias menores para el normal desarrollo del 

proceso. 

 

C. Sentencia 

 

Mencionar que es la decisión que pone fin al proceso, pero este punto será 

desarrollado en las líneas siguientes. 

 

2.2.1.12. La sentencia 

 

2.2.1.12.1. Etimología 

Cansaya (2013) precisa que la etimología de la palabra sentencia, se remonta al 

latín “sententia” que significa opinión o parecer. En lingüística una sentencia es una 

oración, donde se expresa una opinión o idea, en forma categórica. 

 

Alzamora (1981), nos dice que el jurisconsulto romano Paulo, con gran actuación 

durante la época de los emperadores Septimio Severo y Caracalla, escribió cinco 

libros dedicados a sus hijo que se denominaron (las sentencias de Paulo), por los 

cuales se conocieron sobre todo noticias sobre el proceso Penal romano. 

 

Se conoce como sentencia, a la última etapa del proceso judicial, en la cual el 

Juez, decide la cuestión sometida a su decisión. En los juicios civiles puede ordenar 

la reparación del perjuicio sufrido, si se prueba la pretensión del actor y en los 

penales condena o absuelve al procesado. 

 

2.2.1.12.2. Definiciones 
 

Rioja (2011) manifiesta: 
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La sentencia es el acto procesal del Juez (unipersonal) o del Tribunal (colegiado) 

en el que se decide sobre la estimación o desestimación (total o parcial) de 

la pretensión ejercitada por el actor, con base en su conformidad o 

disconformidad con el ordenamiento jurídico. Se trata, pues, de la clase de 

resoluciones judiciales que se prevé para decidir sobre el fondo del asunto. Si 

las resoluciones interlocutorias (providencias y autos) sirven para la ordenación 

formal y material del proceso, la sentencia atiende al fondo del asunto, es 

decir, por medio de ella se decide sobre la estimación o desestimación de la 

pretensión. (p. 235) 
 

Bustamante (2001) indica que la sentencia es el resultado de, por un lado, una 

operación intelectual y, por otro, un acto de voluntad, y ello hasta el extremo de que 

sin una y otro, carecería de sentido para la pretensión de las partes, pero sobre 

todo porque expresa una forma de manifestación del poder del Estado, 

encomendado a los órganos jurisdiccionales, a los jueces (Sagástegui, 2003). 

 

Rodríguez (1995) define a la sentencia como la resolución judicial que, tras el 

juicio oral, público y contradictorio, resuelve sobre el objeto del proceso y bien 

absuelve a la persona acusada o declarar, por el contrario, la existencia de un 

hecho típico y punible, atribuye la responsabilidad de tal hecho a una o varias 

personas y les impone la sanción penal correspondiente. 

 

Es de considerar lo señalado por León (2008), “Una resolución jurídica, es aquella, 

sea administrativa o judicial, que pone fin a un conflicto mediante una decisión 

fundamentada en el orden legal vigente” (p.15). 

 

2.2.1.12.3. La sentencia: su estructura, denominaciones y contenido 
 

A. La sentencia en el ámbito normativo 
 

a) Parte expositiva.- Contiene la narración de manera sucinta, secuencial y 

cronológica de los principales actos procesales, desde la interposición de la 

demanda hasta el momento previo de la sentencia. (Pérez, 2006). 

 

b) Parte considerativa.- En esta parte el Juez plasma el razonamiento fáctico y/o 

jurídico efectuado para resolver la controversia. La finalidad, de esta parte de la 

sentencia, es el de cumplir con el mandato constitucional (fundamentación de las 

resoluciones), contenido en el inciso 5° del artículo 139° de la Constitución de 
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1993, el numeral 122 del Código Procesal Civil, y el artículo 12 del TUO de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial. Además permite que las partes y la sociedad 

civil en general conozcan las razones por las cuales su pretensión ha sido 

amparada o desestimada. (Idrogo, 2002). 

 

Las pretensiones de las partes. Tiene por finalidad, cumplir con el mandato del 3° 

párrafo del artículo 122 del CPC. También va a permitir a las partes conocer el 

sentido del fallo definitivo, permitiéndoles ejercer su derecho impugnatorio. 

(Cruzado, 2006). 

 

La sentencia en todas las normas glosadas, es la resolución más trascendental a cargo 

del juez; es más de lo que su significado etimológico, quiere decir, como expresión 

auténtica y personal de lo que siente el juez; frente a los planteamientos, pruebas y 

alegatos de las partes. La sentencia tiene relación con la norma del derecho objetivo 

y no sólo significa una aplicación fría de la ley positiva al caso particular, sino que 

es una norma individual, una creación del derecho realizada por el juez, 

facilitando que las normas del ordenamiento jurídico sean necesarias y esenciales 

para aplicar el caso que debe resolver. (Jiménez, 2003). 

 

B. La sentencia en el ámbito doctrinario 
 

En la opinión de León (2008), en el ámbito normativo, todo raciocinio que 

pretenda analizar un problema dado, para llegar a una conclusión requiere de, al 

menos tres pasos: 

a) Formulación del problema, b) análisis y c) conclusión. (p.15). 
 

Para Sagástegui (2003): 
 

La sentencia es un acto de inteligencia y de voluntad del Juez, no se agota en la 

estructura de un juicio lógico, donde la premisa mayor es la ley, la premisa 

menor los hechos, y la conclusión es la parte resolutiva; comprende: a) La parte 

expositiva, denominada también: planteamiento del problema, tema a resolver, 

cuestión en discusión, entre otros, contiene el planteamiento del problema a 

resolver, el cual si presenta varios aspectos, componentes o imputaciones, lo 

importante es definir el asunto materia de pronunciamiento con toda la claridad 
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posible. 

 

Además de lo expuesto, Montero (2008), sostiene: 
 

La claridad, es otro de los criterios normalmente ausente en el 

razonamiento jurídico legal, consiste en usar el lenguaje en las acepciones 

contemporáneas, usando giros lingüísticos actuales y evitando expresiones 

muy técnicas, en lenguas extranjeras como el latín. La claridad, exigida en 

el discurso jurídico hoy, contraviene la vieja tradición erudita y elitista del 

lenguaje legal dogmático, no implica un desprecio por el lenguaje 

dogmático, sino que lo reserva para los debates entre especialistas en 

materia legal (p. 19). 
 

2.2.1.12.4. La motivación de la sentencia 
 

A. La motivación como justificación de la decisión, como actividad y como 

producto o discurso 

Couture (2002), nos dice que la motivación de las decisiones judiciales está 

configurada por las causas psicológicas que determinan la decisión así como por la 

razones de hecho y de derecho en que se sustenta ella. Para algunos es equivalente a 

fundamentación, y en virtud a ello se dice que la motivación es la 

fundamentación fáctica y jurídica de la decisión judicial. De la noción formulada 

se desprende que la motivación puede ser de dos tipos: psicológica y jurídica. 

 

Zumaeta (2008), refiere que a través de la historia la motivación de las 

decisiones judiciales o su ausencia han tenido diversos significados y finalidades. 

En el derecho romano no existía para el magistrado el deber de motivar sus 

decisiones, por tanto no estaba en la necesidad de expresar la “ratio decidendi”, se 

respetaba la decisión del Juez en virtud a su prestigio social y además porque la 

función de administrar justicia se encontraba asignada a los miembros de la 

nobleza. En la actualidad, dentro de un Estado de Derecho, se considera a la 

motivación de la decisión judicial como un elemento del debido proceso y como 

una forma de control social. 

 

Dimensiones: a) una subjetiva, como elemento del derecho fundamental a un 

debido proceso, porque el justiciab1e tiene derecho a conocer las razones de 

fácticas y jurídicas en virtud a las cuales el Juez decide e11itigio en la que es parte, 

a fin de hacer valer sus derechos que de ello se deriven; y b) otra objetiva, por 
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cuanto la motivación, como sustento de una sentencia objetiva y razonablemente 

justa, legitima democráticamente el ejercicio de la función del Juez. 

 

2.2.1.12.5. Exigencias para una adecuada justificación de las decisiones 

judiciales Rodríguez (2005), nos dice que es el conjunto de razonamientos de 

hecho y de derecho realizado por el juzgador, en los cuales apoya su decisión. 

 

Para fundamentar una resolución es indispensable que ésta se justifique 

racionalmente, es decir, debe ser la conclusión de una inferencia o sucesivas 

inferencias formalmente correctas, producto del respeto a los principios y a las reglas 

lógicas. 

 

Motivar, en el plano procesal, consiste en fundamentar, exponer los argumentos 

fácticos y jurídicos que sustentan la decisión. No equivale a la mera explicación de 

las causas del fallo, sino a su justificación razonada, es decir, a poner de 

manifiesto las razones o argumentos que hacen jurídicamente aceptable la decisión. 

 

La motivación es un deber de los órganos jurisdiccionales y un derecho de los 

justiciables, y su importancia es de tal magnitud que la doctrina considera como 

un elemento del debido proceso, situación que ha coadyuvado para extender su 

ámbito no solo a las resoluciones judiciales, sino también a las administrativas y a 

las arbitrales. 

 

2.2.1.12.6. Principios relevantes en el contenido de la sentencia 
 

A. El principio de congruencia procesal 
 

En el sistema legal peruano, está previsto que el Juez debe emitir las 

resoluciones judiciales, y en especial la sentencia, resolviendo todos y únicamente 

los puntos controvertidos, con expresión precisa y clara de lo que manda o 

decide, conforme se puede observar en la primera parte del inciso 4 del artículo 

122 del Código Procesal Civil. (Cajas, 2011). 

 

Por tanto frente al deber de suplir y corregir la invocación normativa de las partes 

(Iura Novit Curia), existe la limitación impuesta por el Principio de Congruencia 

Procesal para el Juez, porque éste solamente debe sentenciar según lo alegado y 
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probado por las partes, (Ticona, 1999). 

 

Por el principio de congruencia procesal el Juez no puede emitir una sentencia 

ultra petita (más allá del petitorio), ni extra petita (diferente al petitorio), y 

tampoco citra petita (con omisión del petitorio), bajo riesgo de incurrir en vicio 

procesal, el cual puede ser motivo de nulidad o de subsanación (en vía de 

integración por el Juez superior), según sea el caso, (Alca, 2006). 

 

B. El principio de la motivación de las resoluciones judiciales 
 

El derecho contemporáneo ha adoptado el principio de la razón suficiente como 

fundamento racional del deber de motivar la resolución judicial. (Rodríguez, 1995). 

Para Rioja (2011): 

 

La aplicación o la fiel observancia de dicho principio en el acto intelectivolitivo de 

argumentar la decisión judicial, no solamente es una necesidad de rigor (de 

exactitud y precisión en la concatenación de inferencias), sino también una garantía 

procesal, por cuanto permite a los justificables y a sus defensores conocer el 

contenido explicativo y la justificación, consistente en las razones determinantes 

de la decisión del magistrado. (p. 187). 

 

Se entiende que esta decisión, no sólo resuelve un caso concreto, sino que, además, 

tiene impacto en la comunidad, quienes pueden considerarla como referente para la 

resolución de casos futuros y análogos. Por lo tanto, la observancia de la razón 

suficiente en la fundamentación de las decisiones judiciales contribuye 

vigorosamente la explicación (del principio jurídico) del debido proceso que, a su 

vez, garantiza la seguridad jurídica. (Alca, 2006). 

 

2.2.1.13. Medios impugnatorios 
 

2.2.1.13.1. Definición 
 

Indica Rodríguez (2006) que los medios impugnatorios son los instrumentos 

procesales ofrecidos a las partes para provocar aquel control sobre la decisión del 

juez, y este control es, en general, encomendado a una juez no solo diverso de 

aquél que ha emitido el pronunciamiento impugnado o agravado, sino también de 
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grado superior, aun cuando no esté en relación jerárquica verdadera y propia con 

el primero. No se excluye, sin embargo, que en estos casos, en consideración al 

tipo de control invocado, este último sea ejercitado por el mismo juez que ha 

pronunciado la sentencia, objeto del control. 

 

La interposición de un medio impugnatorio produce diversos y variadas 

consecuencias, a saber: a) Interrumpe la concreción de la res judicata; b) 

prorroga los efectos de la litispendencia; c) en ciertos casos determina la 

apertura de la competencia del superior (efectos devolutivos); d) imposibilita 

el cumplimiento del fallo (efecto suspensivo); d) limita examen del ad 

quem en la medida de la fundamentación y del agravio. (Hinostroza, 2006, 

p. 317) 
 

Define en sentido estricto la impugnación como un derecho que la ley concede a 

los sujetos procesales, tanto activos como pasivos, y excepcionalmente a los 

terceros legitimados, con el fin de obtener la revocación, sustitución, modificación o 

anulación de una resolución que la considera errónea o viciada, y que les 

perjudica. (Bautista, 2007). 

 

Rodríguez (1995) indica que el Código Procesal Civil, lo cita “como aquellos que 

sirven para que las partes o los terceros legitimados soliciten que se anule o 

revoque, total o parcialmente, un acto procesal presuntamente afectado por vicio o 

por error” (p.93). 

En opinión de Peña (2009) señala: 
 

Los medios impugnatorios constituyen mecanismos procesales que 

permiten a los sujetos legitimados peticionar a un Juez, a su superior 

reexamine un acto procesal o todo un proceso que le ha causado un 

perjuicio, a fin de lograr que la materia cuestionada sea parcial o totalmente 

anulado o revocado. (p. 175) 
 

2.2.1.13.2. Fundamentos de los medios impugnatorios 
 

Rodríguez (1995) menciona que en el artículo 355 del Código Procesal Civil define 

que los medios impugnatorios como aquellos que sirven para que las partes o los 

terceros legitimados soliciten que se anule o revoque, total o parcialmente, un 

acto procesal presuntamente afectado por vicio o por error. 

 

Taramona (1996) nos dice que los medios impugnatorios de que se valen las partes 
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para contradecir la resoluciones judiciales cuando creen que han sido afectadas en 

sus derechos, que los presentan ante el mismo juez, a fin de que modifique la 

resolución emitida o conceda ante el superior Jerárquico para su revisión, en virtud 

del principio de contradicción. 

 

Aguirre (2001) afirma que los medios impugnatorios son los instrumentos que la 

ley le concede a las partes o a los terceros legitimados para que soliciten al juez que 

él mismo u otro juez de jerarquía superior realicen un nuevo examen de un acto 

procesal o de todo el proceso, a fin de que anule no revoque éste, total o 

parcialmente. 

 

Jiménez (2003) los medios impugnatorios como aquellos que sirven para que las 

partes o los terceros legitimados soliciten que se anule o revoque, total o 

parcialmente, un acto procesal presuntamente afectado por vicio o por error. 

 

Guerra (2011) indica que ante la advertencia de un error o vicio puesto de 

conocimiento por alguna de las partes en el proceso; ya sea a través del órgano 

superior, que logre corregir la resolución del A-quo y por ende lograr que los actos 

del Juez sean decisiones válidas; por lo que el fundamento de la impugnación se 

sustenta en el hecho de que éste constituye un acto humano y por tanto factible de 

error 

2.2.1.13.3. Clases de medios impugnatorios en el proceso constitucional 
 

A. El recurso de reposición 
 

Llamado también recurso de reconsideración, ataca decretos o providencias a fin de 

que se revoquen o modifiquen por el mismo juez, siendo inimpugnable el auto 

que lo resuelve. (Peña, 2010). 

 

Es un recurso que se hace valer contra resoluciones que no tienen en su estructura 

los fundamentos de decisión que la contienen, son resoluciones simples, que no 

contienen parte considerativa, (como sí los tienen los autos y las sentencias), y que 

sirven para dar trámite a los pedidos que vienen formulando las partes en litigio. 

(Martel, 2003). 

 

Monroy (1997) indica que en el recurso de reposición el propio juzgador de oficio 
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o a petición de parte anula la resolución y repone la causa al trámite que 

corresponda. 

 

Herrera, (2010) indica que se le conoce también como suplica, reforma, 

reconsideración o de revocatoria en el derecho comparado y consiste en obtener 

ante la misma 

 

Hinostroza (1998) indica que la instancia se subsane algún error u omisión que 

no acarrea y plantee una nulidad. Lo plantea este recurso, quien se ve agraviado 

con la expedición de la resolución judicial, vale decir, que puede ser cualquier 

sujeto procesal que advierta el vicio o error y por economía y celeridad procesal sea 

subsanable. 

 

B. El recurso de apelación 
 

Águila (2007) afirma que el recurso de apelación es concebido exclusivamente 

para solicitar el reexamen de autos o sentencias, es decir, resoluciones que 

contengan una decisión judicial del juez, importa la existencia de un razonamiento 

lógico-jurídico del hecho o de la norma aplicable a un hecho determinado.(pág. 99) 

 

Hinostroza (1998) sostiene que la apelación es aquel recurso ordinario y vertical o 

de alzada formulado por quien se considera agraviado con una resolución 

judicial que adolece de vicio o error, y encaminado a lograr que el órgano 

jurisdiccional superior en grado al que la emitió la revise y proceda a anularla o 

revocarla, ya sea total o parcialmente, dictando otra en su lugar u ordenando al juez 

a quo que expida una nueva resolución de acuerdo a los considerandos de la decisión 

emanada del órgano revisor. 

 

Herrera, (2010) indica que se le conoce también como suplica, reforma, 

reconsideración o de revocatoria en el derecho comparado y consiste en obtener 

ante la misma 

 

Hinostroza (1998) indica que la instancia se subsane algún error u omisión que 

no acarrea y plantee una nulidad. Lo plantea este recurso, quien se ve agraviado 

con la expedición de la resolución judicial, vale decir, que puede ser cualquier 
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sujeto procesal que advierta el vicio o error y por economía y celeridad procesal sea 

subsanable. 

 

C. El recurso de casación 
 

Monroy (2009) indica que no es exagerado afirmar que lo que se pretenda 

mantener o reformar respecto del recurso de casación, afectara de manera 

directa y esencial el funcionamiento y por qué no, la eficacia del sistema judicial. 

Por cierto ello ocurrirá en todos ellos ordenamientos en donde dicho medio 

impugnatorio este regulado como es el caso del nuestro. Esto es así debido a que tal 

instituto expresa, de manera directa, cuál o cuáles son las funciones y finalidades 

que tiene y debe cumplir una corte suprema-órgano máximo de nuestro sistema 

judicial-respecto de su comunidad. Siendo así, se puede afirmar, sin incurrir en 

exageración, que el grado de trascendencia y significación social y política que 

tenga un poder judicial en una sociedad está sin duda definida y orientada por el 

(in)cumplimiento y ordenamiento por el (in)eficacia de las funciones y finalidades 

que haya asumido su corte suprema. 

 

Hinostroza (1998) sostiene que la casación se admite frente a autos y sentencias y 

ciñe el control judicial del órgano superior sobre el inferior a la observancia por el 

inferior de la orden jurisdiccional reguladora de la actividad judicial misma y, en 

general, a la aplicación correcta de ordenamiento jurídico 

 

D. El recurso de queja 

Bustamante (2001), indica que es un medio impugnatorio que se concede al litigante 

que habiendo apelado o recurrido en casación es agraviado por la denegatoria 

de dichos recursos. También procede contra la resolución que concede apelación en 

efecto distinto al solicitado. 

 

Es un recurso concedido al litigante que ha formulado apelación y se agravia 

por la denegación de ésta o porque se concede con efecto distinto al solicitado. 

(Bacre, 1992). 

 

Se formula ante el mismo Órgano y luego de forma el cuaderno lo eleva al 

Superior, también se puede interponer directamente al Superior en grado dentro del 
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tercer día de notificado. Pérez (2006) 

 

2.2.1.13.4. Medio impugnatorio en el proceso judicial en estudio 
 

Se interpuso recurso de apelación de sentencia contra la expedida en primera 

instancia que declaró fundada la demanda, medio impugnatorio que fue interpuesto 

por la parte demandada, solicitando se revoque la misma y se declare infundada la 

demanda. (Expediente N° 01377-2011-0-3101-JR-CI-01) 

 

2.2.2. Desarrollo de las instituciones jurídicas sustantivas relacionadas con las 

sentencias en estudio 
 

2.2.2.1. Identificación de la pretensión resulta en la sentencia 
 

Conforme a lo expuesto en la sentencia la pretensión, respecto al cual se 

pronunciaron en ambas sentencias fue: Cumplimiento de Acto Administrativo de 

Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio (Expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-

01) 

2.2.2.2. Desarrollo de instituciones jurídicas relacionadas con la resolución 

administrativa. 

2.2.2.1. El subsidio. 

 

2.2.2.1.1. Etimología.  

Con origen en el latín subsidĭum, el concepto de subsidio permite identificar a una 

asistencia pública basada en una ayuda o beneficio de tipo económico. 

 

2.2.2.2. Luto 

 La palabra luto es un término que se llama en estrecha asociación con el concepto de 

muerte, dado que se usa excluyente mente en el marco de la muerte de alguien. 

Podríamos calificarlo como la demostración más formal que la gente tiene a la hora 

de responder a una muerte de alguien cercano. 

 

2.2.2.3. Gastos 

 Se denomina gastos a la partida contable de dinero que cierta y directamente 

disminuye el beneficio, o en su defecto, aumente la perdida de los bolsillos, en el 
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caso que esa partida de dinero haya salido de la cuenta personal de un individuo o 

bien de una empresa o compañía.  

 

2.2.2.4. Sepelio 

 Una sepultura es el lugar donde se entierra a una persona o animal tras su muerte. 

Generalmente se agrupan en un cementerio y su ubicación está señalada por una 

lápida. 

 

2.2.2.4. 1. Concepto normativo  

Conforme a lo normado por el DS N° 019-90-ED pago de dos remuneraciones 

Totales Integras por cada uno de estos subsidios.  

 

Art. 219: "El Subsidio por Luto se otorga al Profesorado activo o pensionista por el 

fallecimiento de su cónyuge, hijos, padres. Dicho Subsidio será de dos 

remuneraciones o pensiones totales que le corresponda al mes de fallecimiento.  

 

Art. 221: El Subsidio por luto se otorga a petición de parte, adjuntando La Partida de 

defunción del causante y la documentación que sustente el parentesco. Su pago no 

pasa a devengados, debiendo abonarse dentro del plazo máximo de treinta días 

posteriores a la presentación de la respectiva solicitud"  

 

Art.222 "El Subsidio por Gastos de Sepelio del Profesor activo o pensionista será 

equivalente a dos Remuneraciones Totales y se otorga a quien acredite haber 

sufragado los gastos pertinentes. 

 

2.2.2.5. El Derecho de Petición 

Es aquel derecho que tiene toda persona individual o jurídica, grupo, organización o 

asociación para solicitar o reclamar ante las autoridades competentes -normalmente 

los gobiernos o entidades públicas- por razones de interés público ya sea individual, 

general o colectivo. 
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2.2.2.6. El Acto administrativo 

2.2.2.6.1.-Definición 

El artículo 1° de la Ley N° 27444 (Ley de procedimiento Administrativo General), 

señala en su numeral 1.1 que son actos administrativos las declaraciones de las 

entidades que, en el marco de normas de derecho público, están destinadas a producir 

efectos jurídicos sobre los intereses, obligaciones o derechos de los administrados 

dentro de una situación concreta.  

 El Acto Administrativo es un acto jurídico, cuyas características principales son: es 

una manifestación o declaración de voluntad, unilateral, potestativa y ejecutoria, que 

tiene por objeto crear, reconocer, modificar o extinguir una situación jurídica 

individual. El acto administrativo es una declaración unilateral porque solo interviene 

la Administración y solo ella puede producirlo. Por eso no comprende las 

regulaciones de Derecho Público en que intervienen varias partes o voluntades. (El 

contrato de Derecho Público no es un acto administrativo). Decimos que es 

potestativo, porque emana de la Administración, actuando como Poder Político. Y 

afirmase que es ejecutorio, porque no necesita la intervención de otro órgano del 

Estado para que se realice. La Administración tiene facultad para declararlo y 

ejecutarlo. Finalmente el acto administrativo se dirige a un caso particular, concreto, 

determinado en su contenido y no necesariamente en su destinación, al cual regula o 

da forma, por lo tanto el acto administrativo no contiene reglas generales; el 

establecimiento de normas jurídicas generales y abstractas, aunque emanen de la 

Administración, no constituyen actos administrativos.  Es requisito básico del acto 

administrativo el que debe estar fundado en la ley, de lo contrario conduce a la 

arbitrariedad y el abuso. Oyanguren, A. (1991)  

2.2.2.7. Los actos de administración 

Los actos de administración interna de las entidades destinados a organizar o hacer 

funcionar sus propias actividades o servicios. Estos actos son regulados por cada 

entidad, con sujeción a las disposiciones del Título Preliminar de esta Ley, y de 



60 
 

aquellas normas que expresamente así lo establezcan. 

La función de los Actos de Administración siempre está orientada a regular la 

organización y el funcionamiento interno de la propia Administración Pública; es 

decir, su eficacia se encuentra limitada exclusivamente al ámbito dentro del cual se 

emite. Dada su finalidad- se desvanecen dentro de las relaciones del propio ente que 

lo emite, estas últimas además, siempre orientadas a un mejor funcionamiento 

institucional. 

 

2.2.2.8. Intereses  

A. Concepto. 

La obligación de pagar intereses es una obligación accesoria de la obligación 

principal de entrega del capital disfrutado o utilizado y participa de las características 

generales de las obligaciones accesorias. 

 

B. concepto normativo  

Código Civil Art. 1242. "el interés es compensatorio cuando constituye una 

contraprestación por el uso del dinero o de cualquier otro bien. Es moratorio cuando 

tiene por finalidad indemnizar la mora en el pago.  

 

2.2.2.9. Pleno jurisdiccional relaciona con la Acción de cumplimiento. 

Ejecución de sentencias en procesos constitucionales de cumplimiento que contienen 

una obligación de dar suma de dinero por el estado. 

¿En la etapa de ejecución de sentencias en los procesos constitucionales de 

cumplimiento que contiene una obligación de dar suma de dinero por el Estado en 

calidad de demandado debe aplicarse el procedimiento previsto en el Artículo 42° de 

la Ley N° 27584, modificado por la Ley 276840 o El Artículo 22° del código 

procesal constitucional? 

 

Primera ponencia  

Debe aplicarse el procedimiento previsto en el artículo 42 de la Ley 
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27584modificado por la Ley 27684, con la finalidad de no contravenir la Ley de 

Presupuesto que vincula a las entidades del Estado respecto a la distribución de sus 

gastos y cumplimiento de sus obligaciones. 

 

Segunda ponencia 

Debe aplicarse únicamente el Artículo 22° del Código Procesal Constitucional que 

prevé el uso de multas fijas o acumulativas e incluso disponer la destitución del 

responsable. 

Grupo N° 01 

Por unanimidad se adhieren a la primera ponencia. 

Grupo N° 02 

Por unanimidad se adhieren a la segunda ponencia. 

Que tratándose de una norma específica prevista en el Código Procesal 

Constitucional debe aplicarse el Artículo 22° del acotado, que contempla apremios 

para el cumplimiento de la sentencia que son multas, denuncias e incluso destitución 

de ser el caso dentro de un plazo razonable. Las sentencias constitucionales de 

cumplimiento por su naturaleza procesal tienen prevalencia frente a las sentencias en 

los procesos ordinarios. Para logra la eficacia además de la aplicación y sin perjuicio 

de la aplicación de las sanciones que prevé el artículo 22° del Código Procesal 

Constitucional, debe recurrirse para su ejecución a las normas del Código Procesal 

Civil. 

Grupo N° 03 

Por unanimidad se adhieren a la segunda ponencia. 

Con el agregado de que el Juez puede trabar embargo para hacer efectiva la 

acreencia conforme a las normas que establece el Código Procesal Civil El Proceso 

de Cumplimiento constituye una garantía constitucional que requiere de  tutela 

urgente y del cumplimiento eficaz y oportuno de las decisiones que se emitan 

respecto a estos procesos. 

Grupo N° 04 

Por unanimidad se adhieren a la segunda ponencia. 

Que para efectos de la ejecución de las sentencias en acciones de cumplimiento con 
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sentencia que obliga al estado a dar suma de dinero, es aplicable la norma del Código 

Procesal Constitucional, Artículo 22°, por cuanto existen diferentes artículos del 

Código Procesal Constitucional aplicables así como las normas del Código Procesal 

Civil, por cuanto en este caso siendo un proceso Constitucional ya no es aplicable el 

artículo 42° de la Ley 27584 modificado por la Ley 27684. Esta posición asumida se 

basa en el principio de especialización de las normas en el cual siendo que el proceso 

constitucional tiene sus normas especiales para regular el trámite y la ejecución de 

las sentencias, corresponde aplicarse dichas normas frente a las normas ordinarias. 

Grupo N° 05 

Por unanimidad se adhieren a la segunda ponencia. 

Consideramos que en este caso por tratarse de un proceso constitucional debe 

aplicarse las disposiciones especiales del Código Procesal Constitucional relativos a 

la ejecución de sentencia prevista en el artículo 22° del Código Procesal 

Constitucional concordante con el artículo 59° in fine del mismo cuerpo legal que 

establece la ejecución inmediata de las sentencias que ordenan la realización de una 

prestación de dar. 

Grupo N° 06 L Sra. relatora Magistrada Magaly Cárdenas Rosas Juez Titular, 

expreso que se obtuvo como resultado el siguiente: 

 

Por la primera ponencia: 01 voto 

Con el fundamento de que no existe incompatibilidad respecto a la aplicación del 

artículo 22° del Código procesal Constitucional con lo dispuesto por el artículo 42 de 

la Ley que regula el Proceso Contenciosos Administrativo, toda vez que si bien es un 

derecho fundamental la efectividad de las resoluciones judiciales; sin embargo no es 

un derecho absoluto, tal como lo ha reconocido el Tribunal Constitucional cuando 

señala que el Tribunal Constitucional  considera legítimo “Que tomando en cuenta al 

sujeto procesal vencido en juicio y en concreto cuando ese vencido sea el Estado el 

legislado pueda establecer ciertos límites y restricciones al derecho a la efectividad 

de las resoluciones judiciales firmes. En la medida que estas tengan una justificación 

constitucional. 
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Por la segunda ponencia 04 votos. 

Los principios generales son aquellos que informan un ordenamiento jurídico 

determinado y el nuestro no es ajeno a ello y entre estos se halla el Principio de 

Especialidad que implica que ante un caso concreto debe preferirse la norma 

específica a la norma general, esto en los procesos constitucionales en general debe 

aplicarse el artículo 22 del Código procesal Constitucional, habida cuenta que el 

artículo 42° de la Ley 27584 resulta ser una Ley general respecto a los procesos 

constitucionales, es de ahí que esta última no debe ser aplicable a los procesos antes 

citados. 

Por lo tanto, la aplicación del artículo 42° de la Ley 27584 resulta ser incompatible 

con la ejecución de sentencia de un proceso constitucional. 

Por lo que por mayoría se adhiere a la segunda ponencia. 

 

CONCLUSIÓN PLENARIA: El pleno adoptó por mayoría la segunda ponencia 

que enuncia lo siguiente: 

“Debe aplicarse únicamente el artículo 22° del Código Procesal Constitucional, que 

prevé el uso de multas fijas o acumulativas o incluso disponer la destitución del 

responsable “ 

 

Lima Norte, 22 de octubre de 2009. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

2.3. MARCO CONCEPTUAL 
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Calidad. Es la propiedad o conjunto de propiedades inherentes a una cosa que 

permiten apreciarla como igual, mejor o peor que las restantes de su especie (Real 

Academia de la Lengua Española, 2001). 

 

Carga de la prueba. Obligación consistente en poner a cargo de un litigante la 

demostración de la veracidad de sus proposiciones de hecho en un juicio. El 

requerimiento es facultad de la parte interesada de probar su proposición. 

Obligación procesal a quién afirma o señala (Poder Judicial, 2013). 

 

Derechos fundamentales. Conjunto básico de facultades y libertades garantizadas 

judicialmente que la constitución reconoce a los ciudadanos de un país 

determinado (Poder Judicial, 2013). 

 

Distrito Judicial. Parte de un territorio en donde un Juez o Tribunal ejerce 

jurisdicción (Poder Judicial, 2013). 

 

Doctrina. Conjunto de tesis y opiniones de los tratadistas y estudiosos del Derecho 

que explican y fijan el sentido de las leyes o sugieren soluciones para 

cuestiones aun no legisladas. Tiene importancia como fuente mediata del Derecho, 

ya que el prestigio y la autoridad de los destacados juristas influyen a menudo 

sobre la labor del legislador e incluso en la interpretación judicial de los textos 

vigentes (Cabanellas, 1998). 

 

Poder judicial. Se encarga del control difuso al preferir la norma constitucional 

cuando determina que existe una incompatibilidad entre un precepto constitucional y 

una norma legal. Ello se encuentra contemplado en el artículo 138°de la constitución. 

(Calderón S, Águila G., 2007 

 

Expresa. Claro, evidente, especificado, detallado. Ex profeso, con intención, 

voluntariamente de propósito (Cabanellas, 1998). 

 



65 
 

Evidenciar. Hacer patente y manifiesta la certeza de algo; probar y mostrar que no 

solo es cierto, sino claro (Real Academia de la Lengua Española, 2001).
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III. HIPOTESIS 

 

3.1. Hipótesis general 

De acuerdo a los parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales, 

establecidos en el presente estudio, la calidad de las sentencias de primera y segunda 

instancia sobre Cumplimiento de Acto Administrativo de Subsidio por Luto y Gastos 

de Sepelio, del expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, del Distrito Judicial de 

Sullana – Sullana, 2018, son de rango muy alta, respectivamente. 

 

3.2. Hipótesis especificas  

1. La calidad de la parte expositiva de la sentencia de primera instancia, con 

énfasis en la introducción y la postura de las partes, es de rango muy alta. 

 

2. La calidad de la parte considerativa de la sentencia de primera instancia, con 

énfasis en la motivación de los hechos y el derecho, es de rango muy alta. 

 

3. La calidad de la parte resolutiva de la sentencia de primera instancia, con 

énfasis en la aplicación del principio de congruencia y la descripción de la 

decisión, es de rango muy alta. 

 

4. La calidad de la parte expositiva de la sentencia de segunda instancia, con 

énfasis en la introducción y la postura de las partes, es de rango mediana 

 

5. La calidad de la parte considerativa de la sentencia de segunda instancia, con 

énfasis en la motivación de los hechos y el derecho, es de rango muy alta. 

 

6. La calidad de la parte resolutiva de la sentencia de segunda instancia, con 

énfasis en la aplicación del principio de congruencia y la descripción de la 

decisión, es de rango mediana. 
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IV. METODOLOGÍA 

 

4.1. Tipo y nivel de la investigación 

4.1.1. Tipo de investigación. La investigación es de tipo cuantitativa – cualitativa 

(Mixta). 

 

Cuantitativa. La investigación se inicia con el planteamiento de un problema de 

investigación, delimitado y concreto; se ocupa de aspectos específicos externos del 

objeto de estudio y el marco teórico que guía la investigación es elaborado sobre la 

base de la revisión de la literatura (Hernández, Fernández & Batista, 2010).  

 

El perfil cuantitativo se evidencia en el uso intenso de la revisión de la literatura; en 

el presente trabajo facilitó la formulación del problema de investigación; los 

objetivos de la investigación; la operacionalización de la variable; la construcción del 

instrumento para recoger los datos; el procedimiento de recolección de datos y el 

análisis de los resultados.  

 

Cualitativa. La investigación se fundamenta en una perspectiva interpretativa está 

centrada en el entendimiento del significado de las acciones, sobre todo de lo 

humano (Hernández, Fernández & Batista, 2010).  

 

El perfil cualitativo se evidencia en la recolección de datos que requirió de la 

concurrencia del análisis para identificar a los indicadores de la variable. Además; la 

sentencia (objeto de estudio) es el producto del accionar humano, quien a título de 

representante del Estado en el interior de un proceso judicial (Juez unipersonal o 

colegiado) decide(n) sobre un conflicto de intereses de índole privado o público. Por 

lo tanto, la extracción de datos implicó interpretar su contenido para alcanzar los 

resultados. Dicho logro, evidenció la realización de acciones sistemáticas: a) 

sumergirse en el contexto perteneciente a la sentencia; es decir, hubo revisión 

sistemática y exhaustiva del proceso judicial documentado (Expediente judicial) con 

el propósito de comprenderla y b) volver a sumergirse; pero, ésta vez en el contexto 
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específico, perteneciente a la propia sentencia; es decir, ingresar a cada uno de sus 

compartimentos y recorrerlos palmariamente para recoger los datos (indicadores de 

la variable).  

 

Su perfil mixto, se evidencia en que, la recolección y el análisis no son acciones que 

se manifestaron sucesivamente; sino, simultáneamente al cual se sumó el uso intenso 

de las bases teóricas: contenidos de tipo procesal y sustantivo; pertinentes, con los 

cuales se vinculó la pretensión judicializada o hecho investigado; esto fue, para 

interpretar y comprender a las sentencias y, sobre todo, reconocer dentro de ella a los 

indicadores de calidad: variable de estudio. 

 

4.1.2.  Nivel de investigación. El nivel de la investigación es exploratorio y 

descriptivo. 

 

Exploratoria. Se trata de un estudio que se aproxima y explora contextos poco 

estudiados; además la revisión de la literatura reveló pocos estudios respecto de la 

calidad del objeto de estudio (sentencias) y la intención fue indagar nuevas 

perspectivas. (Hernández, Fernández & Batista, 2010).  

 

El nivel exploratorio se evidenció en varios aspectos de la investigación; la inserción 

de antecedentes no ha sido sencilla, se hallaron trabajos aislados, de tipo 

interpretativo, donde el objeto estudiado fueron resoluciones judiciales (sentencias); 

pero, la variable en estudio fueron diferentes, por ejemplo: la identificación de la 

sana crítica, la valoración de las pruebas, la motivación; etc., pero respecto de la 

calidad, no se hallaron. Fuera de ello, los resultados obtenidos todavía son debatibles; 

además, las decisiones de los jueces comprenden elementos complejos como el 

principio de equidad y la justicia y su materialización dependerá del contexto 

específico donde fueron aplicados, no se puede generalizar. 

 

Descriptiva. Se trata de un estudio que describe propiedades o características del 

objeto de estudio; en otros términos, la meta del investigador(a) consiste en describir 
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el fenómeno; basada en la detección de características específicas. Además, la 

recolección de la información sobre la variable y sus componentes, se realiza de 

manera independiente y conjunta, para luego someterlos al análisis. (Hernández, 

Fernández & Batista, (2010). 

 

Mejía, (2004) “En las investigaciones descriptivas el fenómeno es sometido a un 

examen intenso, utilizando exhaustiva y permanentemente las bases teóricas para 

facilitar la identificación de las características existentes en él para luego estar en 

condiciones de definir su perfil y arribar a la determinación de la variable”. Pág. (s/n) 

 

El nivel descriptivo, se evidenció en diversas etapas del trabajo: 1) en la selección de 

la unidad de análisis (expediente judicial); porque, el proceso judicial registrado en 

su contenido, tuvo que reunir condiciones pre establecidas para facilitar la 

realización de la investigación (Ver 3.3. de la metodología); y 2) en la recolección y 

análisis de los datos, establecidos en el instrumento; porque, estuvo direccionado al 

hallazgo de un conjunto de características o propiedades, que según las bases 

teóricas, debe reunir una sentencia (puntos de coincidencia o aproximación entre las 

fuentes de tipo normativo, doctrinario y jurisprudencial).  

  

4.2. Diseño de la investigación. 

No experimental. El estudio del fenómeno es conforme se manifestó en su contexto 

natural; en consecuencia los datos reflejan la evolución natural de los eventos, ajeno 

a la voluntad de la investigador (Hernández, Fernández & Batista, 2010).  

 

Retrospectiva. La planificación y recolección de datos comprende un fenómeno 

ocurrido en el pasado (Hernández, Fernández & Batista, 2010).  

 

Transversal. La recolección de datos para determinar la variable, proviene de un 

fenómeno cuya versión corresponde a un momento específico del desarrollo del 

tiempo (Supo, 2012; Hernández, Fernández & Batista, 2010).  

 

En el presente estudio, no se manipuló la variable; por el contrario las técnicas de la 
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observación y análisis de contenido se aplicaron al fenómeno en su estado normal, 

conforme se manifestó por única vez en un tiempo pasado.  

 

En otros términos, la característica no experimental, se evidencia en la recolección de 

datos sobre la variable: calidad de las sentencias; porque, se aplicó en una versión 

original, real y completa sin alterar su esencia (Ver punto 3.8 de la metodología). 

Asimismo, su perfil retrospectivo se evidencia en el mismo objeto de estudio 

(sentencias); porque pertenece a un tiempo pasado, además acceder al expediente 

judicial que lo contiene solo es viable cuando desaparece el principio de reserva del 

proceso; antes es imposible que un tercero pueda revisarlo. Finalmente, su aspecto 

transversal, se evidenció en la recolección de datos para alcanzar los resultados; 

porque los datos se extrajeron de un contenido de tipo documental donde quedó 

registrado el objeto de estudio (sentencias); en consecuencia, no cambió siempre 

mantuvo su estado único conforme ocurrió por única vez en un determinado 

transcurso del tiempo. 

 

4.3. Unidad de análisis. 

Las unidades de análisis: “Son los elementos en los que recae la obtención de 

información y que deben de ser definidos con propiedad, es decir precisar, a 

quien o a quienes se va a aplicar la muestra para efectos de obtener la 

información. (Centty, 2006, p.69). 

 

De otro lado las unidades de análisis se pueden escoger aplicando los procedimientos 

probabilísticos y los no probabilísticos. En el presente estudio se utilizó el 

procedimiento no probabilístico; es decir, aquellas que “(…) no utilizan la ley del 

azar ni el cálculo de probabilidades (…). El muestreo no probabilístico asume varias 

formas: el muestreo por juicio o criterio del investigador, el muestreo por cuota y 

muestreo accidental (Arista, 1984; citado por Ñaupas, Mejía, Novoa, y Villagómez, 

2013; p. 211).  

 

En el presente trabajo la selección de la unidad de análisis se realizó mediante el 
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muestreo no probabilístico; específicamente, el muestreo o criterio del investigador. 

Que, según Casal y Mateu (2003) se denomina muestreo no probabilístico, llamado 

técnica por conveniencia; porque, es el mismo investigador quien establece las 

condiciones para seleccionar una unidad de análisis. 

 

En la presente investigación, la unidad de análisis fue un expediente judicial, porque 

de acuerdo a la línea de investigación (ULADECH, 2013) es un recurso o base 

documental que facilita la elaboración de la investigación, los criterios relevantes 

para ser seleccionado fueron: proceso único; con interacción de ambas partes; 

concluido por sentencia; con participación de dos órganos jurisdiccionales en primera 

instancia El Juzgado Mixto de Descarga del Distrito Judicial de Sullana y en segunda 

instancia la Sala Civil del Distrito Judicial de Sullana.  

 

Al interior del proceso judicial se halló: el objeto de estudio, estos fueron, las dos 

sentencias, de primera y de segunda instancia. 

 

En el presente trabajo los datos que identifican a la unidad de análisis fueron: 

expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, sobre Cumplimiento de Acto 

Administrativo de Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio; perteneciente a los 

archivos del Juzgado mixto  de Sullana del Distrito Judicial del Sullana. 

 

La evidencia empírica del objeto de estudio; es decir, las sentencias estudiadas se 

encuentra ubicadas en el anexo 1; estos se conservan en su esencia, la única 

sustitución aplicada a su contenido fueron, en los datos de identidad pertenecientes a 

las personas naturales y jurídicas mencionadas en el texto; porque a cada uno se les 

asignó un código (A, B, C, etc) por cuestiones éticas y respeto a la dignidad. 

  

4.4. Definición y operacionalización de la variable e indicadores 

Respecto a la variable, en opinión de Centty (2006, p. 64): 

“Las variables son características, atributos que permiten distinguir un 
hecho o fenómeno de otro (Persona, objeto, población, en general de un 
Objeto de Investigación o análisis), con la finalidad de poder ser 
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analizados y cuantificados, las variables son un Recurso Metodológico, 
que el investigador utiliza para separar o aislar los partes del todo y 
tener la comodidad para poder manejarlas e implementarlas de manera 
adecuada”. 

 

En el presente trabajo la variable fue: la calidad de las sentencias de primera y 

segunda instancia. 

 

La calidad, según la Sociedad Americana para el Control de Calidad (A.S.Q.C.) es un 

conjunto características de un producto, servicio o proceso que le confieren su 

aptitud para satisfacer las necesidades del usuario o cliente (Universidad Nacional 

Abierta y a Distancia, s.f). 

 

En términos judiciales, una sentencia de calidad es aquella que evidencia poseer un 

conjunto de características o indicadores establecidos en fuentes que desarrollan su 

contenido. En el ámbito del derecho, las fuentes que desarrollan el contenido de una 

sentencia son fuentes de tipo normativo, doctrinario y jurisprudencial. 

 

Respecto a los indicadores de la variable, Centty (2006, p. 66) expone: 

Son unidades empíricas de análisis más elementales por cuanto se 
deducen de las variables y ayudan a que estas empiecen a ser 
demostradas primero empíricamente y después como reflexión teórica; 
los indicadores facilitan la recolección de información, pero también 
demuestran la objetividad y veracidad de la información obtenida, de 
tal manera significan el eslabón principal entre las hipótesis, sus 
variables y su demostración. 

 

Por su parte, Ñaupas, Mejía, Novoa y Villagómez, (2013) refieren: “los indicadores 

son manifestaciones visibles u observables del fenómeno” (p. 162). 

 

En el presente trabajo, los indicadores son aspectos reconocibles en el contenido de 

las sentencias; específicamente exigencias o condiciones establecidas en la ley y la 

Constitución; los cuales son aspectos puntuales en los cuales las fuentes de tipo 

normativo, doctrinario y jurisprudencial, consultados; coincidieron o tienen una 

estrecha aproximación. En la literatura existen indicadores de nivel más abstracto y 
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complejo; pero, en el presente trabajo la selección de los indicadores, se realizó 

tomando en cuenta el nivel pre grado de los estudiantes.  

 

Asimismo; el número de indicadores para cada una de las sub dimensiones de la 

variable solo fueron cinco, esto fue, para facilitar el manejo de la metodología 

diseñada para el presente estudio; además, dicha condición contribuyó a delimitar en 

cinco niveles o rangos la calidad prevista, estos fueron: muy alta, alta, mediana, baja 

y muy baja. 

 

En términos conceptuales la calidad de rango muy alta, es equivalente a calidad total; 

es decir, cuando se cumplan todos los indicadores establecidos en el presente estudio. 

Éste nivel de calidad total, se constituye en un referente para delimitar los otros 

niveles. La definición de cada una de ellas, se encuentra establecida en el marco 

conceptual. 

  

La operacionalización de la variable se encuentra en el anexo 2. 

 

4.5. Técnicas e instrumento de recolección de datos 

Para el recojo de datos se aplicaron las técnicas de la observación: punto de partida 

del conocimiento, contemplación detenida y sistemática, y el análisis de contenido: 

punto de partida de la lectura, y para que ésta sea científica debe ser total y completa; 

no basta con captar el sentido superficial o manifiesto de un texto sino llegar a su 

contenido profundo y latente (Ñaupas, Mejía, Novoa y Villagómez; 2013).  

 

Ambas técnicas se aplicaron en diferentes etapas de la elaboración del estudio: en la 

detección y descripción de la realidad problemática; en la detección del problema de 

investigación; en el reconocimiento del perfil del proceso judicial existente en los 

expedientes judiciales; en la interpretación del contenido de las sentencias; en la 

recolección de datos al interior de las sentencias, en el análisis de los resultados, 

respectivamente.  
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Respecto al instrumento: es el medio a través del cual se obtendrá la información 

relevante sobre la variable en estudio. Uno de ellos es la lista de cotejo y se trata de 

un instrumento estructurado que registra la ausencia o presencia de un determinado 

rasgo, conducta o secuencia de acciones. La lista de cotejo se caracteriza por ser 

dicotómica, es decir, que acepta solo dos alternativas: si, no; lo logra, o no lo logra, 

presente o ausente; entre otros (SENCE – Ministerio del Trabajo y Previsión Social, 

2do y 4to párrafo)  

 

En la presente investigación se utilizó un instrumento denominado lista de cotejo 

(anexo 3), éste se elaboró en base a la revisión de la literatura; fue validado, 

mediante juicio de expertos (Valderrama, s.f) que consiste en la revisión de contenido 

y forma efectuada por profesionales expertos en un determinado tema. El 

instrumento presenta los indicadores de la variable; es decir, los criterios o ítems a 

recolectar en el texto de las sentencias; se trata de un conjunto de parámetros de 

calidad, preestablecidos en la línea de investigación, para ser aplicados a nivel pre 

grado.  

 

Se denomina parámetros; porque son elementos o datos desde el cual se examina las 

sentencias; porque son aspectos específicos en los cuales coinciden o existe 

aproximación estrecha entre las fuentes que abordan a la sentencia, que son de tipo 

normativo, doctrinario y jurisprudencial; respectivamente. 

 

4.6. Procedimiento de recolección de datos y plan de análisis de datos 

Es un diseño establecido para la línea de investigación se inicia con la presentación 

de pautas para recoger los datos, se orienta por la estructura de la sentencia y los 

objetivos específicos trazados para la investigación; su aplicación implica utilizar las 

técnicas de la observación y el análisis de contenido y el instrumento llamado lista de 

cotejo, usando a su vez, las bases teóricas para asegurar la asertividad en la 

identificación de los datos buscados en el texto de las sentencias. 

 

Asimismo, corresponde destacar que las actividades de recolección y análisis fueron 
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simultáneas que se ejecutaron por etapas o fases, conforme sostienen Lenise Do 

Prado; Quelopana Del Valle; Compean Ortiz, y Reséndiz Gonzáles (2008). (La 

separación de las dos actividades solo obedece a la necesidad de especificidad). 

 

4.6.1. De la recolección de datos 

La descripción del acto de recojo de datos se encuentra en el anexo 4, denominado: 

Procedimiento de recolección, organización, calificación de los datos y 

determinación de la variable. 

 

4.6.2. Del plan de análisis de datos 

4.6.2.1. La primera etapa. Fue actividad abierta y exploratoria, que consistió en una 

aproximación gradual y reflexiva al fenómeno, orientada por los objetivos de la 

investigación; donde cada momento de revisión y comprensión fue una conquista; es 

decir, un logro basado en la observación y el análisis. En esta fase se concretó, el 

contacto inicial con la recolección de datos. 

 

4.6.2.2. Segunda etapa. También fue una actividad, pero más sistémica que la 

anterior, técnicamente en términos de recolección de datos, igualmente, orientada por 

los objetivos y la revisión permanente de la literatura, que facilitó la identificación e 

interpretación de los datos.  

 

4.6.2.3. La tercera etapa. Igual que las anteriores, fue una actividad; de naturaleza 

más consistente, fue un análisis sistemático, de carácter observacional, analítica, de 

nivel profundo orientada por los objetivos, donde hubo articulación entre los datos y 

la revisión de la literatura.  

 

Estas actividades se evidenciaron desde el instante en que el investigador(a) aplicó la 

observación y el análisis en el objeto de estudio; es decir las sentencias, que resulta 

ser un fenómeno acontecido en un momento exacto del decurso del tiempo, lo cual 

quedó documentado en el expediente judicial; es decir, en la unidad de análisis, como 

es natural a la primera revisión la intención no es precisamente recoger datos; sino, 
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reconocer, explorar su contenido, apoyado en las bases teóricas que conforman la 

revisión de la literatura.  

 

Acto seguido, el(a) investigador(a) empoderado(a) de mayor dominio de las bases 

teóricas, manejó la técnica de la observación y el análisis de contenido; orientado por 

los objetivos específicos inició el recojo de datos, extrayéndolos del texto de la 

sentencia al instrumento de recolección de datos; es decir, la lista de cotejo, lo cual 

fue revisado en varias ocasiones. Esta actividad, concluyó con una actividad de 

mayor exigencia observacional, sistémica y analítica, tomando como referente la 

revisión de la literatura, cuyo dominio fue fundamental para proceder a aplicar el 

instrumento y la descripción especificada en el anexo 4. 

Finalmente, los resultados surgieron del ordenamiento de los datos, en base al 

hallazgo de los indicadores o parámetros de calidad en el texto de las sentencias en 

estudio, conforme a la descripción realizada en el anexo 4.  

 

La autoría de la elaboración del instrumento, recojo, sistematización de los datos 

para obtener los resultados y el diseño de los cuadros de resultados le corresponden a 

la docente: Dionee Loayza Muñoz Rosas. 

 

4.7. Matriz de consistencia lógica 

En opinión de Ñaupas, Mejía, Novoa, y Villagómez, (2013): “La matriz de 

consistencia es un cuadro de resumen presentado en forma horizontal con cinco 

columnas en la que figura de manera panorámica los cinco elementos básicos del 

proyecto de investigación: problemas, objetivos, hipótesis, variables e indicadores, y 

la metodología” (p. 402). 

 

Por su parte, Campos (2010) expone: “Se presenta la matriz de consistencia lógica, 

en una forma sintética, con sus elementos básicos, de modo que facilite la 

comprensión de la coherencia interna que debe existir entre preguntas, objetivos e 

hipótesis de investigación” (p. 3). 

 



77 
 

En el presente trabajo la matriz de consistencia será básica: problema de 

investigación y objetivo de investigación; general y específicos; respectivamente. No 

se presenta la hipótesis, porque la investigación es de carácter univariado y de nivel 

exploratorio descriptivo. Dejando la variable e indicadores y la metodología a los 

demás puntos expuestos en la presente investigación. 

 

En términos generales, la matriz de consistencia sirve para asegurar el orden, y 

asegurar la cientificidad del estudio, que se evidencia en la logicidad de la 

investigación. 

 

A continuación la matriz de consistencia de la presente investigación en su modelo 

básico. 

 

Título: Calidad de las sentencias de primera y segunda instancia sobre 

Cumplimiento de Acto Administrativo de Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio, en 

el expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, del Distrito Judicial Sullana-Sullana 

2018. 

 PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN OBJETIVO DE INVESTIGACIÓN 

 G
E

N
E

R
A

L
  

¿Cuál es la calidad de las sentencias de 

primera y segunda instancia sobre 

Cumplimiento de Acto Administrativo de 

Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio, según 

los parámetros normativos, doctrinarios y 

jurisprudenciales pertinentes, en el expediente 

N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, del Distrito 

Judicial Sullana-Sullana 2018? 

Determinar la calidad de las sentencias de 

primera y segunda instancia sobre 

Cumplimiento de Acto Administrativo de 

Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio, según 

los parámetros normativos, doctrinarios y 

jurisprudenciales pertinentes, en el expediente 

N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, del Distrito 

Judicial Sullana-Sullana 2018. 

 E
 S

 P
 E

 C
 I

 F
 I

 C
 

O
 S

 

Sub problemas de investigación /problemas 

específicos 

( no se escriben en el proyecto de tesis, ni en la 

tesis) sólo se ha efectuado para facilitar la 

elaboración de los objetivos específicos 

Objetivos específicos  

 

( son actividades necesarias para alcanzar el 

objetivo general) 
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Respecto de la sentencia de primera instancia Respecto de la sentencia de primera instancia 

¿Cuál es la calidad de la parte expositiva de la 

sentencia de primera instancia, con énfasis en 

la introducción y la postura de las partes? 

Determinar la calidad de la parte expositiva de 

la sentencia de primera instancia, con énfasis 

en la introducción y la postura de las partes. 

¿Cuál es la calidad de la parte considerativa de 

la sentencia de primera instancia, con énfasis 

en la motivación de los hechos y el derecho? 

Determinar la calidad de la parte considerativa 

de la sentencia de primera instancia, con 

énfasis en la motivación de los hechos y el 

derecho. 

¿Cuál es la calidad de la parte resolutiva de la 

sentencia de primera instancia, con énfasis en 

la aplicación del principio de congruencia y la 

descripción de la decisión? 

Determinar la calidad de la parte resolutiva de 

la sentencia de primera instancia, con énfasis 

en la aplicación del principio de congruencia y 

la descripción de la decisión. 

Respecto de la sentencia de segunda instancia Respecto de la sentencia de segunda instancia 

¿Cuál es la calidad de la parte expositiva de la 

sentencia de segunda instancia, con énfasis en 

la introducción y las postura de la partes? 

Determinar la calidad de la parte expositiva de 

la sentencia de segunda instancia, con énfasis 

en la introducción y la postura de las partes. 

¿Cuál es la calidad de la parte considerativa de 

la sentencia de segunda instancia, con énfasis 

en la motivación de los hechos y el derecho? 

Determinar la calidad de la parte considerativa 

de la sentencia de segunda instancia, con 

énfasis en la motivación de los hechos y el 

derecho. 

¿Cuál es la calidad de la parte resolutiva de la 

sentencia de segunda instancia, con énfasis en 

la aplicación del principio de congruencia y la 

descripción de la decisión? 

Determinar la calidad de la parte resolutiva de 

la sentencia de segunda instancia, con énfasis 

en la aplicación del principio de congruencia y 

la descripción de la decisión. 

4.8. Principios éticos 

La realización del análisis crítico del objeto de estudio, está sujeta a lineamientos 

éticos básicos de: objetividad, honestidad, respeto de los derechos de terceros, y 

relaciones de igualdad (Universidad de Celaya, 2011). Se asumió, compromisos 

éticos antes, durante y después del proceso de investigación; a efectos de cumplir el 

principio de reserva, el respeto a la dignidad humana y el derecho a la intimidad 

(Abad y Morales, 2005).  
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Para cumplir con ésta exigencia, inherente a la investigación, se ha suscrito una 

Declaración de compromiso ético, en el cual el investigador(a) asume la obligación 

de no difundir hechos e identidades existentes en la unidad de análisis, éste se 

evidencia como anexo 5. Asimismo, en todo el trabajo de investigación no se reveló 

los datos de identidad de las personas naturales y jurídicas que fueron protagonistas 

en el proceso judicial. 
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V.- RESULTADOS. 

 

5.1.- Resultados 

Cuadro 1: Calidad de la Parte expositiva de la sentencia de Primera Instancia sobre Cumplimiento de Acto Administrativo de 

Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio., con  énfasis en la calidad de la Introducción y de la Postura de las partes, en el expediente. 

N° 01377-2011-0-3101-JR-CI-01- Distrito Judicial  de Sullana - Sullana 2018. 
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Parámetros 

Calidad de la introducción, 

y de la postura de las 

partes 

Calidad de la parte expositiva de la 

sentencia de primera instancia 
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EXPEDIENTE : 1377-2011-0-3101-JR-CI-01 

MATERIA  : CUMPLIMIENTO DE ACTO 

ADMINISTRATIVO DE SUBSIDIO POR LUTO Y 

GASTOS DE SEPELIO. 

ESPECIALISTA : J. 

DEMANDADO : A y B  

DEMANDANTE : C 

 

1. El encabezamiento evidencia: la 

individualización de la sentencia, 

indica el N° de expediente, el número 
de resolución que le corresponde a la 

sentencia, lugar, fecha de expedición, 

menciona al juez, jueces, etc. Si 

cumple 

2. Evidencia el asunto: ¿El 

planteamiento de las pretensiones? 
¿Cuál es el problema sobre lo que se 

decidirá? Sí cumple 

3. Evidencia la individualización de 
las partes: se individualiza al 

demandante, al demandado, y al del 
tercero legitimado; éste último en los 

casos que hubiera en el proceso). No 

cumple 

4. Evidencia los aspectos del proceso: 

el contenido explicita que se tiene a la 
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RESOLUCIÓN NÚMERO: CINCO (05)  

 

SENTENCIA 

 

Sullana catorce de Noviembre de 

Del año dos mil doce.-   

 

I.- ASUNTO A RESOLVER: 

La demandante doña C, interpone Proceso de 

Cumplimiento contra la A, con conocimiento del B, con  

el fin que la demandada cumpla con el acto administrativo 

declarado mediante Resolución Directoral Nº 078-2004-

GOB.REG.PIURA-DRSP-SRSLCC-HS-DE de fecha 24 

de enero de 2005 mediante la cual se le concede el monto 

de mil cuatrocientos cincuenta y cuatro con 00 /100 

Nuevos Soles (S/ 1,454.00); asimismo cumpla con la 

Resolución Directoral Nº 079-2004-GOB.REG.PIURA-

DRSP-SRSLCC-HS-DE, de fecha 24 de enero de 2005, 

mediante la cual se le concede el monto de mil 

vista un proceso regular, sin vicios 
procesales, sin nulidades, que se ha 

agotado los plazos, las etapas, 

advierte constatación, aseguramiento 
de las formalidades del proceso, que 

ha llegado el momento de sentenciar. 

Sí cumple. 

5. Evidencia claridad: el contenido del 

lenguaje no excede ni abusa del uso 

de tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, 

argumentos retóricos. Se asegura de 
no anular, o perder de vista que su 

objetivo es, que el receptor 

decodifique las expresiones ofrecidas. 
Sí cumple 
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1. Explicita y evidencia congruencia 

con la pretensión del demandante. Sí 

cumple. 

2. Explicita y evidencia congruencia 

con la pretensión del demandado. Si 

cumple 

3. Explicita y evidencia congruencia 

con los fundamentos fácticos 

expuestos por las partes. Sí cumple. 

4. Explicita los puntos controvertidos 

o aspectos específicos respecto de los 

cuales se va resolver.Sí cumple. 

5. Evidencia claridad: el contenido del 

lenguaje no excede ni abusa del uso 

de tecnicismos, tampoco de lenguas 
extranjeras, ni viejos tópicos, 

argumentos retóricos. Se asegura de 

no anular, o perder de vista que su 
objetivo es, que el receptor 

decodifique las expresiones ofrecidas. 

Sí cumple. 

     

 

 

 

 

 

X 
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cuatrocientos cincuenta y cuatro con 00 /100 Nuevos 

Soles (S/ 1,454.00), haciendo un total a pagar de S/ 

2,908.00 (Dos mil novecientos ocho nuevos soles), por 

concepto de Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio 

respectivamente, más los costos que emanen del proceso.- 

 

II.- ANTECEDENTES: 

 

2.1 DEMANDA.- (folios 05-06) 

 

La demandante fundamenta su demanda señalando: 

- Que con fecha 24 de enero de 2005, el Hospital de Apoyo 

III de Sullana, emitió la Resolución Directoral Nº 078-

2004-GOB.REG.PIURA-DRSP-SRSLCC-HS-DE y la 

Resolución Directoral Nº 079-2004-GOB.REG.PIURA-

DRSP-SRSLCC-HS-DE, mediante las cuales se resolvió 

otorgarle Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio, 

equivalente a cuatro remuneraciones integras en calidad de  

viuda del ex trabajador del Hospital de Apoyo III de 
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Sullana, C.- 

  

- Asimismo señala, que pese a que la Dirección del 

Hospital de Apoyo III de Sullana cuenta con toda la 

información sobre las Resoluciones administrativas, los 

cuales son actos administrativos firmes; sin embargo, la 

demandada se niega a hacer el pago efectivo íntegro del 

monto otorgado. Sostiene que con fecha 27 de septiembre 

de 2011, requirió mediante Carta Notarial el pago a la 

demandada; sin embrago no se le ha cancelado monto 

alguno.- 

  

2.2.- Mediante Resolución Nº 01 (folios 08-09) se admite a 

trámite la demanda de Proceso de Cumplimiento, 

corriéndose traslado de la misma a la parte demandada.-  

 

2.3.- CONTESTACIÓN DE DEMANDA  

 

2.3.1.- La Procuraduría Pública del Gobierno Regional 
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se apersona y contesta demanda (folios 13-15), solicitando 

que la misma sea declarada infundada señalando: 

 

-Que, el Gobierno Regional de acuerdo a sus funciones y 

responsabilidades en materia presupuestal, que le 

establecen las normas, tal como la Ley N° 28411- Ley 

General del Sistema Nacional Presupuesto Público del 

Ministerio de Economía y Finanzas, a fin de dar 

cumplimiento al pago de estos beneficios, gestionando la 

demanda adicional de recursos, en tanto no se cuenta con 

el Crédito Presupuesto autorizado para tal fin, no se puede 

efectuar pagos de bonificaciones por cumplir 20, 25, 30 

años de servicios y subsidios por fallecimiento y gastos de 

sepelio, entre los cuales se encuentra el demandante con el 

monto de S/ 5, 816.00 (Cinco mil ochocientos dieciséis 

nuevos soles). 

 

2.4.- Mediante Resolución Nº 02 (folios 21-22), se resuelve 

tener por apersonada y por contestada la demanda por la 
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Cuadro diseñado por la Abg. Dionee L. Muñoz Rosas – Docente universitario – ULADECH Católica 

Fuente: sentencia de primera instancia en el expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, del Distrito Judicial de Sullana - Sullana 2018 

Nota. La búsqueda e identificación de los parámetros de la introducción y de la postura de las partes, se realizó en el texto completo de la parte expositiva 

incluyendo la cabecera. 

 

LECTURA. El cuadro 1, revela que la calidad de la parte expositiva de la sentencia de primera instancia fue de rango: muy alta Se 

derivó de la calidad de la introducción, y la postura de las partes, que fueron de rango: alta  y muy alta, respectivamente. En la 

introducción, se encontraron 4 de los 5 parámetros previstos: la individualización de la sentencia, evidencia en asunto, evidencia 

aspectos del proceso y la claridad y No Se Encontró: la individualización de las partes. Por su parte, en la postura de las partes, se 

encontraron los 5 parámetros previstos: explicita y evidencia congruencia con la pretensión del demandante; explicita y evidencia 

congruencia con la pretensión del demandado; explicita y evidencia congruencia con los fundamentos fácticos expuestos por las partes,  

la claridad y la individualización de las partes. 

Procuraduría Pública del Gobierno Regional; asimismo, se 

tiene por ofrecidos los medios probatorios; y conforme al 

estado del proceso pasen los autos a despacho para emitir 

sentencia. 

 

2.5.- Mediante Resolución Nº 03 (folios 23) se ordenó 

remitir los actuados la Juzgado Mixto Transitorio. Por lo 

que siendo el estado del presente proceso el de emitir 

sentencia, se procede a dictar ésta.- 
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Cuadro 2: Calidad de la parte considerativa de la sentencia de primera instancia sobre Cumplimiento de Acto Administrativo 

de Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio; con énfasis en la calidad de la aplicación del principio de motivación de los hechos 

y la motivación del derecho en el expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, del Distrito Judicial de Sullana - Sullana 2018 
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III.- ARGUMENTACIÓN Y FALLO:  

PRIMERO: De conformidad con lo previsto por los 

artículos 1° y 2° del Código Procesal Constitucional 

– Ley N° 28327 – la finalidad de los procesos de 

Hábeas Corpus, Amparo, Hábeas Data y 

Cumplimiento, es proteger los derechos 

constitucionales, reponiendo las cosas al estado 

anterior a la violación o amenaza de violación de un 

derecho constitucional o disponiendo el 

cumplimiento de un mandato legal o de un acto 

administrativo. Si luego de presentada la demanda, 

cesa la agresión o amenaza por decisión voluntaria 

1. Las razones evidencian la selección de los hechos 
probados o improbadas. (Elemento imprescindible, 

expuestos en forma coherente, sin contradicciones, 

congruentes y concordantes con los alegados por las 
partes, en función de los hechos relevantes que 

sustentan la pretensión). Si cumple. 

2. Las razones evidencian la fiabilidad de las 
pruebas. (Se realiza el análisis individual de la 

fiabilidad y validez de los medios probatorios si la 

prueba practicada se puede considerar fuente de 
conocimiento de los hechos, se ha verificado los 

requisitos requeridos para su validez). Sí  cumple. 

3. Las razones evidencian aplicación de la valoración 
conjunta. (El contenido evidencia completitud en la 

valoración, y no valoración unilateral de las 

pruebas, el órgano jurisdiccional examina todos los 
posibles resultados probatorios, interpreta la 

prueba, para saber su significado).Sï cumple. 

4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de 

la sana crítica y las máximas de la experiencia. (Con 

lo cual el juez forma convicción respecto del valor 

del medio probatorio para dar a conocer de un 
hecho concreto).Sí cumple. 

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no 

excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de 

lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista 
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del agresor, o si ella deviene en irreparable, el Juez, 

atendiendo al agravio producido, declarará fundada 

la demanda precisando los alcances de su decisión, 

disponiendo que el emplazado no vuelva a incurrir 

en las acciones u omisiones que motivaron la 

interposición de la demanda, y que si se procediere 

de modo contrario se le aplicará las medidas 

coercitivas previstas en el artículo 22° del citado 

Código, sin perjuicio de la responsabilidad penal que 

corresponda. Y, proceden, estos procesos, cuando se 

amenace o viole los derechos constitucionales por 

acción u omisión de actos de cumplimiento 

obligatorio, por parte de cualquier autoridad, 

funcionario o persona. Cuando se invoque la 

amenaza de violación, ésta debe ser cierta y de 

inminente realización. El proceso de cumplimiento 

procede para que se acate una norma legal o se 

ejecute un acto administrativo.- 

SEGUNDO.- Es pretensión del  recurrente, que la 

que su objetivo es, que el receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas). Sí cumple 
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1. Las razones se orientan a evidenciar que la norma 
aplicada ha sido seleccionada de acuerdo a los 

hechos y pretensiones (El contenido señala la(s) 

norma(s) indica que es válida, refiriéndose a su 
vigencia, y su legitimidad) (Vigencia en cuánto 

validez formal y legitimidad, en cuanto no 

contraviene a ninguna otra norma del sistema, más 
al contrario que es coherente). Sí cumple 

2. Las razones se orientan a interpretar las normas 

aplicadas. (El contenido se orienta a explicar el 
procedimiento utilizado por el juez para dar 

significado a la norma, es decir cómo debe 
entenderse la norma, según el juez) Sï cumple 

3. Las razones se orientan a respetar los derechos 

fundamentales. (La motivación evidencia que su 
razón de ser es la aplicación de una(s) norma(s) 

razonada, evidencia aplicación de la legalidad).Sí 

cumple. 

4. Las razones se orientan a establecer conexión 

entre los hechos y las normas que justifican la 

decisión. (El contenido evidencia que hay nexos, 
puntos de unión que sirven de base para la decisión 

y las normas que le dan el correspondiente respaldo 

normativo).Sí cumple. 

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no 

excede ni abusa del uso de tecnicismos, tampoco de 

lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista 

que su objetivo es, que el receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas). Sí cumple 

    

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

X 



88 

 

demandada cumpla con el acto administrativo 

declarado mediante Resolución Directoral Nº 078-

2004-GOB.REG.PIURA-DRSP-SRSLCC-HS-DE de 

fecha 24 de enero de 2005 mediante la cual se le 

concede el monto de mil cuatrocientos cincuenta y 

cuatro con 00 /100 Nuevos Soles (S/ 1,454.00); 

asimismo cumpla con la Resolución Directoral Nº 

079-2004-GOB.REG.PIURA-DRSP-SRSLCC-HS-

DE, de fecha 24 de enero de 2005, mediante la cual 

se le concede el monto de mil cuatrocientos 

cincuenta y cuatro con 00 /100 Nuevos Soles (S/ 

1,454.00) , haciendo un total a pagar de S/ 2,908.00 

(Dos mil novecientos ocho nuevos soles), más los 

costos que emanen del proceso. En ese contexto, 

respecto al Proceso de Cumplimiento, resulta 

menester señalar, que en este tipo de procesos el 

Funcionario Público tiene un deber absoluto de  

acatamiento del Acto Administrativo, no siendo 

posible ningún tipo de discrecionalidad de su parte. 
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Asimismo, en ellos, los derechos de los demandantes 

son incuestionables, de modo que, comprobada la 

renuencia y el incumplimiento a acatar el Acto 

Administrativo, corresponderá amparar la demanda.- 

 

TERCERO.- En el presente proceso, corren a folios 

02 y 03, la Resolución Directoral Nº 078-2004-

GOB.REG.PIURA-DRSP-SRSLCC-HS-DE fecha 

24 de enero de 2005 mediante la cual se le concede 

el monto de mil cuatrocientos cincuenta y cuatro con 

00 /100 Nuevos Soles (S/ 1,454.00) y la Resolución 

Nº 079-2004-GOB.REG.PIURA-DRSP-SRSLCC-

HS-DE, fecha 24 de enero de 2005, mediante la cual 

se le concede el monto de mil cuatrocientos 

cincuenta y cuatro con 00 /100 Nuevos Soles (S/ 

1,454.00), por concepto de Subsidio por Luto y 

Gastos de Sepelio, equivalente a cuatro 

remuneraciones integras.  Siendo el caso, que las 

Resoluciones Directorales antes referidas, ha 
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establecido cancelar dicho subsidio a favor de la 

recurrente; siendo éste, un mandato vigente, el 

mismo que no ha sido cuestionado por la parte 

demandada; siendo el caso que ésta alegando 

razones presupuestarias, no habiendo cumplido hasta 

el momento con pagar dicho monto, pese a haber 

transcurrido tiempo en exceso, significando ello, que 

dicha Resolución Administrativa no se está 

cumpliendo, pese a haberse requerido en sede 

administrativa su pago, tal como se aprecia de la 

instrumental a folios 04 de autos.- 

 

CUARTO.- Las mencionadas Resoluciones 

Directorales a las que se hace referencia en el 

considerando precedente y de las cuales la recurrente 

solicita su cumplimiento, han sido emitidas con 

fecha 24 de enero de 2005, respectivamente, 

debiendo resaltarse que pese al transcurso del tiempo 

y al requerimiento efectuado por el recurrente por 
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dicho concepto, el Hospital de Apoyo III de Sullana, 

no ha hecho efectivo su pago, cayendo su actuar  en 

el supuesto de Inactividad Material de la 

Administración Pública1, puesto que existe una 

obligación de pago contenida en un Acto 

Administrativo Firme, el cual no se encuentra 

inmerso en ninguna de las causales de nulidad 

establecidas en el artículo 10º de la Ley de 

Procedimiento Administrativo General. En este 

contexto resulta, menester tomar en cuenta lo 

establecido con carácter vinculante, por el Tribunal 

Constitucional en la STC N° 0168-2005-PC/TC2, la 

                                                           
1 Que en palabras de HUAPAYA TAPIA, Ramón; señala que: “se cae en el supuesto de Inactividad Material de la Administrativa Pública, cuando al establecerse mediante un Acto 

Administrativo Firme, una obligación a cargo de la Administración Pública, sin que ésta, haya otorgado el beneficio económico que se reclama”. En: Manual del Proceso 

Contencioso Administrativo; jurista Editores; Lima 2006. 1º edición. Pág. 602. 

 
2 La cual estableció que para el Cumplimiento y la Ejecución del Acto Administrativo y la orden de emisión de una Resolución sean exigibles a través de un Proceso de 

Cumplimiento, además de la renuencia del Funcionario o Autoridad Pública, el mandato contenido en aquellos deberá contener con los siguientes requisitos mínimos comunes: 

 

a) Ser un mandato vigente, 

b) Ser un mandato cierto y claro, es decir debe inferirse indubitablemente de la norma legal o del acto administrativo, 

c) No estar  sujeto a controversias compleja ni a interpretaciones dispares, 

d) Ser de ineludible y obligatorio cumplimiento, 

e) Ser incondicional 

Excepcionalmente podrá tratarse de un mandato condicional, siempre y cuando su satisfacción no sea compleja y no requiera de actuación probatoria 

Adicionalmente, para el caso del cumplimiento de los actos administrativos, además de los requisitos mínimos comunes mencionados, en tales actos se deberá: 
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cual estableció los requisitos para el Cumplimiento y 

la Ejecución del Acto Administrativo y la orden de 

emisión de una Resolución sean exigibles a través de 

un Proceso de Cumplimiento.-   

 

QUINTO.- De lo expuesto en los considerandos 

precedentes se colige que las Resoluciones 

Directorales precitadas, ha determinado en forma 

cierta, clara e indubitable el monto del Subsidio por 

Luto y Gastos de Sepelio que le corresponde al 

actor; esto es, un mandato vigente que no está sujeto 

a controversia, cuyo cumplimiento es ineludible y 

obligatorio, por cuanto no está sujeto a condiciones; 

debiendo por ello el Ministerio de Salud, a través de 

sus órganos competentes, cumplir con presupuestar 

el pago en forma íntegra de la Subsidio por Luto y 

Gastos de Sepelio a favor del accionante.- 

SEXTO.- Finalmente, se debe señalar que es 

                                                                                                                                                                                                                                                                      
f) Reconocer un derecho incuestionable del reclamante, 

g) Permitir individualizar al beneficiario. 
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obligación de los Funcionarios Públicos, cumplir con 

sus propias resoluciones en un periodo aceptable, 

conforme a las normas administrativas cuando no se 

haya fijado con antelación un plazo determinado, 

demostrando en el presente caso, falta de 

responsabilidad al escudarse en el eufemismo de 

disponibilidad presupuestal; en consecuencia 

corresponde amparar la presente demanda y ordenar 

a la demandada cumpla con efectivizar el pago del 

Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio 

 

Por estas consideraciones, estando los dispositivos 

legales precitados, de conformidad con lo previsto 

por el artículo 72º del Código Procesal 

Constitucional, El Juez del Juzgado Mixto 

Transitorio de Descarga de Sullana, merituando con 

criterio de conciencia los medios probatorios 

obrantes en autos; y, Administrando Justicia a 

Nombre de la Nación: 
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Cuadro diseñado por la Abg. Dionee Muñoz Rosas – Docente universitario – ULADECH Católica 

Fuente: sentencia de primera instancia en el expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, del Distrito Judicial de Sullana - Sullana 2018 

Nota1. La búsqueda e identificación de los parámetros de la motivación de los hechos y la motivación del derecho, se realizó en el texto completo de la parte 

considerativa. 

Nota 2. La ponderación de los parámetros de la parte considerativa, fueron duplicados por ser compleja su elaboración. 

 

LECTURA. El cuadro 2, revela que la calidad de la parte considerativa de la sentencia de primera instancia fue de rango: muy 

alta. Se derivó de la calidad de la motivación de los hechos, y la motivación del derecho, que fueron de rango: mediana y alta, 

respectivamente. En la motivación de los hechos, se encontraron los 5 parámetros previstos: razones que evidencian la selección de 

los hechos probados e improbados; razones que evidencian aplicación de las reglas de la sana crítica y las máximas de la experiencia, y 

la claridad. En cuanto a la motivación del derecho se encontraron  los 5 parámetros previstos: razones orientadas a evidenciar que las 

normas aplicadas ha sido seleccionada de acuerdo a los hechos y pretensiones; razones orientadas a respetar los derechos fundamentales; 

razones orientadas a establecer la conexión entre los hechos y las normas que justifican la decisión, y la claridad.  
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Cuadro 3: Calidad de la parte resolutiva de la sentencia de primera instancia sobre Cumplimiento de Acto Administrativo de Subsidio por Luto y Gastos 

de Sepelio; con énfasis en la calidad de la aplicación del principio de congruencia y de la descripción de la decisión en el expediente N° 1377-2011-0-

3101-JR-CI-01, del Distrito Judicial de Sullana - Sullana 2018 
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FALLO: Declarando FUNDADA la demanda de 

Proceso de Cumplimiento incoada por don C, en 

consecuencia ORDENO: que la demandada 

HOSPITAL DE APOYO III DE SULLANA cumpla 

con EL PAGO ÍNTEGRO del Subsidio por Luto y 

Gastos de Sepelio a favor de la recurrente, por el monto 

de DOS MIL NOVECIENTOS OCHO NUEVOS 

SOLES (S/ 2,908.00), equivalente a cuatro 

remuneraciones integras; con costos del proceso; 

debiendo comunicar al Juzgado que ha cumplido con el 

1. El pronunciamiento evidencia resolución de 
todas las pretensiones oportunamente 

ejercitadas. (Es completa). Sí cumple. 

2. El pronunciamiento evidencia resolución 
nada más que de las pretensiones ejercitadas. 

(No se extralimita/Salvo que la ley autorice 

pronunciarse más allá de lo solicitado). Sí 

cumple. 

3. El pronunciamiento evidencia aplicación de 
las dos reglas precedentes a las cuestiones 

introducidas y sometidas al debate, en primera 

instancia. Sí cumple. 

4. El pronunciamiento evidencia 

correspondencia (relación recíproca) con la 

parte expositiva y considerativa 
respectivamente. Sí cumple. 

5. Evidencia claridad (El contenido del 

lenguaje no excede ni abusa del uso de 
tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, 

ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se 

asegura de no anular, o perder de vista que su 

objetivo es, que el receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas). Sí cumple. 
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presente mandato judicial, en el plazo más breve, bajo 

apercibimiento de aplicarse el artículo veintidós del 

Código Procesal Constitucional; en caso de 

incumplimiento. Notificándose la presente a las partes 

con arreglo a Ley.- 

1. El pronunciamiento evidencia mención 
expresa de lo que se decide u ordena. Sí 

cumple. 

2. El pronunciamiento evidencia mención clara 
de lo que se decide u ordena. Sí cumple. 

3. El pronunciamiento evidencia a quién le 

corresponde cumplir con la pretensión 
planteada/ el derecho reclamado, o la 

exoneración de una obligación. Sí cumple. 

4. El pronunciamiento evidencia mención 

expresa y clara a quién le corresponde el pago 

de los costos y costas del proceso, o la 
exoneración si fuera el caso. Sí cumple. 

5. Evidencia claridad: El contenido del 

lenguaje no excede ni abusa del uso de 
tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, 

ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se 

asegura de no anular, o perder de vista que su 
objetivo es, que el receptor decodifique las 

expresiones ofrecidas. Sí cumple. 
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Cuadro diseñado por la Abg. Dionee L. Muñoz Rosas – Docente universitario – ULADECH Católica. 
Fuente: sentencia de primera instancia en el expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, del Distrito Judicial de Sullana - Sullana 2018. 

Nota. La búsqueda e identificación de los parámetros de la aplicación del principio de congruencia y de la descripción de la decisión, se realizó en el texto 

completo de la parte resolutiva. 

 

LECTURA. El cuadro 3, revela que la calidad de la parte resolutiva de la sentencia de primera instancia fue de rango: muy alta. Se 

derivó de la calidad de la aplicación del principio de congruencia, y la descripción de la decisión, que fueron de rango: muy alta y alta; 

respectivamente. En la aplicación del principio de congruencia, se encontraron los 5 parámetros previstos: resolución de todas las 

pretensiones oportunamente ejercitadas; resolución nada más que de las pretensiones ejercitadas, aplicación de las dos reglas 

precedentes a las cuestiones introducidas y sometidas al debate, en primera instancia; evidencia correspondencia con la parte expositiva 

y considerativa respectivamente, y la claridad. Finalmente, en la descripción de la decisión se encontraron  los 5 parámetros 

previstos: evidencia mención expresa de lo que se decide u ordena; evidencia mención clara de lo que se decide u ordena; evidencia a 

quién le corresponde cumplir con la pretensión planteada/ el derecho reclamado, o la exoneración de una obligación; y la claridad.  
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Cuadro 4: Calidad de la parte expositiva de la sentencia de segunda instancia sobre Cumplimiento de Acto Administrativo de Subsidio por Luto y Gastos 

de Sepelio; con énfasis en la calidad de la introducción y de la postura de las partes en el expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, del Distrito Judicial 

de Sullana - Sullana 2018. 
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Evidencia Empírica 

 

 

 

Parámetros 

Calidad de la 

introducción, y de la 

postura de las partes 

Calidad de la parte expositiva 

de la sentencia de segunda 

instancia 
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1 2 3 4 5 [1 - 

2] 

[3 - 4] [5 - 

6] 

[7- 

8] 

[9-
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EXPEDIENTE  : 01377-2011-0-3101-

JR-CI-01 

MATERIA   : PROCESO DE 

CUMPLIMIENTO 

DEMANDANTE  : C 

DEMANDADO : B 

    : A 

RELATOR   : R 

 

SENTENCIA DE VISTA 

 

Resolución N° catorce (14).- 

1. El encabezamiento evidencia: la 
individualización de la sentencia, indica el 

N° de expediente, el número de resolución 

que le corresponde a la sentencia, lugar, 
fecha de expedición, menciona al juez, 

jueces, etc. Sí cumple. 

2. Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de 
las pretensiones? ¿Cuál es el problema 

sobre lo que se decidirá?, el objeto de la 

impugnación, o la consulta; los extremos a 
resolver. Sí cumple. 

3. Evidencia la individualización de las 

partes: se individualiza al demandante, al 
demandado, y al del tercero legitimado; éste 

último en los casos que hubiera en el 

proceso). Sí cumple. 

4. Evidencia aspectos del proceso: el 

contenido explicita que se tiene a la vista un 

proceso regular, sin vicios procesales, sin 
nulidades, que se ha agotado los plazos, las 

etapas, advierte constatación, 

aseguramiento de las formalidades del 
proceso, que ha llegado el momento de 

sentenciar. Sí cumple. 

5. Evidencia claridad: el contenido del 
lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 
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Sullana, veintitrés de enero de dos mil catorce.- 

 

VISTOS Y CONSIDERANDO:  

 

MATERIA DEL RECURSO 

El presente Proceso de Cumplimiento se ha remitido a 

esta Superior Instancia en virtud del recurso de 

apelación interpuesto por la Procuradora Pública del 

Gobierno Regional de Piura contra la sentencia 

contenida en la Resolución número cinco, de fecha 

catorce de noviembre de 2012, obrante de folios 31 a 

34, expedida por el Juzgado Mixto Transitorio de 

Sullana, que declara Fundada la demanda interpuesta 

por C contra el B y otros, ordenando que la entidad 

demandada cumpla con el pago íntegro del Subsidios 

por Luto y Gastos de Sepelio a favor de la recurrente, 

por el monto de dos mil novecientos ocho con 00/100 

nuevos soles, equivalente a cuatro remuneraciones 

íntegras, con costos del proceso; debiendo comunicar 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder 
de vista que su objetivo es, que el receptor 

decodifique las expresiones ofrecidas. Sí 

cumple. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

10 

 

 

P
o
st

u
ra

 d
e 

la
s 

p
a
rt

es
 

 

1. Evidencia el objeto de la impugnación/la 

consulta (El contenido explicita los 

extremos impugnados en el caso que 
corresponda). Sí cumple. 

2. Explicita y evidencia congruencia con los 

fundamentos fácticos/jurídicos que sustentan 

la impugnación/o la consulta. Si cumple. 

3. Evidencia la pretensión(es) de quien 

formula la impugnación/o de quien ejecuta 
la consulta. Si cumple. 

4. Evidencia la(s) pretensión(es) de la parte 

contraria al impugnante/de las partes si los 
autos se hubieran elevado en consulta/o 

explicita el silencio o inactividad procesal. 

Sí cumple. 

5. Evidencia claridad: el contenido del 

lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas 
extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder 

de vista que su objetivo es, que el receptor 
decodifique las expresiones ofrecidas. Sí 

cumple. 
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al juzgado que ha cumplido con el presente mandato 

judicial, en el plazo más breve, bajo apercibimiento de 

aplicarse el artículo veintidós del Código Procesal 

Constitucional en caso de incumplimiento. 

 

Cuadro diseñado por la Abg. Dionee L. Muñoz Rosas – Docente  universitario – ULADECH Católica 

Fuente: sentencia de segunda instancia en el expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, del Distrito Judicial de Sullana - Sullana 2018 

Nota. La búsqueda e identificación de los parámetros de la introducción y de la postura de las partes, se realizó en el texto completo de la parte expositiva 

incluyendo la cabecera. 

 

LECTURA. El cuadro 4, revela que la calidad de la parte expositiva de la sentencia de segunda instancia fue de rango muy alta. Se 

derivó de la calidad de la introducción, y la postura de las partes que fueron de rango: alta y muy alta, respectivamente: En la 

introducción, se encontraron  los 5 parámetros previstos: el encabezamiento; el asunto; la individualización de las partes, aspectos del 

proceso y la claridad. De igual forma en, la postura de las partes se encontraron  los 5 parámetros previstos: explicita y evidencia 

congruencia con los fundamentos fácticos/jurídicos que sustentan la impugnación; evidencia la pretensión de quien formula la 

impugnación y la claridad. 
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Cuadro 5: Calidad de la parte considerativa de la sentencia de segunda instancia sobre Cumplimiento de Acto Administrativo de Subsidio por Luto y 

Gastos de Sepelio; con énfasis en la motivación de los hechos y la motivación del derecho en el expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, del Distrito 

Judicial de Sullana - Sullana 2018. 
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Evidencia empírica 

 

 

Parámetros 

Calidad de la motivación de 

los hechos y el derecho 

Calidad de la parte considerativa 

de la sentencia de segunda 

instancia 
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2 4 6 8 10 [1 - 4] [5 - 8] [9 - 12] [13- 16] [17-20] 
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FUNDAMENTOS DEL RECURSO 

La impugnante pretende que se revoque la sentencia 

que obra a folios 31 a 34, expedida por el A-quo, 

alegando: a) Que, el señor juez omite apreciar que 

existe un procedimiento establecido en la Ley para el 

cumplimiento de las resoluciones judiciales con calidad 

de cosa juzgada que contienen obligación dineraria a 

cargo del Estado, establecido en el artículo 47° del 

TUO de la Ley N° 27584 Ley que regula el Proceso 

Contencioso Administrativo, aprobado mediante 

Decreto Supremo N° 013-2008-JUS, que señala que las 

obligaciones dinerarias, derivadas de resoluciones 

1. Las razones evidencian la selección de los 
hechos probados o improbadas. (Elemento 

imprescindible, expuestos en forma coherente, 

sin contradicciones, congruentes y concordantes 
con los alegados por las partes, en función de 

los hechos relevantes que sustentan la 

pretensión(es). Sí cumple. 

2. Las razones evidencian la fiabilidad de las 

pruebas. (Se realiza el análisis individual de la 
fiabilidad y validez de los medios probatorios si 

la prueba practicada se puede considerar fuente 

de conocimiento de los hechos, se ha verificado 
los requisitos requeridos para su validez). Sí 

cumple. 

3. Las razones evidencian aplicación de la 
valoración conjunta. (El contenido evidencia 

completitud en la valoración, y no valoración 

unilateral de las pruebas, el órgano 
jurisdiccional examina todos los posibles 

resultados probatorios, interpreta la prueba, 

para saber su significado). Sí cumple. 

4. Las razones evidencia aplicación de las reglas 

de la sana crítica y las máximas de la 

experiencia. (Con lo cual el juez forma 
convicción respecto del valor del medio 

probatorio para dar a conocer de un hecho 

concreto).Sí cumple. 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje 

no excede ni abusa del uso de tecnicismos, 
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judiciales se cancelan en la medida que exista 

disponibilidad presupuestaria en la entidad pública 

obligada. En caso no existan recursos inmediatos o en 

el presente ejercicio presupuestal para cumplir con el 

pago, como sucede en este caso, debe procederse de 

acuerdo a lo establecido en el numeral 47.3 del artículo 

47 del referido Texto Único Ordenado concordante con 

el artículo  47.4 del mismo cuerpo legal, lo que se 

encuentra ratificado por el artículo 70 de la Ley Nº 

28411 Ley General del Sistema Nacional de 

Presupuesto;  

 

b) Que, en ningún extremo de la disposición anotada se 

establece cumplir con pagar en el más breve plazo, bajo 

apercibimiento de aplicarse el artículo 22° del Código 

Procesal Constitucional, como la establece la sentencia 

apelada como tampoco se señala que el referido 

procedimiento de pago es exclusivo para los procesos 

administrativo, por tanto no puede exigirse a una 

tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos 
tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no 

anular, o perder de vista que su objetivo es, que 

el receptor decodifique las expresiones 
ofrecidas. Sí cumple. 
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1. Las razones se orientan a evidenciar que la 

norma aplicada ha sido seleccionada de acuerdo 
a los hechos y pretensiones. (El contenido 

señala la norma indica que es válida, 

refiriéndose a su vigencia, y su legitimidad) 

(Vigencia en cuanto a validez formal y 

legitimidad, en cuanto no contraviene a ninguna 

otra norma del sistema, más al contrario que es 
coherente). Sí cumple. 

2. Las razones se orientan a interpretar las 

normas aplicadas. (El contenido se orienta a 
explicar el procedimiento utilizado por el juez 

para dar significado a la norma, es decir cómo 

debe entenderse la norma, según el juez) Sí 

cumple. 

3. Las razones se orientan a respetar los 

derechos fundamentales. (La motivación 
evidencia que su razón de ser es la aplicación 

de una(s) norma(s) razonada, evidencia 

aplicación de la legalidad). Sí cumple. 

4. Las razones se orientan a establecer conexión 

entre los hechos y las normas que justifican la 

decisión. (El contenido evidencia que hay nexos, 
puntos de unión que sirven de base para la 

decisión y las normas que le dan el 

correspondiente respaldo normativo). Sí 

cumple. 

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje 

no excede ni abusa del uso de tecnicismos, 
tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos 

tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no 

anular, o perder de vista que su objetivo es, que 
el receptor decodifique las expresiones 

ofrecidas). Sí cumple. 
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entidad del Estado el cumplimiento de pago inmediato; 

c) Que, El Tribunal Constitucional se ha pronunciado 

respecto a la constitucionalidad del procedimiento de 

pago para las entidades del Estado que se sustenta en el 

artículo 47 del Texto Único Ordenado de la Ley Nº 

27584. 

 

CONSIDERANDO: 

Primero.- Que, el inciso 6) del artículo 139° de la 

Constitución Política del Estado vigente, concordante 

con el artículo 11° del Texto Único Ordenado de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial, consagran el derecho a la 

pluralidad de instancias, el cual constituye una de las 

garantías del debido proceso y se materializa cuando el 

justiciable tiene la posibilidad de poder impugnar una 

decisión judicial, ante un órgano jurisdiccional de 

mayor jerarquía y con facultades de dejar sin efecto lo 

originalmente dispuesto, tanto en la forma como en el 

fondo; por lo tanto, constituye un derecho público-
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subjetivo incorporado dentro del principio de la libertad 

de la impugnación. 

 

Segundo.- El inciso 6 del artículo 200° de la 

Constitución Política del Perú establece que “6. La 

CUMPLIMIENTO DE ACTO ADMINISTRATIVO 

DE SUBSIDIO POR LUTO Y GASTOS DE SEPELIO, 

que procede contra cualquier autoridad o funcionario 

renuente a acatar una norma legal o un acto 

administrativo, sin perjuicio de las responsabilidades de 

ley”; por lo que tenemos que el proceso de 

cumplimiento es un proceso constitucional cuyo objeto 

es preservar la eficacia de las normas con rango, valor y 

fuerza de ley, así como los actos administrativos 

expedidos por la Administración Pública, que 

funcionarios o autoridades se muestren contrarios a 

acatar; por esta razón el artículo 66 del Código Procesal 

Constitucional ha previsto que el objeto del proceso de 

cumplimiento es ordenar que el funcionario o autoridad 
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pública renuente: a) Dé cumplimiento a una norma 

legal o ejecute un acto administrativo firme; o b) Se 

pronuncie expresamente cuando las normas legales le 

ordenan emitir una resolución administrativa o dictar un 

reglamento. 

 

Tercero.- El Tribunal Constitucional ha establecido 

mediante sentencia en el Expediente Nº 00168-2005-

AC,  en cuanto a la naturaleza y fines del proceso de 

cumplimiento que: “El acatamiento de una norma legal 

o un acto administrativo tiene su más importante 

manifestación en el nivel de su eficacia. Por tanto, el 

proceso de cumplimiento tiene como finalidad proteger 

el derecho constitucional de defender la eficacia de las 

normas legales y actos administrativos (...). Con el 

proceso de cumplimiento el Estado social y 

democrático de derecho que reconoce la Constitución 

(artículos 3 y 43), el deber de los peruanos de respetar 

y cumplir la Constitución y el ordenamiento jurídico 
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(artículo 38) y la jerarquía normativa de nuestro 

ordenamiento jurídico (artículo 51) serán reales, 

porque, en caso de la renuencia de las autoridades o 

funcionarios a acatar una norma legal o un acto 

administrativo, los ciudadanos tendrán un mecanismo 

de protección destinado a lograr su acatamiento y, por 

ende, su eficacia.”. 

 

Cuarto.- Asimismo, acerca de los requisitos de 

procedibilidad de este proceso constitucional ha 

señalado: “Para que el cumplimiento de la norma legal, 

la ejecución del acto administrativo y la orden de 

emisión de una resolución sean exigibles a través del 

proceso de cumplimiento, además de la renuencia del 

funcionario o autoridad pública, el mandato contenido 

en aquellos deberá contar con los siguientes requisitos 

mínimos comunes: a) Ser un mandato vigente. b) Ser un 

mandato cierto y claro, es decir, debe inferirse 

indubitablemente de la norma legal o del acto 
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administrativo. c) No estar sujeto a controversia 

compleja ni a interpretaciones dispares. d) Ser de 

ineludible y obligatorio cumplimiento. e) Ser 

incondicional. Excepcionalmente, podrá tratarse de un 

mandato condicional, siempre y cuando su satisfacción 

no sea compleja y no requiera de actuación 

probatoria. Adicionalmente, para el caso del 

cumplimiento de los actos administrativos, además de 

los requisitos mínimos comunes mencionados, en tales 

actos se deberá: f) Reconocer un derecho 

incuestionable del reclamante. g)  Permitir 

individualizar al beneficiario.”. 

 

Quinto.- En el caso de autos, tenemos que la accionante 

C solicita que la entidad demandada cumpla con los 

actos administrativos contenidos en las Resoluciones 

Directorales N° 078-2004-GOB.REG.PIURA-DRSP-

SRSLCC-HS-DE y N° 079-2004-GOB.REG.PIURA-

DRSP-SRSLCC-HS-DE, ambas de fecha 24 de enero 
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de 2005, en las cuales se reconocen y conceden el 

derecho de la actora a los Subsidios por Gastos de 

Sepelio y Luto y por Fallecimiento, por la suma de un 

mil cuatrocientos cincuenta y cuatro con 00/100 Nuevos 

Soles en cada caso, haciendo un total de dos mil 

novecientos ocho con 00/100 Nuevos Soles 

(S/.2,908.00); observándose que del contenido de las 

resoluciones administrativas mencionadas resulta 

manifiesto que contienen un mandato vigente, cierto, 

claro e indubitablemente con relación al pago de los 

subsidios que reclama la demandante, y que tal pago 

resulta de ineludible y obligatorio cumplimiento. 

 

Sexto.- Advirtiéndose del recurso impugnatorio que 

obra en autos que presenta como principal argumento 

que el cumplimiento de las resoluciones que son 

materia de la demanda se tramitan de conformidad con 

lo previsto en el artículo 47 del Texto Único Ordenado 

de la Ley 27584; debemos precisar, en principio, que en 
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el presente caso no está en debate la forma de ejecutar 

lo ordenado en las resoluciones administrativas que son 

materia de la demanda, sino que debido a la especial 

naturaleza y fines del proceso de cumplimiento (se trata 

de un proceso de condena, de ejecución, breve, 

sumario, donde la actividad probatoria es mínima), la 

actividad jurisdiccional se constriñe a verificar si el acto 

administrativo satisface las exigencias del artículo 66° 

del Código Procesal Constitucional y las desarrolladas 

por el Tribunal Constitucional en la Sentencia N° 

00168-2005-AC, que constituye precedente vinculante, 

de tal modo que si se ampara la demanda de 

cumplimiento por comprobada renuencia a acatar el 

mandato legal o el acto administrativo, el funcionario o 

autoridad pública tiene un deber absoluto e inmediato 

de cumplir lo ordenado en la sentencia, no siendo 

posible someter la ejecución de lo decidido al 

procedimiento previsto en el artículo 47° de la Ley 

27584 que regula el proceso contencioso 
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administrativo, pues si ello fuera así la sentencia 

expedida en el proceso constitucional terminaría 

irremediablemente convirtiéndose en simplemente 

declarativa e ineficaz, sujeta a la disponibilidad 

presupuestaria y financiera de la entidad demandada, lo 

que resulta contrario a la naturaleza y fines del proceso 

constitucional que exige el cumplimiento inmediato de 

la ley o del acto administrativo, razón por la que en el 

presente caso debe cumplirse con el pago de los 

Subsidios por Fallecimiento y por Luto y Gastos de 

Sepelio otorgados a la demandante en el más breve 

plazo dispuesto por la autoridad jurisdiccional: 

 

 

Cuadro diseñado por la Abg. Dionee L. Muñoz Rosas – Docente universitario – ULADECH Católica 
Fuente: sentencia de segunda instancia en el expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, del Distrito Judicial de Sullana - Sullana 2018. 

Nota 1. La búsqueda e identificación de los parámetros de la motivación de los hechos, y la motivación del derecho, se realizó en el texto completo de la parte 

considerativa. 

Nota 2. La ponderación de los parámetros de la parte considerativa, fueron duplicados por ser compleja su elaboración. 

 

LECTURA. El cuadro 5, revela que la calidad de la parte considerativa de la sentencia de segunda instancia fue de rango: muy alta. 

Se derivó de la calidad de la motivación de los hechos, y la motivación del derecho, que fueron de rango: alta y muy alta; 
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respectivamente. En la motivación de los hechos, se encontraron  los 5 parámetros previstos: las razones evidencian la selección de los 

hechos probados o improbados; las razones evidencian la fiabilidad de las pruebas; las razones evidencian aplicación de las reglas de la 

sana crítica y las máximas de la experiencia; y la claridad, mientras 1: las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta; no se 

encontró. Finalmente, en la motivación del derecho, se encontraron los 5 parámetros previstos: las razones se orientan a evidenciar 

que la norma aplicada fue seleccionada de acuerdo a los hechos y pretensiones; las razones se orientan a interpretar las normas 

aplicadas; las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales; las razones se orientan a establecer la conexión entre los hechos 

y las normas que justifican la decisión, y la claridad. 
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Cuadro 6: Calidad de la parte resolutiva de la sentencia de segunda instancia sobre Cumplimiento de Acto Administrativo de Subsidio por Luto y Gastos de 

Sepelio; con énfasis en la calidad de la aplicación del principio de congruencia y de la descripción de la decisión en el expediente N° 1377-2011-0-3101-

JR-CI-01, del Distrito Judicial de Sullana - Sullana 2018. 
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Evidencia empírica 

 

 

 

Parámetros 

Calidad de la aplicación del 

principio de congruencia, y la 

descripción de la decisión 

Calidad de la parte resolutiva de la sentencia 

de segunda instancia 
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DECISIÓN: 

CONFIRMARON la sentencia contenida en la 

Resolución número cinco, de fecha catorce de noviembre 

de 2012, obrante de folios 31 a 34, expedida por el Juzgado 

Mixto Transitorio de Sullana, que declara Fundada la 

demanda interpuesta por C contra el B y otros, ordenando 

que la entidad demandada cumpla con el pago íntegro del 

Subsidios por Luto y Gastos de Sepelio a favor de la 

recurrente, por el monto de dos mil novecientos ocho con 

00/100 nuevos soles, equivalente a cuatro remuneraciones 

íntegras, con costos del proceso; debiendo comunicar al 

juzgado que ha cumplido con el presente mandato judicial, 

1. El pronunciamiento evidencia 

resolución de todas las pretensiones 

formuladas en el recurso impugnatorio/ o 
los fines de la consulta. (Es completa). Si 

cumple. 

2. El pronunciamiento evidencia 
resolución nada más que de las 

pretensiones formuladas en el recurso 

impugnatorio/ o la consulta (No se 

extralimita) /Salvo que la ley autorice 

pronunciarse más allá de lo solicitado). Si 

cumple. 
3. El pronunciamiento evidencia 

aplicación de las dos reglas precedentes a 

las cuestiones introducidas y sometidas al 
debate, en segunda instancia. Si cumple. 

4. El pronunciamiento evidencia 

correspondencia (relación recíproca) con la 
parte expositiva y considerativa 

respectivamente. Si cumple. 

5. Evidencian claridad (El contenido del 
lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas 
extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder 

de vista que su objetivo es, que el receptor 
decodifique las expresiones ofrecidas). Sí 

cumple. 
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en el plazo más breve, bajo apercibimiento de aplicarse el 

artículo veintidós del Código Procesal Constitucional en 

caso de incumplimiento; con lo demás que contiene; y 

consentida o ejecutoriada se sea esta resolución se 

devuelvan los actuados al Juzgado de origen. 

 

 

 

1. El pronunciamiento evidencia mención 
expresa de lo que se decide u ordena. Sí 

cumple. 

2. El pronunciamiento evidencia mención 
clara de lo que se decide u ordena. Sí 

cumple. 

3. El pronunciamiento evidencia a quién le 
corresponde cumplir con la pretensión 

planteada/ el derecho reclamado/ o la 

exoneración de una obligación/ la 

aprobación o desaprobación de la consulta. 

Sí cumple. 
4. El pronunciamiento evidencia mención 

expresa y clara a quién le corresponde el 

pago de los costos y costas del proceso/ o 
la exoneración si fuera el caso. Sí cumple 

5. Evidencia claridad: El contenido del 

lenguaje no excede ni abusa del uso de 
tecnicismos, tampoco de lenguas 

extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder 
de vista que su objetivo es, que el receptor 

decodifique las expresiones ofrecidas. Sí 

cumple 
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Cuadro diseñado por la Abg. Dionee L. Muñoz Rosas – Docente universitario – ULADECH Católica 
Fuente: sentencia de segunda instancia en el expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, del Distrito Judicial de Sullana - Sullana 2018. 

Nota. La búsqueda e identificación de los parámetros de la aplicación del principio de congruencia, y de la descripción de la decisión se realizó en el texto 

completo de la parte resolutiva. 

 

LECTURA. El cuadro 6, revela que la calidad de la parte resolutiva de la sentencia de segunda instancia fue de rango muy alta. Se 

derivó de la calidad de la aplicación del principio de congruencia, y la descripción de la decisión, que fueron de rango: muy alta y alta, 

respectivamente. En la aplicación del principio de congruencia, se encontraron los 5 parámetros previstos: resolución de todas las 

pretensiones formuladas en el recurso impugnatorio; resolución nada más que de las pretensiones formuladas en el recurso 

impugnatorio; aplicación de las dos reglas precedentes a las cuestiones introducidas y sometidas al debate, en segunda instancia; 

evidencia correspondencia con la parte expositiva y considerativa, respectivamente, y la claridad. Finalmente, en la descripción de la 
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decisión, se encontró los 5 parámetros: mención expresa de lo que se decide u ordena; mención clara de lo que se decide u ordena; 

mención expresa y clara a quién le corresponde cumplir con la pretensión planteada, y la claridad. 
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Cuadro 7: Calidad de la sentencia de primera instancia sobre Cumplimiento de Acto Administrativo de Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio; según los 

parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales, pertinentes, en el expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, del Distrito Judicial de Sullana - 

Sullana 2018 
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de los hechos 
    X [9- 12] Mediana 
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Aplicación del Principio de 

congruencia 

1 2 3 4 5 

10 

 

[9 - 10] 

 

Muy alta 
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Descripción de la decisión     X 
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Cuadro diseñado por la Abg. Dionee L. Muñoz Rosas – Docente universitario – ULADECH Católica 

Fuente: sentencia de primera instancia en el expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, del Distrito Judicial de Sullana - Sullana 2018 
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Nota. La ponderación de los parámetros de la parte considerativa, fueron duplicados por ser compleja su elaboración. 

 

LECTURA. El cuadro 7, revela que la calidad de la sentencia de primera instancia sobre Cumplimiento de Acto Administrativo de 

Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio, según los parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales, pertinentes, en el 

expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, del Distrito Judicial de Piura, fue de rango: muy alta. Se derivó de la calidad de la parte 

expositiva, considerativa y resolutiva que fueron: alta, muy alta y muy alta, respectivamente. Donde, el rango de calidad de: la 

introducción, y la postura de las partes, fueron: muy alta y muy alta; asimismo de la motivación de los hechos, y la motivación del 

derecho fueron: muy alta, y finalmente la aplicación del principio de congruencia, y la descripción de la decisión fueron: muy alta y muy 

alta; respectivamente. 
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Cuadro 8: Calidad de la sentencia de segunda instancia sobre sobre Cumplimiento de Acto Administrativo de Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio, 

según los parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales, pertinentes, en el expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, del Distrito 

Judicial de Sullana-Sullana 2018. 
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Cuadro diseñado por la Abg. Dionee L. Muñoz Rosas – Docente universitario – ULADECH Católica 

Fuente: sentencia de segunda instancia en el expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, del Distrito Judicial de Sullana-Sullana 2018. 
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Nota. La ponderación de los parámetros de la parte considerativa, fueron duplicados por ser compleja su elaboración. 

 

LECTURA. El cuadro 8, revela que la calidad de la sentencia de segunda instancia sobre sobre Cumplimiento de Acto Administrativo 

de Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio, según los parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales, pertinentes, en el 

expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, del Distrito Judicial de Sullana, fue de rango: muy alta. Se derivó de la calidad de la 

parte expositiva, considerativa y resolutiva que fueron: muy alta, muy alta y muy alta, respectivamente. Donde, el rango de la calidad 

de: la introducción, y la postura de las partes fueron: muy alta y muy alta; asimismo, de la motivación de los hechos, y la motivación del 

derecho fueron: alta y muy alta; finalmente: la aplicación del principio de congruencia, y la descripción de la decisión fueron: muy alta y 

muy alta, respectivamente. 
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5 Análisis de los Resultados 

 

Conforme a los resultados se determinó que, las sentencias de primera y segunda instancia 

sobre Cumplimiento de Acto Administrativo de Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio, del 

expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, perteneciente al Distrito Judicial de Sullana – 

Sullana, son de rango muy alta  calidad, esto es de conformidad con los parámetros 

normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, planteados en el presente estudio, 

respectivamente (Cuadros N° 7 y 8). 

 

En relación a la sentencia de primera instancia 

Se trata de una sentencia emitida por un órgano jurisdiccional de primera instancia, este 

fue el Juzgado Mixto Transitorio de Descarga de Sullana, cuya calidad se ubica en el rango 

de muy alta calidad, de conformidad con los parámetros normativos, doctrinarios y 

jurisprudenciales pertinentes (Cuadro N° 7). 

 

En cuanto a sus partes: “expositiva”, “considerativa” y “resolutiva” se ubicaron en el 

rango de: “muy  alta”, “muy alta” y “muy alta” calidad, respectivamente (Cuadro N° 1, 2 y 

3). 

Dónde: 

 

1. La calidad de su parte expositiva fue de rango muy alta. Se deriva de la calidad de 

su introducción y de la postura de las partes, que alcanzaron ubicarse en el rango de  

alta y muy alta calidad respectivamente (Cuadro N° 1). 

 

En la “introducción” de los cinco parámetros planteados en el presente estudio, se 

hallaron cuatro, estos fueron: la El encabezamiento; Evidencia el asunto; Evidencia 

aspectos del proceso y la claridad. No se halló la individualización de las partes. 
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En cambio, en “la postura de las partes” se hallaron los cinco parámetros : el contenido 

explicita y evidencia congruencia con la pretensión del demandante; el contenido 

explicita y evidencia congruencia con la pretensión del demandado; el contenido explicita 

y evidencia congruencia con los fundamentos de hecho de la parte demandante y de la 

parte demandada y la claridad. 

 

Sobre la base de estos resultados: 

 

El hecho de tener una introducción, compuesta por un “encabezamiento”, que presenta la 

numeración del expediente; la numeración de la sentencia; el lugar y la fecha, donde fue 

emitida,  no consignó los nombres del juez, pero sí del especialista. Asimismo, un “asunto”, 

donde se puede leer, cuál es el problema o respecto a qué se decidirá. Una 

“individualización de las partes” que precisa la identidad de las partes, no se halló. 

Prácticamente, está significando que la sentencia, en cuanto a estos rubros se ajusta en 

su mayoría a la totalidad de los parámetros normativos establecidos en el artículo 119 ( 

primer párrafo) y 122 ( inciso 1 y 2) del Código Procesal Civil; porque en ellas se indica 

las características que deben tener las resoluciones (Cajas, 2011). 

 

Asimismo, que en la postura de las partes, se hallaron los cinco parámetros, que fueron: 

el contenido explicita y evidencia congruencia con la pretensión del demandante; el 

contenido explicita y evidencia congruencia con la pretensión del demandado; el 

contenido explicita y evidencia congruencia con los fundamentos de hecho de la parte 

demandante y de la parte demandada; y la claridad. 
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En principio, deja entrever que en el texto de la sentencia se tiende a destacar la 

pretensión del accionante; y de la parte demandada, no obstante que se trata de una 

sentencia que resuelve un proceso constitucional; esta escrito específicamente qué es lo 

que plantea el demandado;  permite conocer la pretensión que el emplazado introdujo 

al proceso;  no presenta  puntos controvertidos a resolver, por cuanto en un proceso 

constitucional,  y en las referidas Resoluciones expresan un mandato vigente que no 

admite controversias, el mismo que no ha sido cuestionado por la parte 

demandada. Este hallazgo dejan entrever que la sentencia  recoge lo hecho y actuado 

en el proceso; ya que por definición la parte expositiva de la sentencia, es aquel punto 

donde  plantean claramente sus pretensiones (León, 2008),  se evidencia la Tutela 

Jurisdiccional efectiva al que se refiere el artículo I del T. P. del Código Procesal Civil, 

y la definición que ensaya Martel (2003). 

 

2. La calidad de su parte considerativa fue de rango Muy Alta Se deriva de 

la calidad de la motivación de los hechos y de la motivación del derecho que 

alcanzaron ubicarse en el rango de  muy alta y muy alta calidad, respectivamente 

(Cuadro N° 2). 

 

En “la motivación de los hechos”, se cumplió con los 5 parámetros, estos fueron: la 

aplicación de la valoración conjunta; las razones evidencian la selección de los hechos 

probados o improbadas; las razones evidencian la fiabilidad de las pruebas; y la 

aplicación de las reglas de la sana crítica y las máximas de la experiencia y la claridad.  

 

Al respecto, puede afirmarse que por exigencia Constitucional y Legal, según la norma 

del inciso 5 del artículo 139° de la Constitución Política del Estado, comentada por 

Chaname (2009); el artículo 12° de la Ley Orgánica del Poder Judicial y la norma del 

inciso 6 del artículo 50° del Código Procesal Civil (Cajas, 2011) y Sagástegui (2003); 

una sentencia debe evidenciar los fundamentos de hecho y del derecho. Si se 

hallaron  estos fundamentos; al expresar los fundamentos de hecho, y  de derecho. Al 

respecto se puede afirmar, que la sentencia en estudio si  es completa, lo que significa 
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que  se aproxima a la conceptualización que vierte Alva, Luján y Zavaleta (2006) 

sobre la fundamentos de derecho; para quien el Juez, al aplicar la norma jurídica 

pertinente debe tener en mira los hechos que se subsumirán dentro del supuesto 

normativo, y a la vez entre los hechos alegados debe rescatar solo aquellos jurídicamente 

relevantes para la solución del caso. 

 

3. La calidad de su parte resolutiva fue de rango Muy alta. Se deriva de la 

calidad de la aplicación del principio de congruencia y la descripción de la decisión, 

que se ubicaron en el rango de “muy alta y muy alta” calidad, respectivamente (Cuadro 

N° 3). 

 

En la “aplicación del principio de congruencia”, de hallaron  cinco  parámetros, estos 

fueron: el contenido evidencia resolución nada más que de las pretensiones ejercitadas; y 

,el contenido evidencia aplicación de las dos reglas precedentes a las cuestiones 

introducidas y sometidas al debate, en primera instancia; el contenido del 

pronunciamiento evidencia correspondencia con la parte expositiva y considerativa 

respectivamente el contenido evidencia resolución de todas las pretensiones 

oportunamente deducidas la claridad 

 

Finalmente, en la “descripción de la decisión”, se hallaron  los cinco parámetros : el 

contenido del pronunciamiento evidencia a quién le corresponde cumplir con la 

pretensión planteada, el contenido del pronunciamiento evidencia mención expresa y 

clara a quién le corresponde el pago de los costos del proceso, no hay pago de  costas 

del proceso, porque en los procesos contra el Estado éste no paga las costas por tratarse 

de un proceso constitucional, y porque El principio de economía apunta a que los 

procesos constitucionales no revistan prima facie costos de actuación, el contenido del 

pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que se decide u ordena; el 

contenido del pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se decide u ordena y 

la claridad. 
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En relación a la aplicación del principio de congruencia, el hecho de pronunciarse 

exclusivamente y nada más respecto de las pretensiones planteadas, evidencia su 

proximidad a los alcances normativos previstos en el T. P. del artículo VII del Código 

Procesal Civil, en el cual está escrito que el Juez, si bien puede suplir el derecho mal 

invocado o incorporar el derecho que corresponda; sin embargo deberá ceñirse al 

petitorio y a los hechos expuestos por las partes en el proceso. Este aspecto, es 

reconocido en la doctrina como Principio de congruencia, conforme sostiene Ticona 

(2004). 

 

Concluyendo, este rubro, se observa que la parte expositiva de la sentencia se ajusta a 

los hechos planteados por ambas partes; aunque se omite explicitar un dato que debe 

contener el encabezamiento, desarrolla una debida exposición de los aspectos del 

proceso, y el planteamiento de las pruebas presentadas por la parte demandante; en 

similar situación en la parte considerativa; más hay fundamentar los hechos y del 

derecho; por esta razón los hechos que se destacan la parte resolutiva es congruente 

con la parte expositiva y considerativa; acercándose a la conceptualización vertida 

por Bacre (1992), para quien la sentencia es un acto procesal relevante emanado del 

Juez, plasmado en un instrumento público, mediante el cual ejercita su poder deber 

jurisdiccional, aplicando al caso concreto la norma legal a la que previamente ha 

subsumido los hechos alegados y probados por las partes, que disciplinará las 

relaciones recíprocas de los litigantes, cerrando el proceso. Como puede, evidenciarse 

hace mención la participación de ambas partes, y no de uno solo tal como se ha 

indicado en la sentencia en estudio. 

 

Respecto, a la descripción de la decisión; al igual que la claridad hallada en todo el texto 

de la sentencia, puede afirmarse que se ha garantizado  la tutela jurisdiccional 

efectiva,  su lectura es clara, entendible, no exagera en el uso de términos 

extremadamente técnicos y jurídicos, con lo cual se asemeja a la exposición que se 

observa en la norma del inciso 4 del artículo 122 del Código Procesal Civil, 

comentada por Cajas (2011) y Sagástegui (2003), en dicha norma se indica que la 
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resolución deberá contener la mención clara y precisa de lo que se decide y ordena 

respecto de lo peticionada; en la misma línea se ubica a León (2008), quien sostiene 

que la claridad es fundamental, lo mismo sostiene Colomer (2003), para quien la 

sentencia es prácticamente un acto de comunicación entre el Estado y los 

justiciables, porque el destinatario cierto de una sentencia es un ciudadano para quien el 

texto de la sentencia debe ser accesible. 

 

Respecto a la sentencia de segunda instancia 

Se trata de una sentencia emitida por un órgano jurisdiccional de segunda instancia, este 

fue la  Sala Civil de Sullana, cuya calidad se ubica en el rango de muy alta  calidad, de 

conformidad con los parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales 

pertinentes (Cuadro N° 8). 

 

En cuanto a sus partes: “expositiva”, “considerativa” y “resolutiva” se ubicaron en el 

rango de: “muy alta, muy alta y muy alta” calidad, respectivamente (Cuadro N° 4, 5 y 6). 

 

Dónde: 

 

4. La calidad de su parte expositiva fue de rango muy alta. Se deriva de la 

calidad de su introducción y de la postura de las partes, que alcanzaron ubicarse en el 

rango de muy alta y muy alta, respectivamente (Cuadro N° 4). 

 

En la “introducción”  se hallaron los cinco parámetros previstos estos fueron: el 

asunto; el encabezamiento; la individualización de las partes; y los aspectos del 

proceso y la claridad; 

 

En “la postura de las partes”, se hallaron  los cinco parámetros: evidencia el objeto 

de la impugnación; explicita y evidencia congruencia con los fundamentos 

fácticos/jurídicos que sustentan la impugnación; evidencia las pretensiones de quién 

formula la impugnación; y la claridad.  
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En su conjunto, puede afirmarse que la sentencia de segunda instancia,  tiene en cuenta 

que su fin último es normar sobre un hecho concreto por el cual están confrontados a dos 

justiciables; siendo así, desde la perspectiva del presente estudio, es fundamental 

explicitar datos que individualicen a la sentencia. Asimismo asegurarse que en segunda 

instancia el trámite ha sido regular; implica garantizar un debido proceso; ya que éste es 

un elemento de exigencia Constitucional, hasta la ejecución de la decisión (Chanamé, 

2009). 

 

Sin embargo en la parte expositiva, de la sentencia en comento; si hay evidencia de 

haber examinado los actuados antes de emitir la sentencia misma, esto en virtud del 

Principio de Dirección del Proceso, previsto en el artículo II del T. P. del Código 

Procesal Civil; (Sagástegui, 2003); y a lo indicado por León (2008) que al redactar una 

sentencia antes debe verificarse que no hay vicios procesales; al que también Gómez B. 

(2008), indica que es preciso comprobar las ritualidades procesales, cuya constatación 

está a cargo del Juez, esto con el propósito de garantizar y respetar los derechos de las 

partes en contienda. 

 

5. La calidad de su parte considerativa fue de rango muy  alta. Se deriva de la 

calidad de la motivación de los hechos y de la motivación del derecho que alcanzaron 

ubicarse en el rango de “muy alta y muy alta” calidad, respectivamente (Cuadro N° 5). 

 

En “la motivación de los hechos” se hallaron los cinco parámetros estos fueron: las 

razones evidencian la selección de los hechos probados o improbadas; las razones 

evidencian la fiabilidad de las pruebas; las razones evidencian aplicación de la 

valoración conjunta; las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica y 

las máximas de la experiencia y la claridad. 

 

Asimismo, en “la motivación del derecho” se hallaron los cinco parámetros estos 

fueron: las razones se orientan a evidenciar que las normas aplicadas han sido 

seleccionadas de acuerdo a los hechos y pretensiones de las partes, del caso concreto; las 

razones se orientan a interpretar las normas aplicadas; las razones se orientan a respetar 
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los derechos fundamentales; las razones se orientan a establecer conexión entre los 

hechos y las normas que justifican la decisión y la claridad. 

 

En lo que respecta a la motivación plasmada en segunda instancia, se observa que hay 

un esmero por explicitar las razones para la fundamentación de los hechos y del 

derecho, lo que demuestra su similitud a la conceptualización suscrita por Igartúa 

(2009), para quien perdedor y ganador de un proceso, tienen el derecho, el primero de 

saber las razones de su razón, y el segundo las razones de su sin razón; con lo cual se 

puede afirmar que hay respeto al enunciado constitucional que expresa que la 

resolución tendrá fundamentos de hecho y de derecho expresos, claros; en 

consecuencia hay coherencia con lo estipulado en la norma del artículo 12 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial, en el cual está escrito que al órgano revisor le está 

impuesto no recapitular los fundamentos de una resolución recurrida, sino elaborar sus 

propios fundamentos. 

 

6. La calidad de su parte resolutiva fue de rango muy alta. Se deriva de la calidad 

de la aplicación del principio de congruencia y la descripción de la decisión, que se 

ubicaron en el rango de “muy alta y muy alta” calidad, respectivamente (Cuadro N° 6). 

 

En la “aplicación del principio de congruencia” de los cinco parámetros previstos, se 

hallaron todos, estos son: el contenido evidencia resolución de todas las pretensiones 

oportunamente formuladas en el recurso impugnatorio del apelante; el contenido 

evidencia resolución nada más que de las pretensiones ejercitadas en el recurso 

impugnatorio; el contenido evidencia aplicación de las dos reglas precedentes a las 

cuestiones introducidas y sometidas al debate, en segunda instancia; y las razones 

evidencian claridad; y el contenido del pronunciamiento evidencia correspondencia con 

la parte expositiva y considerativa respectivamente. 

 

En la “descripción de la decisión”, se hallaron los cinco parámetros: el contenido del 

pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que se decide u ordena; el contenido 

del pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se decide u ordena; el 
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contenido del pronunciamiento evidencia a quién le corresponde cumplir con la 

pretensión planteada; pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a quién le 

corresponde el pago de los costos y costas del proceso. y la claridad.  

 

En esta parte de la sentencia, de segunda instancia, hay  similitud con la parte 

resolutiva de la sentencia de primera instancia; es decir hay proximidad a lo 

establecido en el artículo VII del T.P. del Código Procesal Civil, es decir pronunciarse 

únicamente sobre las pretensiones planteadas en el segunda instancia, ya que cualquier 

otro extremo existente en la sentencia de primera instancia que no hubiera sido 

impugnada, simplemente está consentida. Hay congruencia con la parte expositiva. 

 

En cuanto corresponde a la descripción de la decisión, está completamente clara y 

expresa de lo que se decide y ordena, de ahí su similitud a los parámetros normativos 

previstos en el inciso 4 del artículo 122 del Código Procesal Civil, donde está dicha 

exigencia legal; además, porque solo así se garantizará la tutela jurisdiccional efectiva y 

el debido proceso, al que se refiere el artículo 139 inciso 3 de la Constitución Política del 

Estado, que comenta Chanamé (2009) y también se ocupa Bustamante (2001); porque la 

justicia siendo un valor, una vez plasmada en un documento llamada sentencia, que se 

aproxima a dicho valor, consignando en su contenido una decisión, es obvio que dicha 

decisión sea la que se cumpla y no otra, pero de no ser clara y expresa se estaría 

corriendo el riesgo, que en ejecución de sentencia se ejecute o se cumpla otra cosa más 

no la decisión adoptada por el órgano jurisdiccional competente. 

 

Concluyendo, de acuerdo a los resultados del cuadro N° 7 y 8, se determina que la 

calidad de la sentencia de primera instancia se ubicó en el rango de muy alta 

calidad; igualmente en  la sentencia de segunda instancia se ubica en el rango de muy 

alta calidad, respectivamente. 

 

Ahora bien, si se compara ambas sentencias se tiene: 

 

En la sentencia de primera instancia, la parte expositiva logró ubicarse en el rango de 
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calidad muy alta; asimismo la sentencia de segunda instancia que también se ubicó en el 

rango de muy alta calidad. Asimismo, si comparamos las partes considerativas, la de la 

primera instancia es de muy alta calidad, con énfasis en la motivación de los hechos; 

por su parte la de segunda instancia se ubicó en el rango de m u y alta, y con igual 

énfasis, tanto, en la motivación de los hechos, como en la motivación del derecho. 

 

Finalmente en el rubro, parte resolutiva, la sentencia de primera instancia, se ubicó en el 

rango de muy alta calidad y la sentencia de segunda instancia en el rango de muy alta 

calidad. 

 

Este hallazgo, permite inferir que los juzgadores se preocupan, por tomar decisiones 

coherentes con las pretensiones planteadas por las partes en el proceso; es decir hay 

mayor esmero en asegurar el pronunciamiento; es claro que dicho esmero  lo 

materializan en toda la sentencia; tanto en la parte expositiva, considerativa y 

resolutiva. 

 

Asimismo, entre la parte expositiva y considerativa; hay mayor dedicación al elaborar la 

parte considerativa, y casi descuido al elaborar en la parte expositiva; lo cual; por lo 

menos, desde la perspectiva del presente estudio, no debería de ser; porque elaborar la 

parte considerativa y tomar decisiones en la parte resolutiva, tienen como fundamento, o 

como presupuesto cuestiones que las partes exponen en el proceso, en consecuencia, es 

razonable que estas cuestiones planteadas por las partes, se lea en el texto de la parte 

expositiva. 

 

De otro lado, la parte expositiva es importante que evidencie la constatación de la 

inexistencia de vicios; explicitar los puntos a resolver; tener claro las pretensiones de 

planteadas por las partes, consignando una síntesis congruente de los fundamentos de 

hecho; de tal forma que la lectura de la sentencia, permita conocer de lo ocurrido en el 

proceso, caso contrario; en la sentencia sólo se está destacando un conjunto de razones y 

una decisión, y la gran pregunta es: de dónde surge; cuál; o cuáles son los aspectos a 

resolver, a quiénes involucra tal controversia, lo cual debe presentarse expresamente 
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claro en la lectura de la sentencia. 

 

En cuanto a las probables causas, puede afirmarse que se trata de una praxis 

jurisdiccional muy acentuada, en contexto de la administración de justicia, podría 

decirse una mala costumbre; que debería subsanarse pronto; o también quizás hay uso de 

plantillas; o que la parte expositiva, está a cargo de practicantes o ayudantes de 

despacho; hace falta retroalimentar la conceptualización de la sentencia; su significancia 

en el desarrollo del proceso y la administración de la sentencia; para que el justiciable 

perdedor pueda hallar su defensa reflejada y las razones de su sin razón, de esta forma, 

probablemente, se estaría mitigando por lo menos las críticas que provienen de 

justiciables perdedores, disminuyendo a su vez, la percepción negativa que se tiene de 

la administración de justicia en el Perú. 

 

Al cierre, puede afirmarse que los jueces tienen, en la sentencia una herramienta un 

instrumento eficaz, para responder a la sociedad que poco a poco está desconfiando en 

su labor; para lo cual deberán elaborar las sentencias con mayor dedicación; como por 

ejemplo plasmar en su contenido lo que ambas partes hicieron en el proceso, y no 

destacar lo que corresponde únicamente a la parte ganadora, de ser así, tendrán el 

rechazo de la parte perdedora; asimismo deben escribir claro y en forma expresa, 

describiendo con términos simples asequibles a la cultura del común de las gentes, de 

esta forma un ciudadano usuario de la administración de justicia podrá leer y 

comprender lo dispuesto por un órgano jurisdiccional; los juzgadores deben tener 

presente que el real destinatario de una sentencia no es el profesional abogado; quien 

tiene conocimientos de términos técnicos; sino los justiciables cuya mayoría; no tiene 

dominio de esta terminología. 

 

Para concluir el texto del análisis cabe recordar, expresiones de Escobar (2010): El 

proceso cualquiera sea su naturaleza tiene como propósito el establecimiento de la 

verdad, puesto que sin ella no hay cabida para administrar objetivamente la justicia. 
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III. CONCLUSIONES 

 

Como quiera que el objetivo fue determinar la calidad de las sentencia de primera y 

segunda instancia sobre sobre Cumplimiento de Acto Administrativo de Subsidio por 

Luto y Gastos de Sepelio, en el expediente N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, del Distrito 

Judicial de Sullana - Sullana, 2018; esto fue de acuerdo a los parámetros establecidos en 

el presente estudio (ver instrumento de recojo de datos anexo N° 03); en esta etapa de la 

investigación y luego de aplicar la metodología se arribó a la siguiente conclusión: que 

la calidad de las sentencias de primera y segunda instancia fueron de calidad, muy alta 

(39) y muy alta (40), respectivamente, esto fue estrictamente en aplicación de la 

metodología diseñada en el presente estudio. 

 

En cuanto a la determinación de los resultados de las sentencias de primera y segunda 

instancia fueron de calidad alta y alta de acuerdo a los cuadros 7 y 8 por lo que se 

concluye que no existe similitud entre la hipótesis general propuesta en el capítulo 

tercero de la presente investigación se propone que la sentencias de primera y segunda 

instancia serán ambas de calidad  alta, por lo que no se llegó a comprobar la hipótesis. 

 

Respecto a la sentencia de primera instancia 

Respecto a la primera sentencia: su calidad fue muy alta (39), y se derivó de la calidad 

de su parte expositiva, considerativa y resolutiva que alcanzaron la calidad muy alta 

(09), muy alta (20) y muy alta (10), respectivamente. Jurídicamente en primera instancia 

se resolvió sobre Cumplimiento de Acto Administrativo de Subsidio por Luto y Gastos 

De Sepelio interpuesta fue emitida por el Juzgado Mixto Transitorio de Descarga de 

Sullana, donde se resolvió un fallo que declara fundada en parte la demanda interpuesta. 

 

1. Se determinó que la calidad de su parte expositiva con énfasis en la 

introducción y la postura de las partes, fue de rango  muy alta. 

Porque, en la “introducción” se hallaron cuatro parámetros, los cuales fueron: el 

encabezamiento; el asunto; los aspectos del proceso y la claridad. No se hallaron: la 
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individualización de las partes. 

 

En “la postura de las partes”, se hallaron 5 parámetros: el contenido explicita y evidencia 

congruencia con la pretensión del demandante; el contenido explicita y evidencia 

congruencia con la pretensión del demandado; el contenido explicita y evidencia 

congruencia con los fundamentos de hecho de la parte demandante y de la parte 

demandada, explicita los aspectos específicos respecto de los cuales se va resolver y la 

claridad. 

 

2. Se determinó que la calidad de su parte considerativa con énfasis en la 

motivación de los hechos y la motivación del derecho, fue de rango muy  alta. 

Porque, en “la motivación de los hechos”, se hallaron los cinco  parámetros que fueron: 

las razones evidencian la selección de los hechos probados o improbadas; las razones 

evidencian la fiabilidad de las pruebas; las razones evidencian aplicación de la 

valoración conjunta; las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica y 

las máximas de la experiencia y  la claridad. Talavera, (2011) señala que se debe motivar 

el juicio de verosimilitud, la que debe incluir una expresa mención al resultado de dicho 

examen, así como una explícita indicación del criterio de análisis empleado (máximas de 

la experiencia); y, finalmente, la motivación de la valoración conjunta, por la cual, debe 

consignarse el valor probatorio de cada prueba que tenga por objeto el mismo hecho, y 

después prioridad, confrontación, combinación, exclusión, a considerar las diversas 

posibles versiones sobre este mismo hecho, para terminar escogiendo aquella que 

aparezca confirmada por un mayor grado de atendibilidad 

 

Mientras, que en “la motivación del derecho”,  se halló los cinco parámetros; las 

razones se orientan a respetar los derechos fundamentales; las razones se orientan a 

establecer conexión entre los hechos y las normas que justifican la decisión; las 

razones se orientan a evidenciar que las normas aplicadas han sido seleccionadas de 

acuerdo a los hechos y pretensiones de las partes, del caso concreto; las razones se 

orientan a interpretar las normas aplicadas y la claridad. Zaffaroni, (2002) se comprueba 
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la culpabilidad se comprueba a través de los siguientes elementos: a) la comprobación de 

la imputabilidad; b) la comprobación de la posibilidad de conocimiento de la 

antijuridicidad (error de tipo); c) el miedo insuperable; d) la imposibilidad de poder 

actuar de otra manera (exigibilidad), y la se determina la antijuridad cuando una vez 

comprobada la tipicidad con el juicio de tipicidad, y consiste en indagar si concurre 

alguna norma permisiva, alguno causa de justificación, es decir, la comprobación de sus 

elementos objetivos y además, la comprobación del conocimiento de los elementos 

objetivos de la causa de justificación 

 

3. Se determinó que la calidad de su parte resolutiva con énfasis en la aplicación 

del principio de congruencia y la descripción de la decisión, fue de rango muy alta. 

Porque, en la “aplicación del principio de congruencia”, se hallaron los cinco  

parámetros, estos fueron: el contenido evidencia resolución nada más que de las 

pretensiones ejercitadas; el contenido evidencia resolución de todas las pretensiones 

oportunamente deducidas; el contenido evidencia aplicación de las dos reglas 

precedentes a las cuestiones introducidas y sometidas al debate, en primera instancia; 

el contenido del pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con 

la parte expositiva y considerativa respectivamente; y la claridad. 

 

Por su parte, en la “descripción de la decisión”, se hallaron los cinco parámetros, 

estos fueron: el contenido del pronunciamiento evidencia a quién le corresponde 

cumplir con la pretensión planteada; el contenido del pronunciamiento evidencia 

mención expresa y clara a quién le corresponde el pago de los costos  del proceso; el 

contenido del pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que se decide u 

ordena; el contenido del pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se decide 

u ordena y la claridad. 

 

Respecto a la sentencia de Segunda Instancia 

Respecto a la sentencia de segunda instancia : su calidad fue muy alta (40), y se derivó 

de la calidad de su parte expositiva, considerativa y resolutiva que alcanzaron la calidad 
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muy alta (10), muy alta (20) y muy alta (10), respectivamente. Jurídicamente en segunda 

instancia se resolvió sobre Cumplimiento de Acto Administrativo de Subsidio por Luto y 

Gastos De Sepelio interpuesta fue emitida por la Sala Civil de Sullana, del Distrito 

Judicial de Sullana, donde se resolvió confirma la sentencia de primera instancia. 

 

Se determinó que su calidad fue de rango muy alta, conforme a los parámetros 

normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, aplicados en el presente estudio. 

 

4. Se determinó que la calidad de su parte expositiva con énfasis en la 

introducción y la postura de las partes, fue de rango muy alta. 

Porque, en la “introducción” se hallaron los cinco parámetros, estos fueron: el asunto; 

los aspectos del proceso, el encabezamiento;  la individualización de las partes y la 

claridad 

 

En “la postura de las partes” se hallaron los cinco  parámetros que fueron: evidencia 

el objeto de la impugnación; explicita y evidencia congruencia con los fundamentos 

fácticos/jurídicos que sustentan la impugnación; evidencia la pretensiones de quién 

formula la impugnación y la claridad. 

 

5. Se determinó que la calidad de su parte considerativa con énfasis en la 

motivación de los hechos y la motivación del derecho, fue de rango muy alta. 

Porque, en “la motivación de los hechos” se hallaron los cinco  parámetros, estos 

fueron: las razones evidencian la selección de los hechos probados o improbadas; las 

razones evidencian la fiabilidad de las pruebas; las razones evidencian aplicación de la 

valoración conjunta; las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica y 

las máximas de la experiencia y la claridad. 

Igualmente, en “la motivación del derecho” se hallaron los cinco parámetros, que a 

continuación se indican: las razones se orientan a evidenciar que las normas aplicadas 

han sido seleccionadas de acuerdo a los hechos y pretensiones de las partes, del caso 

concreto; las razones se orientan a interpretar las normas aplicadas; las razones se 
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orientan a respetar los derechos fundamentales; las razones se orientan a establecer 

conexión entre los hechos y las normas que justifican la decisión y la claridad. 

 

6. Se determinó que la calidad de su parte resolutiva con énfasis en la aplicación 

del principio de congruencia y la descripción de la decisión, fue de rango muy alta. 

Porque, en la “aplicación del principio de congruencia” se hallaron los cinco, 

parámetros, que fueron: el contenido evidencia resolución de todas las pretensiones 

oportunamente formuladas en el recurso impugnatorio del apelante; el contenido 

evidencia resolución nada más que de las pretensiones ejercitadas en el recurso 

impugnatorio; el contenido evidencia aplicación de las dos reglas precedentes a las 

cuestiones introducidas y sometidas al debate, en segunda instancia; y las razones 

evidencian claridad; y el contenido del pronunciamiento evidencia correspondencia con 

la parte expositiva y considerativa respectivamente. 

 

Por su parte, en la “descripción de la decisión”, se hallaron 5 parámetros: el contenido 

del pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que se decide u ordena; el 

contenido del pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se decide u ordena; el 

contenido del pronunciamiento evidencia a quién le corresponde cumplir con la 

pretensión planteada; evidencia mención expresa y clara a quién le corresponde el pago 

de los costos  del proceso y la claridad.  
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ANEXO  1 

 

EXPEDIENTE : 1377-2011-0-3101-JR-CI-01 

MATERIA  : Acción De Cumplimento. 

ESPECIALISTA : J. 

DEMANDADO : A y B  

DEMANDANTE : C 

 

RESOLUCIÓN NÚMERO: CINCO (05)  

 

SENTENCIA 

 

Sullana catorce de Noviembre de 

Del año dos mil doce.-   

 

I.- ASUNTO A RESOLVER: 

La demandante doña C, interpone Proceso de Cumplimiento contra la Unidad de 

Gestión Educativa Local de Sullana, con conocimiento del Procurador del Gobierno 

Regional, con  el fin que la demandada cumpla con el acto administrativo declarado 

mediante Resolución Directoral Nº 078-2004-GOB.REG.PIURA-DRSP-SRSLCC-

HS-DE de fecha 24 de enero de 2005 mediante la cual se le concede el monto de mil 

cuatrocientos cincuenta y cuatro con 00 /100 Nuevos Soles (S/ 1,454.00); asimismo 

cumpla con la Resolución Directoral Nº 079-2004-GOB.REG.PIURA-DRSP-

SRSLCC-HS-DE, de fecha 24 de enero de 2005, mediante la cual se le concede el 

monto de mil cuatrocientos cincuenta y cuatro con 00 /100 Nuevos Soles (S/ 

1,454.00), haciendo un total a pagar de S/ 2,908.00 (Dos mil novecientos ocho nuevos 

soles), por concepto de Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio respectivamente, más los 

costos que emanen del proceso.- 

 

II.- ANTECEDENTES: 
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2.1 DEMANDA.- (folios 05-06) 

La demandante fundamenta su demanda señalando: 

 

- Que con fecha 24 de enero de 2005, el Hospital de Apoyo III de Sullana, emitió la 

Resolución Directoral Nº 078-2004-GOB.REG.PIURA-DRSP-SRSLCC-HS-DE y la 

Resolución Directoral Nº 079-2004-GOB.REG.PIURA-DRSP-SRSLCC-HS-DE, 

mediante las cuales se resolvió otorgarle Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio, 

equivalente a cuatro remuneraciones integras en calidad de  viuda del ex trabajador del 

Hospital de Apoyo III de Sullana, C.- 

  

- Asimismo señala, que pese a que la Dirección del Hospital de Apoyo III de Sullana 

cuenta con toda la información sobre las Resoluciones administrativas, los cuales son 

actos administrativos firmes; sin embargo, la demandada se niega a hacer el pago 

efectivo íntegro del monto otorgado. Sostiene que con fecha 27 de septiembre de 2011, 

requirió mediante Carta Notarial el pago a la demandada; sin embrago no se le ha 

cancelado monto alguno.- 

  

2.2.- Mediante Resolución Nº 01 (folios 08-09) se admite a trámite la demanda de 

Proceso de Cumplimiento, corriéndose traslado de la misma a la parte demandada.-  

 

2.3.- CONTESTACIÓN DE DEMANDA  

 

2.3.1.- La Procuraduría Pública del Gobierno Regional se apersona y contesta 

demanda (folios 13-15), solicitando que la misma sea declarada infundada señalando: 

 

-Que, el Gobierno Regional de acuerdo a sus funciones y responsabilidades en materia 

presupuestal, que le establecen las normas, tal como la Ley N° 28411- Ley General del 

Sistema Nacional Presupuesto Publico del Ministerio de Economía y Finanzas, a fin de 

dar cumplimiento al pago de estos beneficios, gestionando la demanda adicional de 
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recursos, en tanto no se cuenta con el Crédito Presupuesto autorizado para tal fin, no se 

puede efectuar pagos de bonificaciones por cumplir 20, 25, 30 años de servicios y 

subsidios por fallecimiento y gastos de sepelio, entre los cuales se encuentra el 

demandante con el monto de S/ 5, 816.00 (Cinco mil ochocientos dieciséis nuevos 

soles). 

 

2.4.- Mediante Resolución Nº 02 (folios 21-22), se resuelve tener por apersonada y por 

contestada la demanda por la Procuraduría Pública del Gobierno Regional; asimismo, se 

tiene por ofrecidos los medios probatorios; y conforme al estado del proceso pasen los 

autos a despacho para emitir sentencia. 

 

2.5.- Mediante Resolución Nº 03 (folios 23) se ordenó remitir los actuados al Juzgado 

Mixto Transitorio. Por lo que siendo el estado del presente proceso el de emitir 

sentencia, se procede a dictar ésta.- 

 

III.- ARGUMENTACIÓN Y FALLO:  

PRIMERO: De conformidad con lo previsto por los artículos 1° y 2° del Código 

Procesal Constitucional – Ley N° 28327 – la finalidad de los procesos de Hábeas 

Corpus, Amparo, Hábeas Data y Cumplimiento, es proteger los derechos 

constitucionales, reponiendo las cosas al estado anterior a la violación o amenaza de 

violación de un derecho constitucional o disponiendo el cumplimiento de un mandato 

legal o de un acto administrativo. Si luego de presentada la demanda, cesa la agresión o 

amenaza por decisión voluntaria del agresor, o si ella deviene en irreparable, el Juez, 

atendiendo al agravio producido, declarará fundada la demanda precisando los alcances 

de su decisión, disponiendo que el emplazado no vuelva a incurrir en las acciones u 

omisiones que motivaron la interposición de la demanda, y que si se procediere de modo 

contrario se le aplicará las medidas coercitivas previstas en el artículo 22° del citado 

Código, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda. Y, proceden, estos 

procesos, cuando se amenace o viole los derechos constitucionales por acción u omisión 

de actos de cumplimiento obligatorio, por parte de cualquier autoridad, funcionario o 
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persona. Cuando se invoque la amenaza de violación, ésta debe ser cierta y de inminente 

realización. El proceso de cumplimiento procede para que se acate una norma legal o se 

ejecute un acto administrativo.- 

 

SEGUNDO.- Es pretensión del  recurrente, que la demandada cumpla con el acto 

administrativo declarado mediante Resolución Directoral Nº 078-2004-

GOB.REG.PIURA-DRSP-SRSLCC-HS-DE de fecha 24 de enero de 2005 mediante la 

cual se le concede el monto de mil cuatrocientos cincuenta y cuatro con 00 /100 Nuevos 

Soles (S/ 1,454.00); asimismo cumpla con la Resolución Directoral Nº 079-2004-

GOB.REG.PIURA-DRSP-SRSLCC-HS-DE, de fecha 24 de enero de 2005, mediante la 

cual se le concede el monto de mil cuatrocientos cincuenta y cuatro con 00 /100 Nuevos 

Soles (S/ 1,454.00) , haciendo un total a pagar de S/ 2,908.00 (Dos mil novecientos ocho 

nuevos soles), más los costos que emanen del proceso. En ese contexto, respecto al 

Proceso de Cumplimiento, resulta menester señalar, que en este tipo de procesos el 

Funcionario Público tiene un deber absoluto de  acatamiento del Acto Administrativo, 

no siendo posible ningún tipo de discrecionalidad de su parte. Asimismo, en ellos, los 

derechos de los demandantes son incuestionables, de modo que, comprobada la 

renuencia y el incumplimiento a acatar el Acto Administrativo, corresponderá amparar la 

demanda.- 

 

TERCERO.- En el presente proceso, corren a folios 02 y 03, la Resolución Directoral 

Nº 078-2004-GOB.REG.PIURA-DRSP-SRSLCC-HS-DE fecha 24 de enero de 2005 

mediante la cual se le concede el monto de mil cuatrocientos cincuenta y cuatro con 00 

/100 Nuevos Soles (S/ 1,454.00) y la Resolución Nº 079-2004-GOB.REG.PIURA-

DRSP-SRSLCC-HS-DE, fecha 24 de enero de 2005, mediante la cual se le concede el 

monto de mil cuatrocientos cincuenta y cuatro con 00 /100 Nuevos Soles (S/ 1,454.00), 

por concepto de Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio, equivalente a cuatro 

remuneraciones integras.  Siendo el caso, que las Resoluciones Directorales antes 

referidas, ha establecido cancelar dicho subsidio a favor de la recurrente; siendo éste, un 

mandato vigente, el mismo que no ha sido cuestionado por la parte demandada; siendo el 
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caso que ésta alegando razones presupuestarias, no habiendo cumplido hasta el momento 

con pagar dicho monto, pese a haber transcurrido tiempo en exceso, significando ello, 

que dicha Resolución Administrativa no se está cumpliendo, pese ha haberse requerido 

en sede administrativa su pago, tal como se aprecia de la instrumental a folios 04 de 

autos.- 

 

CUARTO.- Las mencionadas Resoluciones Directorales a las que se hace referencia en 

el considerando precedente y de las cuales la recurrente solicita su cumplimiento, han 

sido emitidas con fecha 24 de enero de 2005, respectivamente, debiendo resaltarse que 

pese al transcurso del tiempo y al requerimiento efectuado por el recurrente por dicho 

concepto, el Hospital de Apoyo III de Sullana, no ha hecho efectivo su pago, cayendo su 

actuar  en el supuesto de Inactividad Material de la Administración Pública3, puesto que 

existe una obligación de pago contenida en un Acto Administrativo Firme, el cual no se 

encuentra inmerso en ninguna de las causales de nulidad establecidas en el artículo 10º 

de la Ley de Procedimiento Administrativo General. En este contexto resulta, menester 

tomar en cuenta lo establecido con carácter vinculante, por el Tribunal Constitucional en 

la STC N° 0168-2005-PC/TC4, la cual estableció los requisitos para el Cumplimiento y 

                                                           
3 Que en palabras de HUAPAYA TAPIA, Ramón; señala que: “se cae en el supuesto de Inactividad Material de la 

Administrativa Pública, cuando al establecerse mediante un Acto Administrativo Firme, una obligación a cargo de 

la Administración Pública, sin que ésta, haya otorgado el beneficio económico que se reclama”. En: Manual del 

Proceso Contencioso Administrativo; jurista Editores; Lima 2006. 1º edición. Pág. 602. 

 
4 La cual estableció que para el Cumplimiento y la Ejecución del Acto Administrativo y la orden de emisión de una 

Resolución sean exigibles a través de un Proceso de Cumplimiento, además de la renuencia del Funcionario o 

Autoridad Pública, el mandato contenido en aquellos deberá contener con los siguientes requisitos mínimos 

comunes: 

 

h) Ser un mandato vigente, 

i) Ser un mandato cierto y claro, es decir debe inferirse indubitablemente de la norma legal o del acto 

administrativo, 

j) No estar  sujeto a controversias compleja ni a interpretaciones dispares, 

k) Ser de ineludible y obligatorio cumplimiento, 

l) Ser incondicional 

Excepcionalmente podrá tratarse de un mandato condicional, siempre y cuando su satisfacción no sea compleja y no 

requiera de actuación probatoria 

Adicionalmente, para el caso del cumplimiento de los actos administrativos, además de los requisitos mínimos 

comunes mencionados, en tales actos se deberá: 

m) Reconocer un derecho incuestionable del reclamante, 

n) Permitir individualizar al beneficiario.z 
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la Ejecución del Acto Administrativo y la orden de emisión de una Resolución sean 

exigibles a través de un Proceso de Cumplimiento.-   

 

QUINTO.- De lo expuesto en los considerandos precedentes se colige que las 

Resoluciones Directorales precitadas, ha determinado en forma cierta, clara e indubitable 

el monto del Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio que le corresponde al actor; esto es, 

un mandato vigente que no está sujeto a controversia, cuyo cumplimiento es ineludible y 

obligatorio, por cuanto no está sujeto a condiciones; debiendo por ello el Ministerio de 

Salud, a través de sus órganos competentes, cumplir con presupuestar el pago en forma 

íntegra de la Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio a favor del accionante.- 

SEXTO.- Finalmente, se debe señalar que es obligación de los Funcionarios Públicos, 

cumplir con sus propias resoluciones en un periodo aceptable, conforme a las normas 

administrativas cuando no se haya fijado con antelación un plazo determinado, 

demostrando en el presente caso, falta de responsabilidad al escudarse en el eufemismo 

de disponibilidad presupuestal; en consecuencia corresponde amparar la presente 

demanda y ordenar a la demandada cumpla con efectivizar el pago del Subsidio por Luto 

y Gastos de Sepelio 

 

Por estas consideraciones, estando los dispositivos legales 

precitados, de conformidad con lo previsto por el artículo 72º del Código Procesal 

Constitucional, El Juez del Juzgado Mixto Transitorio de Descarga de Sullana, 

merituando con criterio de conciencia los medios probatorios obrantes en autos; y, 

Administrando Justicia a Nombre de la Nación: 

 

FALLO: Declarando FUNDADA la demanda de Proceso de Cumplimiento incoada por 

don C, en consecuencia ORDENO: que la demandada HOSPITAL DE APOYO III 

DE SULLANA cumpla con EL PAGO ÍNTEGRO del Subsidio por Luto y Gastos de 

Sepelio a favor de la recurrente, por el monto de DOS MIL NOVECIENTOS OCHO 

NUEVOS SOLES (S/ 2,908.00), equivalente a cuatro remuneraciones integras; con 

costos del proceso; debiendo comunicar al Juzgado que ha cumplido con el presente 



147 
 

mandato judicial, en el plazo más breve, bajo apercibimiento de aplicarse el artículo 

veintidós del Código Procesal Constitucional; en caso de incumplimiento. 

Notificándose la presente a las partes con arreglo a Ley.- 
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SEGUNDA 

INSTANCIA  
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EXPEDIENTE  : 01377-2011-0-3101-JR-CI-01 

MATERIA   : PROCESO DE CUMPLIMIENTO 

DEMANDANTE  : C 

DEMANDADO : B 

    : A 

RELATOR   : R 

 

SENTENCIA DE VISTA 

 

Resolución N° catorce (14).- 

Sullana, veintitrés de enero de dos mil catorce.- 

 

VISTOS Y CONSIDERANDO:  

 

MATERIA DEL RECURSO 

El presente Proceso de Cumplimiento se ha remitido a esta Superior Instancia en virtud 

del recurso de apelación interpuesto por la Procuradora Pública del Gobierno Regional 

de Piura contra la sentencia contenida en la Resolución número cinco, de fecha 

catorce de noviembre de 2012, obrante de folios 31 a 34, expedida por el Juzgado Mixto 

Transitorio de Sullana, que declara Fundada la demanda interpuesta por C contra el B y 

otros, ordenando que la entidad demandada cumpla con el pago íntegro del Subsidios 

por Luto y Gastos de Sepelio a favor de la recurrente, por el monto de dos mil 

novecientos ocho con 00/100 nuevos soles, equivalente a cuatro remuneraciones 

íntegras, con costos del proceso; debiendo comunicar al juzgado que ha cumplido con el 

presente mandato judicial, en el plazo más breve, bajo apercibimiento de aplicarse el 

artículo veintidós del Código Procesal Constitucional en caso de incumplimiento. 

 

FUNDAMENTOS DEL RECURSO 

La impugnante pretende que se revoque la sentencia que obra a folios 31 a 34, expedida 

por el A-quo, alegando: a) Que, el señor juez omite apreciar que existe un procedimiento 
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establecido en la Ley para el cumplimiento de las resoluciones judiciales con calidad de 

cosa juzgada que contienen obligación dineraria a cargo del Estado, establecido en el 

artículo 47° del TUO de la Ley N° 27584 Ley que regula el Proceso Contencioso 

Administrativo, aprobado mediante Decreto Supremo N° 013-2008-JUS, que señala que 

las obligaciones dinerarias, derivadas de resoluciones judiciales se cancelan en la medida 

que exista disponibilidad presupuestaria en la entidad pública obligada. En caso no 

existan recursos inmediatos o en el presente ejercicio presupuestal para cumplir con el 

pago, como sucede en este caso, debe procederse de acuerdo a lo establecido en el 

numeral 47.3 del artículo 47 del referido Texto Único Ordenado concordante con el 

artículo  47.4 del mismo cuerpo legal, lo que se encuentra ratificado por el artículo 70 de 

la Ley Nº 28411 Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto;  

 

b) Que, en ningún extremo de la disposición anotada se establece cumplir con pagar en 

el más breve plazo, bajo apercibimiento de aplicarse el artículo 22° del Código Procesal 

Constitucional, como la establece la sentencia apelada como tampoco se señala que el 

referido procedimiento de pago es exclusivo para los procesos administrativo, por tanto 

no puede exigirse a una entidad del Estado el cumplimiento de pago inmediato; c) Que, 

El Tribunal Constitucional se ha pronunciado respecto a la constitucionalidad del 

procedimiento de pago para las entidades del Estado que se sustenta en el artículo 47 del 

Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27584. 

 

CONSIDERANDO: 

Primero.- Que, el inciso 6) del artículo 139° de la Constitución Política del Estado 

vigente, concordante con el artículo 11° del Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial, consagran el derecho a la pluralidad de instancias, el cual constituye 

una de las garantías del debido proceso y se materializa cuando el justiciable tiene la 

posibilidad de poder impugnar una decisión judicial, ante un órgano jurisdiccional de 

mayor jerarquía y con facultades de dejar sin efecto lo originalmente dispuesto, tanto en 

la forma como en el fondo; por lo tanto, constituye un derecho público-subjetivo 

incorporado dentro del principio de la libertad de la impugnación. 
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Segundo.- El inciso 6 del artículo 200° de la Constitución Política del Perú establece 

que “6. La acción de cumpliendo , que procede contra cualquier autoridad o funcionario 

renuente a acatar una norma legal o un acto administrativo, sin perjuicio de las 

responsabilidades de ley”; por lo que tenemos que el proceso de cumplimiento es un 

proceso constitucional cuyo objeto es preservar la eficacia de las normas con rango, 

valor y fuerza de ley, así como los actos administrativos expedidos por la 

Administración Pública, que funcionarios o autoridades se muestren contrarios a acatar; 

por esta razón el artículo 66 del Código Procesal Constitucional ha previsto que el objeto 

del proceso de cumplimiento es ordenar que el funcionario o autoridad pública renuente: 

a) Dé cumplimiento a una norma legal o ejecute un acto administrativo firme; o b) Se 

pronuncie expresamente cuando las normas legales le ordenan emitir una resolución 

administrativa o dictar un reglamento. 

 

Tercero.- El Tribunal Constitucional ha establecido mediante sentencia en el Expediente 

Nº 00168-2005-AC,  en cuanto a la naturaleza y fines del proceso de cumplimiento que: 

“El acatamiento de una norma legal o un acto administrativo tiene su más importante 

manifestación en el nivel de su eficacia. Por tanto, el proceso de cumplimiento tiene 

como finalidad proteger el derecho constitucional de defender la eficacia de las normas 

legales y actos administrativos (...). Con el proceso de cumplimiento el Estado social y 

democrático de derecho que reconoce la Constitución (artículos 3 y 43), el deber de los 

peruanos de respetar y cumplir la Constitución y el ordenamiento jurídico (artículo 38) 

y la jerarquía normativa de nuestro ordenamiento jurídico (artículo 51) serán reales, 

porque, en caso de la renuencia de las autoridades o funcionarios a acatar una norma 

legal o un acto administrativo, los ciudadanos tendrán un mecanismo de protección 

destinado a lograr su acatamiento y, por ende, su eficacia.”. 

 

Cuarto.- Asimismo, acerca de los requisitos de procedibilidad de este proceso 

constitucional ha señalado: “Para que el cumplimiento de la norma legal, la ejecución 

del acto administrativo y la orden de emisión de una resolución sean exigibles a través 
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del proceso de cumplimiento, además de la renuencia del funcionario o autoridad 

pública, el mandato contenido en aquellos deberá contar con los siguientes requisitos 

mínimos comunes: a) Ser un mandato vigente. b) Ser un mandato cierto y claro, es 

decir, debe inferirse indubitablemente de la norma legal o del acto administrativo. c) No 

estar sujeto a controversia compleja ni a interpretaciones dispares. d) Ser de ineludible 

y obligatorio cumplimiento. e) Ser incondicional. Excepcionalmente, podrá tratarse de 

un mandato condicional, siempre y cuando su satisfacción no sea compleja y no 

requiera de actuación probatoria. Adicionalmente, para el caso del cumplimiento de los 

actos administrativos, además de los requisitos mínimos comunes mencionados, en tales 

actos se deberá: f) Reconocer un derecho incuestionable del reclamante. g)  Permitir 

individualizar al beneficiario.”. 

 

Quinto.- En el caso de autos, tenemos que la accionante C solicita que la entidad 

demandada cumpla con los actos administrativos contenidos en las Resoluciones 

Directorales N° 078-2004-GOB.REG.PIURA-DRSP-SRSLCC-HS-DE y N° 079-2004-

GOB.REG.PIURA-DRSP-SRSLCC-HS-DE, ambas de fecha 24 de enero de 2005, en las 

cuales se reconocen y conceden el derecho de la actora a los Subsidios por Gastos de 

Sepelio y Luto y por Fallecimiento, por la suma de un mil cuatrocientos cincuenta y 

cuatro con 00/100 Nuevos Soles en cada caso, haciendo un total de dos mil novecientos 

ocho con 00/100 Nuevos Soles (S/.2,908.00); observándose que del contenido de las 

resoluciones administrativas mencionadas resulta manifiesto que contienen un mandato 

vigente, cierto, claro e indubitablemente con relación al pago de los subsidios que 

reclama la demandante, y que tal pago resulta de ineludible y obligatorio cumplimiento. 

 

Sexto.- Advirtiéndose del recurso impugnatorio que obra en autos que presenta como 

principal argumento que el cumplimiento de las resoluciones que son materia de la 

demanda se tramitan de conformidad con lo previsto en el artículo 47 del Texto Único 

Ordenado de la Ley 27584; debemos precisar, en principio, que en el presente caso no 

está en debate la forma de ejecutar lo ordenado en las resoluciones administrativas que 

son materia de la demanda, sino que debido a la especial naturaleza y fines del proceso 
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de cumplimiento (se trata de un proceso de condena, de ejecución, breve, sumario, 

donde la actividad probatoria es mínima), la actividad jurisdiccional se constriñe a 

verificar si el acto administrativo satisface las exigencias del artículo 66° del Código 

Procesal Constitucional y las desarrolladas por el Tribunal Constitucional en la 

Sentencia N° 00168-2005-AC, que constituye precedente vinculante, de tal modo que si 

se ampara la demanda de cumplimiento por comprobada renuencia a acatar el mandato 

legal o el acto administrativo, el funcionario o autoridad pública tiene un deber absoluto 

e inmediato de cumplir lo ordenado en la sentencia, no siendo posible someter la 

ejecución de lo decidido al procedimiento previsto en el artículo 47° de la Ley 27584 

que regula el proceso contencioso administrativo, pues si ello fuera así la sentencia 

expedida en el proceso constitucional terminaría irremediablemente convirtiéndose en 

simplemente declarativa e ineficaz, sujeta a la disponibilidad presupuestaria y financiera 

de la entidad demandada, lo que resulta contrario a la naturaleza y fines del proceso 

constitucional que exige el cumplimiento inmediato de la ley o del acto administrativo, 

razón por la que en el presente caso debe cumplirse con el pago de los Subsidios por 

Fallecimiento y por Luto y Gastos de Sepelio otorgados a la demandante en el más breve 

plazo dispuesto por la autoridad jurisdiccional: 

 

DECISIÓN: 

CONFIRMARON la sentencia contenida en la Resolución número cinco, de fecha 

catorce de noviembre de 2012, obrante de folios 31 a 34, expedida por el Juzgado 

Mixto Transitorio de Sullana, que declara Fundada la demanda interpuesta por C 

contra el B y otros, ordenando que la entidad demandada cumpla con el pago íntegro 

del Subsidios por Luto y Gastos de Sepelio a favor de la recurrente, por el monto de 

dos mil novecientos ocho con 00/100 nuevos soles, equivalente a cuatro 

remuneraciones íntegras, con costos del proceso; debiendo comunicar al juzgado que 

ha cumplido con el presente mandato judicial, en el plazo más breve, bajo 

apercibimiento de aplicarse el artículo veintidós del Código Procesal Constitucional 

en caso de incumplimiento; con lo demás que contiene; y consentida o ejecutoriada se 

sea esta resolución se devuelvan los actuados al Juzgado de origen. 
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ANEXO 2 

Definición y operacionalización de la Variable Calidad de Sentencia – Primera Instancia 

 
OBJETO DE 

ESTUDIO 

VARIABLE DIMENSIONES SUBDIMENSIONES INDICADORES 

 

 

 

 

 

 

 

 

S 

E 

N 

T 

E 

N 

C 

I 

A 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
CALIDAD 

DE LA 

SENTENCIA  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

PARTE EXPOSITIVA 

 

 

 

 

Introducción 

1. El encabezamiento evidencia: la individualización de la sentencia, indica el número de 

expediente, el número de resolución que le corresponde a la sentencia, lugar, fecha de 

expedición, menciona al juez, jueces, etc. Si cumple/No cumple 

2. Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las pretensiones? ¿ Cuál es el problema sobre lo 

que se decidirá?. Si cumple/No cumple 

3. Evidencia la individualización de las partes: se individualiza al demandante, al 
demandado, y al del tercero legitimado; éste último en los casos que hubiera en el proceso). Si 

cumple/No cumple 

4. Evidencia los aspectos del proceso: el contenido explicita que se tiene a la vista un proceso 
regular, sin vicios procesales, sin nulidades, que se ha agotado los plazos, las etapas, advierte 

constatación, aseguramiento de las formalidades del proceso, que ha llegado el momento de 

sentenciar. Si cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no 

anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones 
ofrecidas. Si cumple/No cumple 

 

 

 

 
Postura de las partes 

1. Explicita y evidencia congruencia con la pretensión del demandante. Si cumple/No 

cumple 

2. Explicita y evidencia congruencia con la pretensión del demandado. Si cumple/No 

cumple 

3. Explicita y evidencia congruencia con los fundamentos facticos expuestos por las partes. 

Si cumple/No cumple 

4. Explicita los puntos controvertidos o aspectos específicos respecto de los cuales se va 

resolver. Si cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, 
tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no 

anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones 
ofrecidas. Si cumple/No cumple 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
Motivación de los 

hechos 

1. Las razones evidencian la selección de los hechos probados o improbadas. (Elemento 

imprescindible, expuestos en forma coherente, sin contradicciones, congruentes y concordantes 

con los alegados por las partes, en función de los hechos relevantes que sustentan la 
pretensión(es).Si cumple/No cumple 

2. Las razones evidencian la fiabilidad de las pruebas. (Se realizó el análisis individual de la 

fiabilidad y validez de los medios probatorios si la prueba practicada se puede considerar 
fuente de conocimiento de los hechos; se verificó los requisitos requeridos para su validez).Si 

cumple/No cumple 

3. Las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta. (El contenido evidencia 
completitud en la valoración, y no valoración unilateral de las pruebas, el órgano 

jurisdiccional examinó todos los posibles resultados probatorios, interpretó la prueba, para 

saber su significado). Si cumple/No cumple 

4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica y las máximas de la 

experiencia. (Con lo cual el juez forma convicción respecto del valor del medio probatorio 
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PARTE 

CONSIDERATIVA 

para dar a conocer de un hecho concreto).Si cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no 
anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones 

ofrecidas). Si cumple/No cumple 

Motivación del 

derecho 

1. Las razones se orientan a evidenciar que la(s) norma(s) aplicada ha sido seleccionada de 

acuerdo a los hechos y pretensiones. (El contenido señala la(s) norma(s) indica que es válida, 

refiriéndose a su vigencia, y su legitimidad) (Vigencia en cuanto validez formal y legitimidad, 

en cuanto no contraviene a ninguna otra norma del sistema, más al contrario que es 
coherente). Si cumple/No cumple 

2. Las razones se orientan a interpretar las normas aplicadas. (El contenido se orienta a 

explicar el procedimiento utilizado por el juez para dar significado a la norma, es decir cómo 
debe entenderse la norma, según el juez) Si cumple/No cumple 

3. Las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales. (La motivación evidencia 

que su razón de ser es la aplicación de una(s) norma(s) razonada, evidencia aplicación de la 
legalidad).Si cumple/No cumple 

4. Las razones se orientan a establecer conexión entre los hechos y las normas que 

justifican la decisión. (El contenido evidencia que hay nexos, puntos de unión que sirven de 
base para la decisión y las normas que le dan el correspondiente respaldo normativo).Si 

cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, 
tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no 

anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones 

ofrecidas). Si cumple/No cumple 

 

 

 

 

 

 

 

PARTE  

RESOLUTIVA 

 

 

 

 
Aplicación del 

Principio de 

Congruencia 

1. El pronunciamiento evidencia resolución de todas las pretensiones oportunamente 

ejervcitadas. (Es completa) Si cumple/No cumple 

2. El contenido evidencia resolución nada más, que de las pretensiones ejercitadas (No se 

extralimita/Salvo que la ley autorice pronunciarse más allá de lo solicitado) (Si cumple/No 

cumple 

3. El contenido evidencia aplicación de las dos reglas precedentes a las cuestiones 

introducidas y sometidas al debate, en primera instancia. Si cumple/No cumple 

4. El contenido del pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con la 

parte expositiva y considerativa respectivamente. Si cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no 
anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones 

ofrecidas). Si cumple/No cumple.  

 

 

 

 

 
Descripción de la 

decisión 

1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que se decide u ordena. Si 

cumple/No cumple 

2. El pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se decide u ordena. Si cumple/No 

cumple 

3. El pronunciamiento evidencia a quién le corresponde cumplir con la pretensión 

planteada/ el derecho reclamado, o la exoneración de una obligación. Si cumple/No 

cumple 

4. El pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a quién le corresponde el pago 

de los costos y costas del proceso, o la exoneración si fuera el caso. Si cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad: El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnicismos, 

tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no 

anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones 
ofrecidas. Si cumple/No cumple.  
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Definición y operacionalización de la Variable Calidad de Sentencia –Segunda Instancia 

 
OBJETO DE 

ESTUDIO 

VARIABLE DIMENSIONES SUBDIMENSIONES INDICADORES 

 

S 

E 

N 

T 

E 

N 

C 

I 

A 

 

CALIDAD DE 

LA 

 

SENTENCIA 

EXPOSITIVA Introducción 1. El encabezamiento evidencia: la individualización de la sentencia, indica el 

número de expediente, el número de resolución que le corresponde a la sentencia, 

lugar, fecha de expedición, menciona al juez, jueces, etc. Si cumple/No cumple 

2. Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las pretensiones? ¿Cuál es el 

problema sobre lo que se decidirá?, el objeto de la impugnación, o la consulta; los 

extremos a resolver. Si cumple/No cumple 

3. Evidencia la individualización de las partes: se individualiza al demandante, al 
demandado, y al del tercero legitimado; éste último en los casos que hubiera en el 

proceso). Si cumple/No cumple 

4. Evidencia los aspectos del proceso: el contenido explicita que se tiene a la vista 
un proceso regular, sin vicios procesales, sin nulidades, que se ha agotado los 

plazos, las etapas, advierte constatación, aseguramiento de las formalidades del 

proceso, que ha llegado el momento de sentenciar. Si cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 
receptor decodifique las expresiones ofrecidas. Si cumple/No cumple 

Postura de las partes 1. Evidencia el objeto de la impugnación/o la consulta (El contenido explicita los 

extremos impugnados en el caso que corresponda). Si cumple/No cumple 

2. Explicita y evidencia congruencia con los fundamentos fácticos/jurídicos que 

sustentan la impugnación/o la consulta. Si cumple/No cumple 

3. Evidencia la pretensión(es) de quién formula la impugnación/o de quién 
ejecuta la consulta. Si cumple/No cumple 

4. Evidencia la(s) pretensión(es) de la parte contraria al impugnante/de las 

partes si los autos se hubieran elevado en consulta/o explicita el silencio o 
inactividad procesal. Si cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 
retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas. Si cumple/No cumple 

CONSIDERATIVA Motivación de los hechos 1. Las razones evidencian la selección de los hechos probados o improbadas. 
(Elemento imprescindible, expuestos en forma coherente, sin contradicciones, 

congruentes y concordantes con los alegados por las partes, en función de los 

hechos relevantes que sustentan la pretensión(es).Si cumple/No cumple 

2. Las razones evidencian la fiabilidad de las pruebas. (Se realizó el análisis 

individual de la fiabilidad y validez de los medios probatorios si la prueba 

practicada se puede considerar fuente de conocimiento de los hechos, se verificó los 
requisitos requeridos para su validez).Si cumple/No cumple 

3. Las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta. (El contenido 
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evidencia completitud en la valoración, y no valoración unilateral de las pruebas, el 
órgano jurisdiccional examinó todos los posibles resultados probatorios, interpretó 

la prueba, para saber su significado). Si cumple/No cumple 

4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica y las máximas 

de la experiencia. (Con lo cual el juez forma convicción respecto del valor del 

medio probatorio para dar a conocer de un hecho concreto).Si cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 
tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas. Si cumple/No cumple 
 

Motivación del derecho 1. Las razones se orientan a evidenciar que la(s) norma(s) aplicada ha sido 

seleccionada de acuerdo a los hechos y pretensiones. (El contenido señala la(s) 
norma(s) indica que es válida, refiriéndose a su vigencia, y su legitimidad) (Vigencia 

en cuanto validez formal y legitimidad, en cuanto no contraviene a ninguna otra 
norma del sistema, más al contrario que es coherente). Si cumple/No cumple 

2. Las razones se orientan a interpretar las normas aplicadas. (El contenido se 

orienta a explicar el procedimiento utilizado por el juez para dar significado a la 
norma, es decir cómo debe entenderse la norma, según el juez) Si cumple/No 

cumple 

3. Las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales. (La motivación 
evidencia que su razón de ser es la aplicación de una(s) norma(s) razonada, 

evidencia aplicación de la legalidad).Si cumple/No cumple 

4. Las razones se orientan a establecer conexión entre los hechos y las normas 

que justifican la decisión. (El contenido evidencia que hay nexos, puntos de unión 

que sirven de base para la decisión y las normas que le dan el correspondiente 

respaldo normativo).Si cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 
receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple/No cumple 

RESOLUTIVA  
Aplicación del Principio 

de Congruencia 

1. El pronunciamiento evidencia resolución de todas las pretensiones 

formuladas en el recurso impugnatorio/en la adhesión/ o los fines de la consulta. 

(según corresponda) (Es completa) Si cumple/No cumple 

2. El pronunciamiento evidencia resolución nada más, que de las pretensiones 

formuladas en el recurso impugnatorio/la adhesión o la consulta (según 

corresponda) (No se extralimita)/Salvo que la ley autorice pronunciarse más allá de 
lo solicitado). Si cumple/No cumple 

3. El pronunciamiento evidencia aplicación de las dos reglas precedentes a las 

cuestiones introducidas y sometidas al debate, en segunda instancia. Si 

cumple/No cumple 

4. El pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con la 

parte expositiva y considerativa respectivamente. Si cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 
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retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 
receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple/No cumple.  

Descripción de la decisión 1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que se decide u ordena. 

Si cumple/No cumple 

2. El pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se decide u ordena. Si 

cumple/No cumple 

3. El pronunciamiento evidencia a quién le corresponde cumplir con la 

pretensión planteada/ el derecho reclamado/ o la exoneración de una obligación/ 

la aprobación o desaprobación de la consulta. Si cumple/No cumple 

4. El pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a quién le 

corresponde el pago de los costos y costas del proceso/ o la exoneración si fuera 

el caso. Si cumple/No cumple 

5. Evidencia claridad: El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 
tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas. Si cumple/No cumple. 
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ANEXO 3 

Instrumento de recolección de datos 

Sentencia de primera instancia 

 

1. PARTE EXPOSITIVA 
 
1.1. Introducción 
 

1. 1. El encabezamiento evidencia: la individualización de la sentencia, indica 

el número del expediente, el número de resolución que le corresponde a la 

sentencia, lugar, fecha de expedición, menciona al juez, jueces, etc. Si 

cumple/No cumple 

 

2. Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las pretensiones? ¿Cuál es el 

problema sobre, lo que se decidirá? Si cumple/No cumple 

 

3. Evidencia la individualización de las partes: se individualiza al demandante, al 

demandado, y al tercero legitimado; éste último en los casos que hubiera en el 

proceso). Si cumple/No cumple 

 

4. Evidencia los aspectos del proceso: el contenido explicita que se tiene a la 

vista un proceso regular, sin vicios procesales, sin nulidades, que se ha agotado 

los plazos, las etapas, advierte constatación, aseguramiento de las 

formalidades del proceso, que ha llegado el momento de sentenciar. Si 

cumple/No cumple 
 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas. Si cumple/No cumple 
 
1.2. Postura de las partes 
 

1. Explicita y evidencia congruencia con la pretensión del demandante. Si 

cumple/No cumple 

 

2. Explicita y evidencia congruencia con la pretensión del demandado. Si 

cumple/No cumple 

 

3. Explicita y evidencia congruencia con los fundamentos fácticos expuestos 

por las partes. Si cumple/No cumple 

 

4. Explicita los puntos controvertidos o aspectos específicos respecto al(os) 

cuales se resolverá. Si cumple/No cumple 

 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 
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tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas. Si cumple/No cumple 

 

2. PARTE CONSIDERATIVA 

 

2.1. Motivación de los Hechos 

1. Las razones evidencian la selección de los hechos probados o improbadas. 

(Elemento imprescindible, expuestos en forma coherente, sin contradicciones, 

congruentes y concordantes con los alegados por las partes, en función de los 

hechos relevantes que sustentan la pretensión(es).Si cumple/No cumple 

 

2. Las razones evidencian la fiabilidad de las pruebas. (Se realizó el análisis 

individual de la fiabilidad y validez de los medios probatorios si la prueba 

practicada se puede considerar fuente de conocimiento de los hechos; se 

verificó los requisitos requeridos para su validez).Si cumple/No cumple 

 

3. Las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta. (El contenido 

evidencia completitud en la valoración, y no valoración unilateral de la pruebas, 

el órgano jurisdiccional examinó todos los posibles resultados probatorios, 

interpretó la prueba, para saber su significado). Si cumple/No cumple 

 

4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica y las 

máximas de la experiencia. (Con lo cual el juez forma convicción respecto del 

valor del medio probatorio para dar a conocer de un hecho concreto).Si 

cumple/No cumple 
 

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple/No cumple 
 
2.2. Motivación del derecho 

1. Las razones se orientan a evidenciar que la(s) norma(s) aplicada ha sido 

seleccionada de acuerdo a los hechos y pretensiones. (El contenido señala 

la(s) norma(s) indica que es válida, refiriéndose a su vigencia, y su legitimidad) 

(Vigencia en cuanto a validez formal y legitimidad, en cuanto no contraviene a 

ninguna otra norma del sistema, más al contrario que es coherente). Si 

cumple/No cumple 

 

1. 2. Las razones se orientan a interpretar las normas aplicadas. (El 

contenido se orienta a explicar el procedimiento utilizado por el juez para dar 

significado a la norma, es decir cómo debe entenderse la norma, según el juez) 

Si cumple/No cumple 
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2. Las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales. (La 

motivación evidencia que su razón de ser es la aplicación de una(s) norma(s) 

razonada, evidencia aplicación de la legalidad).Si cumple/No cumple 
 

3. Las razones se orientan, a establecer conexión entre los hechos y las 

normas que justifican la decisión. (El contenido evidencia que hay nexos, 

puntos de unión que sirven de base para la decisión y las normas que le dan el 

correspondiente respaldo normativo).Si cumple/No cumple 
 

4. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple/No cumple 
 

3. Parte resolutiva 

 

3.1. Aplicación del principio de congruencia 
 
1. El pronunciamiento evidencia resolución de todas las pretensiones 

oportunamente ejercitadas. (Es completa) Si cumple/No cumple 
 
2. El contenido evidencia resolución nada más, que de las pretensiones ejercitadas 

(No se extralimita/Salvo que la ley autorice pronunciarse más allá de lo solicitado) (Si 

cumple/No cumple 
 
3. El contenido evidencia aplicación de las dos reglas precedentes a las cuestiones 

introducidas y sometidas al debate, en primera instancia. Si cumple/No cumple 
 
4. El pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con la parte 

expositiva y considerativa respectivamente. Si cumple/No cumple (marcar “si 

cumple”, siempre que todos los parámetros anteriores se hayan cumplido, caso 

contrario, “no cumple” – generalmente no se cumple – en el cuadro de resultados 

borrar estas líneas). 
 
5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se 

asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique 

las expresiones ofrecidas). Si cumple/No cumple. 

 

3.2. Descripción de la decisión 
 

1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que se decide u 

ordena. Si cumple/No cumple 
 

2. El pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se decide u ordena. 

Si cumple/No cumple 
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3. 3. El pronunciamiento evidencia a quién le corresponde cumplir con la 

pretensión planteada/ el derecho reclamado, o la exoneración de una 

obligación. Si cumple/No cumple 
 

4. El pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a quién le 

corresponde el pago de los costos y costas del proceso, o la exoneración si 

fuera el caso. Si cumple/No cumple 
 

5. Evidencia claridad: El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas. Si cumple/No cumple. 
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Instrumento de recolección de datos 
 

 
SENTENCIA SEGUNDA INSTANCIA 

 
1. PARTE EXPOSITIVA 

1.1. Introducción 
 

1. 1. El encabezamiento evidencia: la individualización de la sentencia, indica 

el número del expediente, el número de resolución que le corresponde a la 

sentencia, lugar, fecha de expedición, menciona al juez, jueces, etc. Si 

cumple/No cumple 

 

2. Evidencia el asunto: ¿El planteamiento de las pretensiones? ¿Cuál es el 

problema sobre lo que se decidirá?, el objeto de la impugnación, o la consulta; 

los extremos a resolver. Si cumple/No cumple 

 

3. Evidencia la individualización de las partes: se individualiza al demandante, al 

demandado, y al del tercero legitimado; éste último en los casos que hubiera en 

el proceso). Si cumple/No cumple 

 

4. Evidencia los aspectos del proceso: el contenido explicita que se tiene a la 

vista un proceso regular, sin vicios procesales, sin nulidades, que se ha agotado 

los plazos, las etapas, advierte constatación, aseguramiento de las 

formalidades del proceso, que ha llegado el momento de sentenciar. Si 

cumple/No cumple 
 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas. Si cumple/No cumple 

 

1.2. Postura de las partes 
 

1. Evidencia el objeto de la impugnación/o la consulta (El contenido explicita los 
extremos impugnados en el caso que corresponda). Si cumple/No cumple. 
 

2. Explicita y evidencia congruencia con los fundamentos fácticos/jurídicos 

que sustentan la impugnación/o la consulta. Si cumple/No cumple. 

 

3. Evidencia la pretensión(es) de quien formula la impugnación/o de quién 

ejecuta la consulta. Si cumple/No cumple. 

 

4. Evidencia la(s) pretensión(es) de la parte contraria al impugnante/de las 

partes si los autos se hubieran elevado en consulta/o explicita el silencio o 

inactividad procesal. Si cumple/No cumple. 
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5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas. Si cumple/No cumple. 
 
 

2. PARTE CONSIDERATIVA 

 

2.1. Motivación de los hechos 

1. Las razones evidencian la selección de los hechos probados o improbadas. 

(Elemento imprescindible, expuestos en forma coherente, sin contradicciones, 

congruentes y concordantes con los alegados por las partes, en función de los 

hechos relevantes que sustentan la pretensión(es).Si cumple/No cumple 

 

2. Las razones evidencian la fiabilidad de las pruebas. (Se realizó el análisis 

individual de la fiabilidad y validez de los medios probatorios si la prueba 

practicada se puede considerar fuente de conocimiento de los hechos, se verificó 

los requisitos requeridos para su validez).Si cumple/No cumple 

 

3. Las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta. (El contenido 

evidencia completitud en la valoración, y no valoración unilateral de la pruebas, 

el órgano jurisdiccional examinó todos los posibles resultados probatorios, 

interpretó la prueba, para saber su significado). Si cumple/No cumple 

 

4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica y las 

máximas de la experiencia. (Con lo cual el juez forma convicción respecto del 

valor del medio probatorio para dar a conocer de un hecho concreto).Si 

cumple/No cumple. 

 

5. Evidencia claridad: el contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas. Si cumple/No cumple. 

 

2.2. Motivación del derecho 
 

1. Las razones se orientan a evidenciar que la(s) norma(s) aplicada ha sido 

seleccionada de acuerdo a los hechos y pretensiones. (El contenido señala 

la(s) norma(s) indica que es válida, refiriéndose a su vigencia, y su legitimidad) 

(Vigencia en cuanto a validez formal y legitimidad, en cuanto no contraviene a 

ninguna otra norma del sistema, más al contrario que es coherente). Si 

cumple/No cumple 

 

2. Las razones se orientan a interpretar las normas aplicadas. (El contenido se 

orienta a explicar el procedimiento utilizado por el juez para dar significado a 
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la norma, es decir cómo debe entenderse la norma, según el juez) Si cumple/No 

cumple 

 

3. Las razones se orientan a respetar los derechos fundamentales. (La 

motivación evidencia que su razón de ser es la aplicación de una(s) norma(s) 

razonada, evidencia aplicación de la legalidad).Si cumple/No cumple. 

 

4. Las razones se orientan a establecer conexión entre los hechos y las normas 

que justifican la decisión. (El contenido evidencia que hay nexos, puntos de 

unión que sirven de base para la decisión y las normas que le dan el 

correspondiente respaldo normativo).Si cumple/No cumple. 

 

5. Evidencian claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple/No cumple. 

 

3. PARTE RESOLUTIVA 
 
3.1. Aplicación del principio de congruencia. 
 

1. El pronunciamiento evidencia resolución de todas las pretensiones 

formuladas en el recurso impugnatorio/ en la adhesión / o los fines de la 

consulta (según corresponda). (Es completa) Si cumple/No cumple 
 

2. El pronunciamiento evidencia resolución nada más, que de las pretensiones 

formuladas en el recurso impugnatorio/la adhesión o la consulta (según 

corresponda) (No se extralimita)/Salvo que la ley autorice pronunciarse más 

allá de lo solicitado). Si cumple/No cumple 
 

3. El pronunciamiento evidencia aplicación de las dos reglas precedentes a las 

cuestiones introducidas y sometidas al debate, en segunda instancia. Si 

cumple/No cumple (marcar “si cumple”, siempre que todos los parámetros 

anteriores se hayan cumplido, caso contrario, “no cumple” – generalmente no 

se cumple – cuando presente el cuadro de resultados borrar estas líneas). 
 

4. El pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con la 

parte expositiva y considerativa respectivamente. Si cumple/No cumple 
 

5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple/No cumple. 
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3.2. Descripción de la decisión 

1. El pronunciamiento evidencia mención expresa de lo que se decide u 

ordena. Si cumple/No cumple 
 

2. El pronunciamiento evidencia mención clara de lo que se decide u ordena. 

Si cumple/No cumple 
 

3. El pronunciamiento evidencia a quién le corresponde cumplir con la 

pretensión planteada / el derecho reclamado/ o la exoneración de una 

obligación/ la aprobación o desaprobación de la consulta. Si cumple/No 

cumple 
 

4. El pronunciamiento evidencia mención expresa y clara a quién le 

corresponde el pago de los costos y costas del proceso/ o la exoneración si 

fuera el caso. Si cumple/No cumple 
 

5. Evidencian claridad: El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de 

tecnicismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos 

retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el 

receptor decodifique las expresiones ofrecidas. Si cumple/No cumple. 
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ANEXO 4 

 

Procedimiento de recolección, organización, calificación de datos y determinación de la 

variable 

 

1. CUESTIONES PREVIAS 

1. De acuerdo al Cuadro de Operacionalización de la Variable (Anexo 1), se 

denomina objeto de estudio a las sentencias de primera y segunda instancia.  

2. La variable de estudio viene a ser la calidad de las sentencias de primera y 

segunda instancia según los parámetros doctrinarios, normativos y 

jurisprudenciales pertinentes.  

3. La variable tiene dimensiones, los cuales son tres por cada sentencia, estos son: 

la parte expositiva, considerativa y resolutiva, respectivamente. 

4. Cada dimensión de la variable tiene sus respectivas sub dimensiones.  

 

En relación a la sentencia de primera y segunda instancia.  

 

4.1.Las sub dimensiones de la dimensión parte expositiva son 2: introducción y 

la postura de las partes. 

4.2.Las sub dimensiones de la dimensión parte considerativa son 2: motivación 

de los hechos y motivación del derecho. 

4.3.Las sub dimensiones de la dimensión parte resolutiva son 2: aplicación del 

principio de congruencia y descripción de la decisión. 

 

* Aplicable: cuando la fuente se trata de procesos civiles y afines. 

 

5. Cada sub dimensión presenta 5 parámetros, se presenta en el instrumento para 

recoger los datos que se llama lista de cotejo. 

6. Para asegurar la objetividad de la medición, en cada sub dimensión se ha previsto 

5 parámetros, que son criterios o indicadores de calidad, extraídos 

indistintamente de la normatividad, la doctrina y la jurisprudencia los cuales se 

registran en la lista de cotejo. 

7. De los niveles de calificación: la calidad de las sub dimensiones, las 

dimensiones y la variable en estudio se califica en 5 niveles que son: muy baja, 

baja, mediana, alta y muy alta, respectivamente. 

8. Calificación:  

8.1.De los parámetros: el hallazgo o inexistencia de un parámetro, en el texto de 

la sentencia en estudio, se califica con las expresiones: si cumple y no 

cumple 
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8.2.De las sub dimensiones: se determina en función al número de parámetros 

cumplidos. 

8.3.De las dimensiones: se determina en función a la calidad de las sub 

dimensiones, que presenta.  

8.4.De la variable: se determina en función a la calidad de las dimensiones 

 

9. Recomendaciones: 

9.1.Examinar con exhaustividad: el Cuadro de Operacionalizacion de la Variable 

que se identifica como Anexo 1. 

9.2.Examinar con exhaustividad: el proceso judicial existente en el expediente. 

9.3.Identificar las instituciones procesales y sustantivas existentes en el proceso 

judicial existente en el expediente, incorporarlos en el desarrollo de las bases 

teóricas del trabajo de investigación, utilizando fuentes doctrinarias, 

normativas y jurisprudenciales. 

9.4.Empoderarse, sistemáticamente, de los conocimientos y las estrategias 

previstas facilitará el análisis de la sentencia, desde el recojo de los datos, 

hasta la defensa de la tesis. 

10. El presente anexo solo describe el procedimiento de recojo y organización de los 

datos.  

11. Los cuadros de presentación de los resultados evidencian su aplicación. 

  

2. PROCEDIMIENTOS PARA RECOGER LOS DATOS DE LOS 

PARÁMETROS DOCTRINARIO, NORMATIVOS Y JURISPRUDENCIALES 

PREVISTOS EN EL PRESENTE ESTUDIO.  

Para recoger los datos se contrasta la lista de cotejo con el texto de la sentencia; el 

propósito es identificar cada parámetro en el texto respectivo de la sentencia. 

La calificación se realiza conforme al cuadro siguiente: 

 

 

 

 

 

 

 

 

Cuadro 1 

Calificación aplicable a los parámetros 

 Texto respectivo 

de la sentencia  

Lista de 

parámetros 

Calificación 
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 Si cumple (cuando en el texto se 

cumple) 

No cumple (cuando en el texto no se 

cumple) 

 

Fundamentos: 

El hallazgo de un parámetro se califica con la expresión  :  Si cumple 

La ausencia de un parámetro se califica con la expresión :  No cumple 

 

 

3. PROCEDIMIENTO BÁSICO PARA DETERMINAR LA CALIDAD DE UNA 

SUB DIMENSIÓN 

(Aplicable cuando se trata de la sentencia de primera y de segunda instancia) 

 

 

Cuadro 2 

Calificación aplicable a cada sub dimensión. 

Cumplimiento de los 

parámetros en una sub 

dimensión 

Valor (referencial) Calificación de calidad 

Si se cumple 5 de los 5 

parámetros previstos 

 5  Muy alta 

Si se cumple 4 de los 5 

parámetros previstos 

 4  Alta 

Si se cumple 3 de los 5 

parámetros previstos 

 3  Mediana 

Si se cumple 2 de los 5 

parámetros previstos 

2  Baja 

Si sólo se cumple 1 

parámetro previsto o 

ninguno 

1  Muy baja 

 

 

 

Fundamentos: 

 

 Se procede luego de haber aplicado las pautas establecidas en el Cuadro 1, del 

presente documento.  
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 Consiste en agrupar los parámetros cumplidos. 

 

 La calidad de la sub dimensión se determina en función al número de parámetros 

cumplidos. 

 

  Para todos los casos el hallazgo de uno, o ninguno de los 5 parámetros 

previstos, se califica con el nivel de: muy baja. 

 

 

4. PROCEDIMIENTO PARA DETERMINAR LA CALIDAD DE LAS 

DIMENSIONES PARTE EXPOSITIVA Y RESOLUTIVA 

 

(Aplicable cuando se trata de la sentencia de primera y de segunda instancia) 

 

 

 Cuadro 3 

Calificación aplicable a las dimensiones: parte expositiva y parte resolutiva. 

 

 

 

Dimensión 

  

 

 

Sub dimensiones 

 Calificación   

Rangos de 

calificación de 

la dimensión 

 

 Calificación de la 

calidad de la 

dimensión 

De las sub 

dimensiones 

De  

la 

dimensión 

M
u
y

 b
aj

a 

B
aj

a 

M
ed

ia
n
a 

A
lt

a 

M
u
y

 a
lt

a 

1 2 3 4 5 

  

 

Nombre de 

la 

dimensión: 

… 

 

Nombre de la sub 

dimensión 

 X     

 

7 

[ 9 - 10 ]  Muy Alta 

[ 7 - 8 ] Alta 

Nombre de la sub 

dimensión 

 

    X [ 5 - 6 ] Mediana 

[ 3 - 4 ] Baja 

[ 1 - 2 ] Muy baja 

Ejemplo: 7, está indicando que la calidad de la dimensión, … es alta, se deriva de la 

calidad de las dos sub dimensiones, ….. y ……, que son baja y muy alta, 

respectivamente. 
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Fundamentos: 

 De acuerdo al Cuadro de Operacionalización de la Variable (Anexo 1), las 

dimensiones identificadas como: parte expositiva y parte resolutiva, cada una, 

presenta dos sub dimensiones. 

 Asimismo, el valor máximo que le corresponde a una sub dimensión es 5 

(Cuadro 2). Por esta razón, el valor máximo que le corresponde a una dimensión 

que tiene 2 sub dimensiones es 10.  

 Por esta razón el valor máximo que le corresponde a la parte expositiva y parte 

resolutiva, es 10. 

 Asimismo, para los efectos de establecer los 5 niveles de calidad, se divide 10 

(valor máximo) entre 5 (número de niveles), y el resultado es 2. 

 El número 2, indica que cada nivel de calidad presenta 2 niveles de calidad 

 Asimismo, para comprender todos los valores probables que surjan al organizar 

los datos, se establece rangos; éstos a su vez orientan la determinación de la 

calidad. Ejemplo: observar el contenido y la lectura ubicada en la parte inferior 

del Cuadro 3. 

 

 La determinación de los valores y niveles de calidad, se evidencian en el 

siguiente texto: 

 

Valores y nivel de calidad: 

 

 

[ 9 - 10 ] = Los valores pueden ser 9 o 10 = Muy alta 

 

[ 7 - 8 ] = Los valores pueden ser 7 u 8 = Alta 

 

[ 5 - 6 ] = Los valores pueden ser 5 o 6 = Mediana 

 

[ 3 - 4 ] = Los valores pueden ser 3 o 4 = Baja 

 

[ 1 - 2 ] = Los valores pueden ser 1 o 2 = Muy baja 

 

Nota: Esta información se evidencia en las dos últimas columnas del Cuadro 3.  
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5. PROCEDIMIENTO PARA DETERMINAR LA CALIDAD DE LA 

DIMENSIÓN PARTE CONSIDERATIVA 

 

Se realiza por etapas. 

 

5.1. Primera etapa: determinación de la calidad de las sub dimensiones de la parte 

considerativa. 

 

(Aplicable cuando se trata de la sentencia de primera y de segunda instancia). 

 

Cuadro 4 

 

Calificación aplicable a las sub dimensiones de la parte considerativa 

 

Cumplimiento de criterios de 

evaluación 

 

Ponderación 

Valor numérico 

(referencial) 

Calificación de 

calidad 

Si se cumple 5 de los 5 parámetros 

previstos 

2x 5  10 Muy alta 

Si se cumple 4 de los 5 parámetros 

previstos 

2x 4  8 Alta 

Si se cumple 3 de los 5 parámetros 

previstos 

2x 3  6 Mediana 

Si se cumple 2 de los 5 parámetros 

previstos 

2x2  4 Baja 

Si sólo se cumple 1 parámetro 

previsto o ninguno 

2x 1  2 Muy baja 

Nota: el número 2, está indicando que la ponderación o peso asignado para los 

parámetros está duplicado; porque pertenecen a la parte considerativa, lo cual permite 

hallar los valores que orientan el nivel de calidad. 

  

Fundamentos: 

 

 Aplicar el procedimiento previsto en el Cuadro 1. Es decir; luego de haber 

identificado uno por uno, si los parámetros se cumplen o no. 

 El procedimiento para determinar la calidad de las dimensiones identificadas 

como parte EXPOSITIVA Y RESOLUTIVA, difiere del procedimiento 

empleado para determinar la calidad la dimensión identificada como parte 
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CONSIDERATIVA. En éste último la ponderación del cumplimiento de los 

parámetros se duplican. 

 La calidad de la parte expositiva y resolutiva emerge de la calidad de sus 

respectivas sub dimensiones, los cuales a su vez se determinan agrupando los 

parámetros cumplidos conforme al Cuadro 2. 

 La calidad de la parte considerativa; también, emerge de la calidad de sus 

respectivas sub dimensiones; cuya calidad, a diferencia de las anteriores, se 

determina luego de multiplicar por 2, el número de parámetros cumplidos 

conforme al Cuadro 4. Porque la ponderación no es simple; sino doble. 

 Por esta razón los valores que orientan la determinación de los cinco niveles de 

calidad que son: muy baja, baja, mediana, alta y muy alta; no son, 1, 2, 3, 4 y 5; 

sino: 2, 4, 6, 8 y 10; respectivamente; cuando se trata de la parte considerativa. 

 Fundamentos que sustentan la doble ponderación: 

 

5.2. Segunda etapa: determinación de la calidad de la de dimensión: parte 

considerativa 

(Aplicable para la sentencia de primera instancia - tiene 2 sub dimensiones – ver 

Anexo 1) 

Cuadro 5 

 

Calificación aplicable a la dimensión: parte considerativa (primera instancia) 

 

 

Dimensión 

  

 

Sub 

dimensiones 

 Calificación   

Rangos de 

calificación 

de la 

dimensión 

 

Calificación de 

la calidad de 

la dimensión 

De las sub dimensiones De  

la 

dimensió

n 

 

 

 

M
u
y
 

b
aj

a  

 B
aj

a 
M

ed

ia
n

a 

A
lt

a  

M
u

y
 

al
ta

 

2x 

1= 

 

2 

2x 2= 

 

4 

2x 

3= 

 

6 

2x 

4= 

 

8 

2x 5= 

 

10 

  

Parte 

 

 considerativa 

Nombre de la 

sub 

dimensión 

 

   

X 

   

 

 

14 

 

[17 - 20]  

 

Muy alta 

    X  [13 - 16] Alta 
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Nombre de la 

sub 

dimensión  

 

 

 

[9 - 12] Mediana 

[5 - 8] Baja 

[1 - 4] Muy baja 

Ejemplo: 14, está indicando que la calidad de la dimensión parte considerativa es de 

calidad alta, se deriva de los resultados de la calidad de las dos sub dimensiones que son 

de calidad mediana y alta, respectivamente. 

 

Fundamentos: 

 De acuerdo al Cuadro de Operacionalización de la Variable (Anexo 1), la parte 

considerativa presenta 2 sub dimensiones que son motivación de los hechos y 

motivación del derecho. 

 De acuerdo al Cuadro 4, el valor máximo que le corresponde a cada sub 

dimensión es 10; asimismo, de acuerdo a la lista de especificaciones (punto 8.3), 

la calidad de una dimensión se determina en función a la calidad de las sub 

dimensiones que lo componen. 

 Por esta razón si una dimensión tiene 2 sub dimensiones, cuyo valor máximo de 

cada uno, es 10; el valor máximo que le corresponde a la dimensión es 20. 

 El número 20, es referente para determinar los niveles de calidad. Consiste en 

dividir 20 (valor máximo) entre 5 (número de niveles), y el resultado es 4. 

 El número 4 indica, que en cada nivel de calidad hay 4 valores. 

 Asimismo, para comprender todos los valores probables que surjan al organizar 

los datos, se establece rangos; para orientar la determinación de los 5 niveles de 

calidad. Ejemplo: observar el contenido y la lectura ubicada en la parte inferior 

del Cuadro 5. 

 La determinación de los valores y niveles de calidad, se evidencian en el 

siguiente texto: 

 

Valores y nivel de calidad:  
 
  [ 17 - 20 ] = Los valores pueden ser 17, 18, 19 o 20 = Muy alta 

 

  [ 13 - 16 ] = Los valores pueden ser 13, 14, 15 o 16 = Alta 
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  [ 9 - 12 ] = Los valores pueden ser 9, 10, 11 o 12 = Mediana 

 

  [ 5 - 8 ] = Los valores pueden ser 5, 6, 7 u 8 = Baja 

 

  [ 1 - 4 ] = Los valores pueden ser 1, 2, 3 o 4 = Muy baja 

 

 

5.2. Tercera etapa: determinación de la calidad de la dimensión: parte considerativa – 
Sentencia de segunda instancia 

 

Se aplica el mismo procedimiento previsto para determinar la calidad de la parte 

considerativa de la sentencia de primera instancia, conforme se observa en el Cuadro 5.  

 

Fundamento:  

 

• La parte considerativa de la sentencia de segunda instancia, presenta el mismo 

número de sub dimensiones que la parte considerativa de la sentencia de primera 

instancia, entonces el procedimiento a seguir es el mismo. 

La exposición anterior se verifica en el Cuadro de Operacionalización – Anexo 1. 

 

6. PROCEDIMIENTO PARA DETERMINAR LA CALIDAD DE LA 

VARIABLE: CALIDAD DE LA SENTENCIAS 

 

Se realiza por etapas 

 

6.1. Primera etapa: con respecto a la sentencia de primera instancia 

 

Examinar el cuadro siguiente: 

 

 

Cuadro 6 

Calificación aplicable a la sentencia de primera y segunda instancia 
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Ejemplo: 30, está indicando que la calidad de la sentencia en estudio es de rango alta, se 

deriva de los resultados de la calidad de su parte expositiva, considerativa y resolutiva 

que fueron de rango: alta, alta y muy alta, respectivamente. 

 

Fundamentos 

 De acuerdo a las Lista de Especificaciones la calidad de cada sentencia se 

determina en función a la calidad de sus partes 

 Para determinar la calidad de la sentencia de primera instancia, se aplica todos 

los procedimientos especificados, de la forma siguiente: 

1) Recoger los datos de los parámetros. 

2) Determinar la calidad de las sub dimensiones; y  

3) Determinar la calidad de las dimensiones. 

4) Ingresar la información a cuadro similar al que se presenta en el Cuadro 6. Se 

realiza al concluir el trabajo de investigación. 

Determinación de los niveles de calidad.  

1) Se determina el valor máximo, en función al valor máximo de la parte 

expositiva, considerativa y resolutiva, que son 10, 20 y 10, respectivamente, 

(Cuadro 3 y 5), el resultado es: 40. 

2) Para determinar los niveles de calidad se divide 40 (valor máximo) entre 5 

(número de niveles) el resultado es: 8. 

3) El número 8, indica que en cada nivel habrá 8 valores. 

4) Para asegurar que todos los valores que surjan al organizar los datos, se 

establece rangos, para orientar los 5 niveles de calidad. Ejemplo: observar el 

contenido y la lectura ubicada en la parte inferior del Cuadro 6. 

5) Observar los niveles y valores de cada nivel en el siguiente texto:  

ia na 

Descripció

n de la 

decisión 

    X [3 - 4] Baj
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[1 - 2] Mu
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baj

a 
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Valores y niveles de calidad 

[ 33 - 40 ] = Los valores pueden ser 33,34,35,36,37, 38, 39 o 40 = Muy alta 

 

  [ 25 - 32 ] = Los valores pueden ser 25,26,27,28,29,30,31 o 32 = Alta 

 

  [ 17 - 24 ] = Los valores pueden ser 17,18,19,20,21,22,23, o 24 = Mediana 

 

  [9 - 16 ] = Los valores pueden ser 9,10,11,12,13,14,15 o 16 = Baja 

 

  [ 1 - 8 ] = Los valores pueden ser 1,2,3,4,5,6,7 u 8 = Muy baja 

 

 

 

 

 
6.2. Segunda etapa: con respecto a la sentencia de segunda instancia 

Se aplica el mismo procedimiento previsto para determinar la calidad de la sentencia 

de primera instancia, conforme se observa en el Cuadro 6.  

Fundamento:  

 

• La sentencia de primera instancia, presenta el mismo número de sub dimensiones 

que la sentencia de segunda instancia 

• La exposición anterior se verifica en el Cuadro de Operacionalización – Anexo 1 
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ANEXO 5 
 

DECLARACIÓN DE COMPROMISO ÉTICO 
 

De acuerdo al contenido y suscripción del presente documento denominado: 

Declaración de Compromiso ético, manifiesto que: al elaborar el presente trabajo de 

investigación ha permitido tener conocimiento sobre la identidad de los operadores de 

justicia, personal jurisdiccional, las partes del proceso y demás personas citadas, los 

cuales se hallan en el texto del proceso judicial sobre Cumplimiento de Acto 

Administrativo de Subsidio por Luto y Gastos de Sepelio, contenido en el expediente 

N° 1377-2011-0-3101-JR-CI-01, en el cual han intervenido en primera instancia el 

Juzgado Mixto Transitorio de Descarga de Sullana y en segunda instancia la Primera 

Sala Civil del Distrito Judicial de Sullana. 

 
Por estas razones, como autora, tengo conocimiento de los alcances del Principio de 

Reserva y respeto de la Dignidad Humana, expuesto en la metodología del presente 

trabajo; así como de las consecuencias legales que se puede generar al vulnerar estos 

principios. 

 
Por esta razón declaro bajo juramento, honor a la verdad y libremente que: 
 

Me abstendré de utilizar términos agraviantes para referirme a la identidad y los 

hechos conocidos, difundir información orientada a vulnerar los derechos de las 

personas protagonistas de los hechos y de las decisiones adoptadas, más por el 

contrario guardaré la reserva del caso y al referirme por alguna razón sobre los 

mismos, mi compromiso ético es expresarme con respeto y con fines netamente 

académicos y de estudio, caso contrario asumiré exclusivamente mi responsabilidad. 

 

 
Sullana Mayo del 2018 
 

 
 
 
 
 
 

------------------------------------------------- 

GEORGINA SUSANA FOURNIER ARICA 
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